Lineamientos para el reasentamiento urbano integral by Arévalo Tirado, Johana Marcela
Universidad de La Salle 
Ciencia Unisalle 
Arquitectura Facultad de Ciencias del Hábitat 
1-1-2016 
Lineamientos para el reasentamiento urbano integral 
Johana Marcela Arévalo Tirado 
Universidad de La Salle, Bogotá 
Follow this and additional works at: https://ciencia.lasalle.edu.co/arquitectura 
Citación recomendada 
Arévalo Tirado, J. M. (2016). Lineamientos para el reasentamiento urbano integral. Retrieved from 
https://ciencia.lasalle.edu.co/arquitectura/274 
This Trabajo de grado - Pregrado is brought to you for free and open access by the Facultad de Ciencias del Hábitat 
at Ciencia Unisalle. It has been accepted for inclusion in Arquitectura by an authorized administrator of Ciencia 






JOHANA MARCELA AREVALO TIRADO
CODIGO: 70112041
PROTOCOLO DE LA MODALIDAD DE GRADO






Dedico este proyecto primero a Dios, quien me ha dado
entereza, fuerza y sabiduría para llevar acabo el desarrollo
de esta investigación, a mi hijo Juan Sebastián por ser mi razón 
y pilar de mis días, proyectos y aspiraciones, a mis padres Nelson y Sandra, 
por su acompañamiento, confianza y apoyo incondicional, a mi hermano Fernando
 por creer en mí y en mis capacidades y a Andrés por su voto de confianza, 
amor, dedicación y entrega para conmigo y mis proyectos.
08
09
Expreso mis agradecimientos a:
El Hermano Carlos Gabriel Gómez Restrepo, Rector de la Universidad 
de la Salle, por su compromiso y promoción con el trabajo Social.
La Arquitecta Liliana Giraldo Arias, Decana de la Facultad Ciencias 
del Hábitat de la Universidad de la Salle, por inculcar en docentes y 
alumnos el sentido de colaboración y acción social aplicado desde 
la profesión.
El Arquitecto Alex Leandro Pérez Pérez, Director Programa de 
Arquitectura de la Universidad de la Salle, por coordinar, dirigir 
y apoyar el proceso de elaboración de los trabajos de grado, 
encaminados a fines comunitarios, investigativos y de diseño.
El Arquitecto Carlos Eduardo Sabogal, asesor y director de trabajo de 




Esta investigación se orienta a la determinación de lineamientos a 
tener en cuenta para llevar a cabo un reasentamiento urbano inte-
gral, ante la problemática que se viene identificando principalmente 
en las grandes ciudades a donde llega población migrante integrada 
por campesinos en busca de un mejor futuro o desplazados de zo-
nas de conflicto que huyen hacia los centros urbanos para proteger 
sus vidas, personas que ante la poca oferta de programas urbanos 
planificados en materia de hábitat y la inaccesibilidad de financia-
miento para la obtención de una vivienda, terminan ubicándose en 
zonas de alto riesgo para asentamientos humanos, debido a factores 
como desastres naturales, socio-naturales y tecnológicos, colocando 
a sus moradores en situación de vulnerabilidad. La solución a esta 
problemática se encuentra en los procesos de reasentamiento po-
blacional integral, los que más allá de trasladar a un grupo de perso-
nas de un lugar a otro, demanda  el cumplimiento de un protocolo 
que parte de la identificación de la comunidad relocalizable, su pos-
terior desalojo y adaptación al nuevo ambiente, hasta consolidar sus 
sistemas de producción y lograr la integración de la comunidad con 
el mundo exterior. Esta problemática, identificada en el barrio Santa 
Cecilia de la ciudad de Bogotá, se planea solucionar mediante un 
reasentamiento apoyado en la autoconstrucción asistida, donde se 
involucre la participación de la población afectada, capacitándola en 
construcción lo que reduce costos, promueve la solidaridad comuni-
taria y espíritu cooperativo, al paso que desecha el asistencialismo 
estatal, constituyéndolos en sujetos activos en la transformación de 
su propia realidad.
Palabras clave: población, riesgo, reasentamiento, integral, auto-
construcción, consolidar, hábitat.
RESUMEN/ABSTRACT
This research is aimed at determining guidelines to consider to con-
duct a comprehensive urban resettlement, to the problem that has 
been identified mainly in large cities where he arrived migrant popu-
lation composed of peasants in search of a better future or displaced 
conflict zones fleeing to urban centers to protect their lives, people 
given the short supply of urban programs planned on habitat and 
inaccessibility of funding for obtaining housing, end up being loca-
ted in high-risk areas for settlements humans, due to factors such 
as socio-natural and technological disasters, placing its inhabitants 
vulnerable. The solution to this problem is in the process of com-
prehensive population resettlement, that beyond moving a group 
of people from one place to another, demand compliance with a 
protocol that part of the identification of the relocatable community 
later eviction and adaptation to the new environment, to consoli-
date their production systems and achieve community integration 
with the outside world. This problem, identified in the Santa Cecilia 
district of Bogota, is planned solved by resettlement supported in 
assisted self-construction, where the participation of the affected 
population are involved, enabling it under construction which redu-
ces costs, it promotes community solidarity and cooperative spirit, 
to step scrapping state welfarism, making them into active partici-
pants in the transformation of their own reality.




La temática objeto de investigación, en esta oportunidad identifica 
una problemática común no solo para el Distrito Capital, ni para 
el país, sino para toda América Latina, cuya génesis radica en el 
desequilibrio social, en la falta de oportunidades para un grueso 
número de la población, en la migración de campesinos hacia las 
grandes urbes en búsqueda de un mejor porvenir o huyendo de la 
violencia, debido al conflicto armado interno, encontrando como 
nuevo horizonte una selva de cemento y una sociedad indiferente 
e indolente que los obliga a formar parte de los ya preexistentes 
cinturones de miseria, y a buscar un rincón en los suburbios de las 
ciudades para vivir con su prole, por lo general en zonas identificadas 
como de alto riesgo para asentamientos humanos, convirtiéndose 
en la mayoría de los casos en la única alternativa ante la falta de 
repuesta de los gobiernos nacionales y locales frente a la alta 
demanda y casi nula oferta de programas urbanos planificados en 
materia de hábitat, así como a la inaccesibilidad de financiamiento 
para la obtención de una de ellas.
Estos asentamientos anormales como se explica en el desarrollo del 
trabajo, tuvieron origen en Colombia  desde finales del siglo XIX, 
pero cobraron mayor auge después de mediados del siglo pasado 
con el proceso de urbanización de las ciudades. Para comienzos 
de este siglo la proporción que representan los territorios urbanos 
catalogados de informales equivale en un aproximado, al 24% de la 
construcción en las ciudades, es decir, a más de 30.145 hectáreas en 







































































El alto riesgo de los terrenos que hoy son ocupados de manera 
informal, atiende a factores como desastres naturales, socio-
naturales y tecnológicos, condiciones que colocan a sus moradores 
en situación de vulnerabilidad, problemática que puede ser 
conjurada a través de procesos de reasentamiento poblacional 
para los que los teóricos han diseñado diversos modelos pero que 
en resumen pueden atender cuatro fases: la primera, en la que se 
identifica o selecciona la comunidad  relocalizable; la segunda, se 
cataloga como una etapa de transición que inicia con el desalojo de 
personas y sus pertenencias, para concluir con la adaptación al nuevo 
ambiente; la tercera, corresponde a la consolidación de sus sistemas 
de producción, que dan lugar a una mayor participación e innovación 
en sus actividades, y la cuarta, que es la incorporación, cuando la 
comunidad ha adquirido suficiente integración y normalizado sus 
relaciones con el mundo exterior para ser transmitidos a las nuevas 
generaciones.
Este esquema de reasentamiento, no se traduce en una simple 
operación de traslado poblacional de un lugar a otro, es un 
proceso más complejo de lo que los gobernantes y miembros de 
la administración creen, por cuanto va desde la nueva ubicación 
espacial, hasta la creación planificada y concertada de un nuevo 
hábitat real de vida, donde se logren unas condiciones óptimas 
para vivir, cuyo fin es mejorar el entorno de vida, físico-natural, 
social, económico, cultural, religioso, etc., que propicie el desarrollo 
sostenible de la comunidad objeto de este procedimiento.
Teniendo claro los pasos de un proyecto de reasentamiento y todos 
los factores de habitad que se ven inmiscuidos en el mismo, diré 
que este es el prospecto que se aplicará en el barrio Santa Cecilia, 
que a mediados de 1960, se conoció como hacienda Santa Cecilia-
Tibabuyes con una extensión de 72 hectáreas, dividida en tres (3) 
lotes, de los cuales el número 2 de 24 hectáreas, luego de una serie 
de transacciones poco ortodoxas fue adquirido por el señor José 
Rodrigo Peña Mateus, quien lo vendió por lotes a las familias de los 
hoy barrios Lisboa y Santa Cecilia de la ciudad de Bogotá.
Debido a las características topográficas de la zona donde se 
encuentra ubicado el barrio Santa Cecilia, se pudo establecer que 
una parte representativa del mismo tiene asentamiento en un 
sector donde la inestabilidad del terreno y la filtración de aguas en 
temporada invernal son una constante, circunstancia que coloca a 
sus moradores en situación de vulnerabilidad, y que por lo mismo 
es urgente que se preste atención y plantee una solución real a la 
problemática identificada, objetivo de este trabajo de investigación.
Lo fascinante de interactuar con un entorno y sus pobladores cuando 
se adelanta este tipo de trabajos, no es simplemente identificar un 
problema y desde el punto de vista teórico y bibliográfico determinar 
qué factores pudieron llevar a su producción, lo realmente valioso 
para el investigador es encontrarle solución al mismo, como me ha 
ocurrido particularmente con el caso del barrio Santa Cecilia, donde 
si bien se estableció claramente el sector de mayor riesgo de este 
asentamiento humano, también se identificó un sector comprendido 
por una manzana completa de terrenos más firmes, con pocas 
unidades residenciales, que permiten llevar a cabo el desarrollo 
de un programa de reasentamiento planificado  tomando como 
parámetros para su implementación los utilizados en Argentina para 
el reasentamiento de las poblaciones que se encontraban sobre las 
riberas del río de la Plata, que a lo largo de varios años fueron objeto 
de múltiples inundaciones.
Este modelo de reasentamiento vale la pena promoverlo apoyados 
en la autoconstrucción asistida, donde se involucre la participación 
de la población afectada, se les capacite en el oficio de construcción 
para reducir costos, se fortalezcan las capacidades de la comunidad, 
se promover la solidaridad comunitaria y el espíritu cooperativo, 
desechando políticas de asistencialismo estatal, empoderando en 
su lugar la capacidad de organización y participación de las familias 
en el proceso de construcción de sus viviendas, constituyéndolos en 
sujetos activos en la transformación de su propia realidad.
Este proyecto será todo un desafío para las autoridades distritales, 
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un reto para los nuevos profesionales del habitad y la construcción, 
y una interesante experiencia para sus lectores, un por eso quiero 
invitarlos a compartir este trabajo investigativo, cuyo contenido, más 
que plantear un problema y encontrarle la solución más adecuada, 
permitirá dar rienda suelta a su creatividad para buscar nuevos 
mecanismo de reasentamiento que verdaderamente responda a las 
necesidades propias de la comunidad afectada.
Arévalo Tirado J. (2016). VIVIENDAS BARRIO SANTA CECILIA 
NORTE, BOGOTÁ, COLOMBIA [FOTOGRAFÍA 3]. Recuperado 
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El presente trabajo se enmarcó en la 
metodología de producción Intelectual, 
por cuanto se desarrolla en un contexto 
investigativo, en el que se identifican 
diferentes actores, sus problemáticas y 
necesidades en el desarrollo de procesos de 
reasentamiento poblacional en estado de 
vulnerabilidad por riesgo no mitigable, que se 
manifiesta en diferentes entornos y presenta 
características similares, sin embargo, 
permiten ver las estrategias o lineamientos 
tenidos en cuenta para el reasentamiento, lo 
que faculta la evaluación de dichos procesos, 
para implementar tácticas favorables tenidas 
en cuenta en otros proyectos, con el fin 
de obtener generalidades del desarrollo y 
aplicarlos dentro de las fases de todo proceso 
de reasentamiento, teniendo en cuenta las 
necesidades específicas y la caracterización 
poblacional de las personas que se pretenden 
trasladar, a fin de garantizar una respuesta 
de gestión mediante vivienda permanente 
a personas que se localizan en franjas de 
riesgo no mitigable, de manera voluntaria y 
constructiva en su carácter no solo físico, sino 
social y espacial. 
1. METODOLOGÍA
1.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN
Arévalo Tirado J. (2016). VISTA BARRIO SANTA CECILIA 
NORTE, BOGOTÁ, COLOMBIA [FOTOGRAFÍA 6]. Recuperado 
de Nikon D3100 )
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En general, el proceso de investigación se desarrolló en las siguientes 
fases: 
• Acercamiento al tema. 
• Evaluación de estudios de caso.
• Determinación de lineamientos para la proyección de 
reasentamientos.
• Formulación de lineamientos para el desarrollo de un proceso 
de reasentamiento en el Barrio Santa Cecilia de la Ciudad de Bogotá.
• Conclusiones. 
Arévalo Tirado J. (2016). ESTADO ACTUAL DE LAS VIVIEN-
DAS DE SANTA CECILIA NORTE, BOGOTÁ, COLOMBIA 
[FOTOGRAFÍA 7]. Recuperado de Nikon D3100 )
1.2. RECOLECCIÓN DE LA INFORMACIÓN
En la primera fase se realizó una búsqueda bibliográfica, para 
obtener un  acercamiento conceptual en el área de estudio, así 
como la  generación de la propuesta a investigar. Se identificaron, 
revisaron e indagaron fuentes de información pertinentes al tema, 
tanto impreso como electrónico. 
Se hizo necesario seleccionar y definir, algunos conceptos que 
orientaran la indagación y revisión bibliográfica, estos fueron: 
Reasentamiento, Vulnerabilidad, Barrios de Origen Informal y 
Hábitat.
El orden establecido para la revisión bibliográfica fue el siguiente: 
- Primero: búsqueda en el catálogo en línea de la Biblioteca de la 
Universidad de La Salle; así como en las bases de datos: REDALYC - 
Red de Revistas Científicas de América Latina y el Caribe,  hemeroteca 
científica en línea de libre acceso; DIALNET: portal de difusión de 
la producción científica hispana, de acceso libre y constituye una 
hemeroteca virtual que contiene los índices de las revistas científicas 
y humanísticas de España, Portugal y Latinoamérica, incluyendo 
también libros (monografías), tesis doctorales, homenajes y otros 
tipos de documentos; y SCIELO que ofrece publicaciones de artículos 
que cubren todas las áreas del conocimiento. 
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Em ut oditium dis ellate voluptate re et et as nonsectatia que 
nissimusdae explace atusaped quam net pori illacea diciuscia 
voluptae molorion culpa nonsecestium rem am quodi ut dolup-
tas ea v
Arévalo Tirado J. (2016). VISTA BARRIO SANTA CECILIA NORTE, BOGOTÁ, COLOMBIA 
[FOTOGRAFÍA 8]. Recuperado de Nikon D3100 )
- Segundo: selección y recuperación de los documentos de interés. 
- Tercero: revisión y registro de los datos. 
En la segunda fase, correspondiente a la evaluación de estudios 
de caso, se seleccionaron diferentes países con problemáticas de 
vulnerabilidad poblacional  por riesgo no mitigable, para finalmente 
filtrar la información, conforme a los datos administrados por las 
fuentes, sean estos planos, cartografía, normativa, perfil poblacional, 
elección de personas favorecidas y el proceso de reasentamiento, 
con el fin de tener las bases necesarias para el planteamiento 
comparativo entre los diferentes casos de estudio.
Para la tercera fase, se realizó una evaluación de los estudios de 
caso, con el fin de extraer las estrategias, lineamientos y procesos 
favorables, tanto para la comunidad como para el gobierno, dentro 
de los proyectos de reasentamiento desarrollados en los diferentes 
países, para generar un listado de procesos pertinentes desde el 
planteamiento, pasando por la ejecución, hasta el traslado final 
de la población, procesos que logran ser enmarcados dentro de 
generalidades aplicables a todo proceso de gestión en respuesta 
permanente de vivienda otorgado por planes de reasentamiento.
En la cuarta fase, se realiza un inventario del barrio Santa Cecilia, con 
el objetivo de identificar las franjas de riesgo no mitigables, hacer 
cuantificación de la población que se encuentra localizada en dicha 
zona, realizar una evaluación de carácter social frente a las dinámicas 
comunitarias, y plantear un conjunto de lineamientos para el 
desarrollo de un proceso de reasentamiento, acorde a la implantación 
del barrio, sus características y necesidades propias de la población, 
donde juntos se sumen a los extraídos de la evaluación de casos 
de estudio y se genere un plan completo para un reasentamiento 
urbano integral y voluntario dentro del barrio.
1.3. SISTEMATIZACIÓN Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN
La información recolectada, al ser evaluada, debe relacionarse, 
haciendo uso de datos relevantes, permitiendo una reducción 
necesaria de referencias no vitales para el desarrollo de la 
investigación, es decir “la simplificación, el resumen, la selección 
de la información para hacerla abarcable y manejable” (Rodríguez, 
1999, p.205). 
Por tanto, luego de abordar todo tipo de fuentes e información, así 
como de simplificar datos, se sistematizaran las referencias teniendo 
una cobertura puntual de las problemáticas estudiadas, sus causas y 
fuentes, y del mismo modo generar un proceso analítico y evaluativo 





Reasentamiento urbano integral como instrumento de gestión, para 
la atención de población urbana en estado de vulnerabilidad físico-
espacial, donde se  garantice el respeto por las dinámicas urbanas y 
la integración comunitaria y social.
2.2. OBJETO
Reasentamiento urbano integral como instrumento de gestión, para 
la atención de población urbana en estado de vulnerabilidad físico-
espacial, donde se  garantice el respeto por las dinámicas urbanas 
y la integración comunitaria y social, en barrios de origen informal 
sobre los Cerros Orientales, caso de estudio barrio Santa Cecilia en la 
ciudad de Bogotá. 
2.3. PROBLEMA
El reasentamiento es una de las herramientas más importantes 
para dar solución de vivienda permanente a la población que se 
encuentra en estado de vulnerabilidad, sea por desastre natural 
o riesgo no mitigable, sin embargo, el reasentamiento en áreas 
urbanas se ha convertido para las autoridades locales en un recurso 
en el que la prioridad no es la población, sus características y cultura, 
sino el factor económico, donde el proyecto se preste para obtener 
ganancias.
2.3.1. Descripción del problema
Al involucrar intereses particulares y un beneficio económico, las 
administraciones locales han dejado de lado el estudio particular 
de cada caso de atención poblacional, por lo que han recurrido a 
la imitación de procesos de reasentamiento desarrollados en otros 
lugares, medida que no solo ha olvidado las necesidades propias de 
la comunidad afectada, sino que la implanta de manera impositiva 
en un contexto que generalmente no respeta ni el entorno físico, las 
necesidades poblacionales, ni el contexto en el que se implanta. 
Como consecuencia, las poblaciones no sólo se sienten vulneradas 
por un riesgo ya existente, sino también sus necesidades, dinámicas 
sociales y arraigo con el territorio, puesto que al convertir el proceso 
en un método impositivo con un único objetivo de mudar una 
población de un lugar a otro, se ignora el respeto por la integración 
y cohesión social.
Actualmente, un gran número de comunidades clasificadas 
como poblaciones vulnerables por riesgo físico no aceptan el 
reasentamiento como una solución, debido a que en el imaginario 
colectivo, se  invierten en el cumplimiento físico a un determinado 
número de afectados y no por el respeto a su arraigo y relación con 
el territorio, así como a las dinámicas sociales que se han construido 
en nexo a este.
Dentro de las principales poblaciones objeto de reasentamiento se 
encuentran las comunidades que habitan en los barrios de origen 
informal, que desde su conformación carecen de planeamiento, 
construcción técnica y estructura,  localizándose en la periferia de 
las ciudades, lugares que no cumplen con características peritales 
para la seguridad de las personas, ni con la cobertura de servicios 




El desarrollo de un proyecto de reasentamiento, entendiéndose 
este como el proceso de construcción de la urbanización donde se 
reasentarán las personas, se ha convertido en una cuestión numérica 
precisa, donde se proyecta y construyen viviendas para que allí se 
asienten y vivan las personas, mas no para que dichas instalaciones 
cumplan con todo un protocolo de integración, respeto y vida en 
comunidad.
El proceso a la adopción de un reasentamiento urbano integral, debe 
basarse en el análisis puntual de un espacio, sus flujos, integración, 
actividad, dinámica y tensiones, donde se determinen las realidades 
propias de las personas y se realice una caracterización poblacional, 
para que estas sean pautas de diseño, en las que se enfoque 
el proyecto garantizando el respeto por las dinámicas sociales, 
culturales e interacción con el entorno y el territorio.
La puesta en práctica del reasentamiento en Colombia va dirigido 
en gran medida a la población en estado de vulnerabilidad física, 
donde gran parte de ella se localiza en los barrios de origen 
informal ubicados en las periferias de las ciudades, en los que las 
necesidades de la población son específicas, por dicho motivo 
el plan de reasentamiento urbano integral, debe ir dirigido con 
especial cuidado a cada una de estas poblaciones, haciendo un 
debido estudio y desglose real físico- espacial y socio-cultural, en 
el que se priorice la calidad humana y sus relaciones tanto sociales, 
como territoriales.
Por tal motivo, el presente trabajo, busca realizar un proceso de 
investigación en la adopción de los modelos de reasentamiento 
en distintas ciudades del mundo, donde se evalúen los aciertos y 
desaciertos, para extraer un conjunto de tratamientos verídicos 
aptos y aplicables al momento de plantear propuestas y proyectos 
de reasentamiento favorables para las comunidades.
Los principales aportes brindados en la ejecución de un 
reasentamiento urbano integral, se fundamenta en reevaluar las 
acciones previas a la toma de decisiones y ejecución como tal de los 
reasentamientos ya efectuados, para que con ello se desarrolle un 
proceso conjunto y amable con la población, su cultura y dinámicas, 
a fin de proceder en reasentamientos futuros de manera paralela 
con la comunidad, de tal modo que se caracterice y prioricen sus 
necesidades específicas poblacionales y se pueda dar solución de 
manera más objetiva y real.
FIGURA N° 1. Proceso de Reasenta-
miento. (2016) Elaboración propia
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¿Cuáles deben ser los procesos para la formulación de un proyecto 
de reasentamiento de población urbana en estado de vulnerabilidad 
físico-espacial, que mantenga las dinámicas sociales-comunitarias, y 
garantice el respeto por la integración y cohesión social, así como la 
relación y actividad colectiva?   
4. HIPÓTESIS
4.1. PREGUNTA
El proceso de reasentamiento de una población urbana, debe ser 
proyectado de manera integral en conjunto con la comunidad 
objeto, es decir, integrar a la comunidad en la toma de decisiones, 
así como del estudio mismo del territorio, sus tejidos, sistemas, 
tensiones y relaciones. Para ello es indispensable que se priorice el 
factor humano dentro del espacio, su interacción y articulación con 
este, y de este modo lograr entrelazar la realidad territorial, con la 
realidad del habitar de las personas, generando una filial concreta 
y puntual que dibuje por si misma el proyecto de reasentamiento, 
partiendo de lo físico-espacial e integrándolo con lo socio-cultural.
Desde el aspecto físico-espacial, se debe realizar un estudio de las 
condiciones en las que se encuentran los equipamientos y espacios 
complementarios a la relación y articulación espacial, tanto con el 
territorio, como con la ciudad, permitiendo de este modo conocer la 
actividad y vínculo entre los espacios y los pobladores, dados por la 
calidad y estado físico de los mismos, de igual forma la posición en 
las que se encuentran las personas en sus viviendas y su conexión 
con el entorno.
4.2. HIPÓTESIS
Analizando la actividad socio-cultural, es preciso comprender el papel 
de los pobladores dentro de los barrios, su relación con el entorno 
y el territorio, así como el reconocimiento del perfil poblacional y 
su caracterización, basados en el tejido humano y su esfuerzo por 
una estabilidad familiar y de vecindad enfocando la mirada hacia 
las dinámicas sociales establecidas por la comunidad dentro de la 
construcción colectiva.
Con la obtención de la información arrojada por el análisis físico-
espacial y socio-cultural, el proyecto debe llevar desde sus inicios 
un propósito comunitario, en el que este no sea impuesto como 
una solución rápida dentro de un plan de gestión, sino que priorice 
a la población y sus necesidades, mediante socializaciones, en las 
que la formulación y ejecución puedan dar criterios de valor que 
lleven a direccionar correctamente el proyecto, dando respuesta a la 
comunidad frente al proceso.
Para el cumplimiento de la consolidación de reasentamientos, 
es indispensable no perder de vista el objeto destino, es decir, la 
comunidad a la cual se desea reasentar, así como tampoco los 
mecanismos de reinterpretación espacial, dados por el respeto 
humano y sus dinámicas; por tanto, el acompañamiento social 
dentro del proceso y el compromiso desde la parte proyectiva, 
dará a la comunidad las garantías necesarias para que la población 
no solo acoja el proyecto, sino que mediante cada socialización 
retroalimente el proceso y de este modo se garantice el respeto 
por la integración y cohesión social, así como la relación y actividad 
colectiva. Dado desde el espacio, su concepción y su significado.
Dentro de la reinterpretación del espacio, el vínculo y respeto 
social, se genera una lectura homogénea frente a la concepción del 
territorio, permitiendo utilizarla como herramienta imprescindible 
durante el desarrollo de la consolidación del reasentamiento, puesto 
que respeta el significado del territorio para los pobladores y cómo 
este determina la caracterización humana.
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Las socializaciones permitirán no solo la evaluación del proyecto 
frente a la concepción de la población, sino identificar el sentido 
y significado que le dan las personas al territorio, la ciudad y sus 
viviendas; también serán rescatables todos aquellos atributos 







































Formular un conjunto de procesos para desarrollar un proyecto 
de reasentamiento urbano integral poblacional en estado de 
vulnerabilidad físico-espacial que garantice el respeto por la 
integración y cohesión social, así como la relación y actividad 
colectiva, para ser aplicadas en el barrio Santa Cecilia de la ciudad 
de Bogotá




Evaluar proyectos de estudio de caso a partir 
de su análisis para reconocer los ámbitos y 
procesos favorables tenidos en cuenta para la 
proyección de reasentamientos urbanos.
Determinar lineamientos para proyectar 
reasentamientos urbanos integrales a partir 
de la evaluación de proyectos de estudio de 
caso.
Formular un proyecto de reasentamiento 
urbano integral para la atención de población 
urbana en estado de vulnerabilidad físico-
espacial, basada en los lineamientos 
determinados por la evaluación de proyectos 
de estudio de caso.
FIGURA N° 4. Casos de Estudio. (2016) 
Elaboración propia
FIGURA N° 5. Lineamientos (2016) 
Elaboración propia
FIGURA N° 6. Aplicación de Lineamientos (2016) 
Elaboración propia
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Los asentamientos de origen informal datan, en el caso colombiano, 
de finales del siglo XIX, pero cobran mayor relevancia tanto en 
cantidad como en variedad después de mediados del siglo pasado 
cuando se dinamizó el proceso de urbanización de las ciudades 
colombianas. Para comienzos de este siglo la proporción que 
representan los territorios urbanos configurados informalmente es 
del 24% de lo construido en sus ciudades, lo cual asciende -según 
los datos oficiales- a más de 30.145 hectáreas en todo el territorio 
nacional [1]. (Torres Tovar, C 2009).
El acelerado crecimiento de la informalidad urbana se explica, en gran 
medida, por la cesión continua de responsabilidades del gobierno 
a la población de bajos recursos, el olvido de las problemáticas 
sociales a las que se encuentran expuestas poblaciones enteras, baja 
producción de vivienda social e inaccesibilidad de financiamiento 
para la obtención de una de ellas, trayendo como consecuencia 
el desplazamiento forzado de las personas a grandes poblados, 
localizándose en territorios de poco control gubernamental o 
abandonados; obligándolos a verse sometidos a sin número de 
contingencias así como a autoproducir sus viviendas y el hábitat en 
condiciones indignas y sin garantía de la calidad de vida requeridas. 
Es decir, que el hábitat autoproducido que alimenta la ciudad informal 
se ha convertido en una alternativa frente a la falta de repuesta de los 
6. MARCO REFERENCIAL
6.1. MARCO TEÓRICO
6.1.1.  Barrios de Origen Informal
6.1.1.1. Ciudad informal Colombiana. Barrios construidos 
por la gente
gobiernos nacionales y locales ante a los déficits urbanos en materia 
de hábitat y vivienda [2]. (Torres Tovar, C 2009). Cabe aclarar, que no 
es este el tipo de respuesta que busca la población, porque somete 
a las personas a vivir en un medio no solo desconocido, sino agreste 
socialmente, por cuanto recoge sin número de problemáticas 
de personas de distintos orígenes y culturas. Sin embargo, lo que 
altera todo el entorno y el hábitat, está dado principalmente por la 
vivienda autoconstruida a manera de solución ante el problema del 
déficit de vivienda,    sin que garantice calidad de vida, dignidad del 
ser humano o un hábitat sostenible.
6.1.1.2. Regularización de asentamientos informales en 
América Latina.
Las viviendas de asentamientos informales por lo general no 
tienen títulos legales de adquisición, pueden mostrar patrones de 
desarrollo irregular, carecen de servicios públicos esenciales como 
alcantarillado, pueden estar construidas en suelos ecológicamente 
vulnerables, ya sean públicos o privados; los asentamientos 
informales se van formando progresivamente a lo largo de varios 
años, y algunos existen desde hace varias décadas [3]. (Maldonado 
Copello, M. 2007). 
La informalidad es atribuible a distintas causas, sean estas por bajos 
ingresos económicos, poco planeamiento urbano, desplazamiento 
forzado, falta de planes de financiamiento para adquisición de 
vivienda propia y/o políticas del sistema poco realistas frente a las 
problemáticas sociales. Los asentamientos informales presentan 
un cobro elevado para sus pobladores, tales como la poca o nula 
cobertura de servicios públicos, el abandono por parte del gobierno 
y de los demás pobladores de la ciudad, riesgos ambientales, de 
salud, así como la omisión de protección de los derechos humanos. 
Los asentamientos informales normalmente son establecidos por 
emprendedores ilegales o nuevos residentes que ocupan suelos 
públicos, comunales o privados. En la mayoría de los casos, los 
emprendedores o residentes demarcan lotes y comienzan a construir 
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viviendas rudimentarias. Inicialmente, los servicios públicos como 
acueducto, alcantarillado, alumbrado público, vías de acceso son 
inexistentes; con el paso del tiempo, las edificaciones se expanden, 
los materiales provisionales se reemplazan con otros más duraderos, 
y los servicios públicos comienzan a aparecer. Con frecuencia, 
el suministro de servicios públicos estimula la construcción [4]. 
(Maldonado Copello, M. 2007). 
El hecho que se evidencie la presencia de asentamientos informales, 
no refiere a que las personas que allí viven no tengan derecho a ser 
respetados bajo su hilo de integralidad como personas o que no 
tengan derechos, por el contrario, tienen los mismo derechos como 
nosotros, solo que están siendo vulnerados y para ello se debe 
gestionar planes de respuesta reales y permanentes. En algunos casos 
quizá no tengan derechos sobre el suelo o a quedarse en los suelos 
que ocupan, pero casi siempre tienen otros derechos resultantes de 
su ocupación. Estos derechos deben ser reconocidos y protegidos 
por  dirigentes políticos, jueces y autoridades administrativas, en 
especial el de recompensar a los residentes equitativamente por sus 
edificaciones propias e instalaciones comunes en caso de desalojo 
[5]. (Maldonado Copello, M. 2007). 
La compleja situación de los pobladores que se encuentran en 
barrios de origen informal, también está dada en gran parte por la 
falta de rigurosidad de la ley y de todo el sistema que han permitido 
pacientemente la violación al suelo, la invasión  de propiedad 
privada y pública, y la alteración a entornos naturales; todo esto, 
consecuencia del olvido de los entes gubernamentales de las 
personas afectadas por la violencia o desastres naturales, que  no 
han sido atendidas en forma adecuada y se ven obligadas a buscar 
respuesta en otros territorios.
En suma, la combinación de criterios técnicos no realistas, de 
obligaciones financieras, de exigencia de garantías inflexible, de 
prolongados procedimientos para la obtención de licencias, de 
reglas contractuales formalistas, de prácticas de registro obsoletas 
y de mecanismos ineficientes para la resolución de conflictos, ha 
producido un contexto legal altamente prohibitivo que contribuye al 
desarrollo inmobiliario informal. Los pobres carecen de los recursos 
legales, financieros y de otro tipo, necesarios para defenderse por 
sí mismo y preservar su derecho de tenencia del suelo, amén del 
impacto de una legalidad excluyente por parte de otros grupos 
sociales [6]. (Maldonado Copello, M. 2007).
6.1.1.3. La formación de asentamientos informales: Un 
proceso gestado por diferentes actores sociales.
Desde su aparición, los asentamientos informales se han hecho 
sentir en el desarrollo de las ciudades latinoamericanas, formando 
densas y extensas franjas claramente diferenciadas del resto de la 
ciudad que han ido ocupando paulatinamente, dando lugar a la 
formación de un hábitat segregado físico y socialmente, marcado 
por la pobreza de sus habitantes y la inseguridad de su entorno [7]. 
(García de Hernández, N. Revista Electrónica de Geografía y Ciencias 
Sociales [Revista electrónica]. Obtenido de: http://www.ub.edu/
geocrit/sn/sn-218-50.htm)
La ocupación o invasión de tierras ha sido el hilo conductor en el 
establecimiento de asentamientos informales. Ha pasado a ser un 
sistema alternativo al que acuden las familias sin techo, de manera 
repetitiva, para poder acceder a una vivienda. Al respecto, Bolívar 
et al., (1997: 5) afirma que en Venezuela “La ocupación de terrenos 
ajenos ha sido la única forma de resolver la falta de hogar urbano 
para millares de familias…” [8]. (García de Hernández, N. Revista 
Electrónica de Geografía y Ciencias Sociales [Revista electrónica]. 
Obtenido de: http://www.ub.edu/geocrit/sn/sn-218-50.htm)
Las familias de escasos recursos, necesitadas de vivienda, para hacerse 
a una tierra donde poder asentarse y erigir en ella una edificación 
que funja como morada, hace que por lo general invadan terrenos 
(García, Norma, 2006), proceder para el que se organizan y planifican 
desde cómo obtener la tierra hasta como hacer la vivienda.
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 Al invadirse un terreno, el ritmo de instalación del asentamiento 
es acelerado. De la  astucia y apresuramiento con que se actúe 
dependerá, en parte, el éxito de la acción emprendida. El hecho de 
tomar una tierra propiedad de otro debe llevarse a cabo en el menor 
tiempo posible, es decir, que en escasas horas se debe consumar 
, además, se trata de un acontecer cargado de improvisación 
habida cuenta que el asentamiento surge infringiendo patrones 
convencionales, fuera de los ordenamientos legales establecidos. [9]. 
(García de Hernández, N. Revista Electrónica de Geografía y Ciencias 
Sociales [Revista electrónica]. Obtenido de: http://www.ub.edu/
geocrit/sn/sn-218-50.htm). Así, el asentamiento desde sus inicios 
adquiere carácter ilegal, irregular, clandestino o no controlado.
En la ocupación del suelo se emplea cualquier elemento que sirva 
para definir el estar ahí, el tener presencia. La simulación de viviendas 
—paroi, ranchos, barracos—  dispuestas por doquier tienen esta 
trascendental misión aparentar un asentamiento formal [10]. (García 
de Hernández, N. Revista Electrónica de Geografía y Ciencias Sociales 
[Revista electrónica]. Obtenido de: http://www.ub.edu/geocrit/sn/
sn-218-50.htm). Los ranchos surgen sin responder a ningún orden 
establecido, no importa dónde ni cómo. Con la aparición de la figura 
de viviendas comienza el asentamiento informal, para los invasores 
el lugar se ha ganado.
Para llevar adelante la acción de ocupación del terreno, las familias 
necesitadas de vivienda se organizan, emplean variadas estrategias 
o se valen de distintos mecanismos para lograr su objetivo. 
Agruparse constituye una modalidad de actuar de los grupos 
urbanos vulnerables y que con frecuencia ponen en práctica ante 
la adversidad, para tratar de aliviar sus penurias y conquistar un 
mejor modo de vivir. En grupo actúan y ejecutan diferentes acciones 
que resultan más contundentes. Ello significa realizar entre otras 
actividades, una serie de contactos directos, porque deben “Hablar 
uno, con uno, con el otro, uno por uno, mira esto, vamos a hacer esto 
(…), planificar…” (Wiesenfeld, 2000:196).
Ante la ocupación del terreno, los actores públicos asumen posiciones 
contradictorias. En primera instancia reprimen el hecho: la invasión. 
Luego de negociaciones iniciadas por los invasores, toleran la 
situación y, por último, admiten la toma de la tierra e intervienen en 
diversos encuentros.
Al permitir la ocupación del suelo y participar en diferentes 
confrontaciones, los actores públicos se convierten en actores 
participantes, facilitan bajo situaciones irregulares la formación del 
asentamiento una vez iniciado el proceso de invasión. Otras veces, el 
Estado o el sistema político, generalmente, con la finalidad de ganar 
adeptos, organizan o inducen a grupos a invadir terrenos.  Por ello, 
Clichesvsky (2003) señala que el Estado además de admitir y tolerar, 
también ha propiciado ocupaciones de tierras.
Debido a diversos factores, muchas personas tienen que habitar 
terrenos que presentan un alto grado de riesgo, ya sea por fuerzas 
naturales o tecnológicas. Frente a estos procesos y condiciones de 
vulnerabilidad una de las respuestas más frecuentes hoy en día es el 
reasentamiento de poblaciones que viven en zonas de alto riesgo a 
los desastres naturales, socio-naturales y tecnológicos [11]. (Dettner, 
J. Experiencias de reasentamiento involuntario: El caso de la Presa 
Hidroeléctrica de Zimapán [Biblioteca virtual]. Obtenido de: http://
actacientifica.servicioit.cl/biblioteca/gt/GT8/GT8_DettmerJ.pdf )
Por tal razón, teóricos de los procesos de reasentamiento como 
Scudder y Colson proponen un modelo de reasentamiento de 
poblaciones en cuatro etapas a saber:
Primera etapa: Reclutamiento.-Se refiere a la selección de los 
individuos y/o comunidades relocalizables.
Segunda Etapa: Transición.- Esta etapa se inicia con el desalojo 
6.1.2.  Reasentamiento Urbano
6.1.2.1. El modelo de reasentamiento de Scudder y Colson
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o evacuación de las personas y sus pertenencias, y termina con la 
adaptación exitosa al nuevo ambiente. La adaptación se manifiesta 
a través del restablecimiento de los sistemas de producción 
económicos y sociales. Generalmente, el periodo de transición es el 
más estresante y existen evidencias de que los índices de morbilidad 
y mortalidad aumentan durante esta fase. También se ha observado 
que las respuestas socioculturales de los afectados durante la fase 
de transición tienden a ser conservadoras. La transición puede durar 
aproximadamente dos años, aunque cabe la posibilidad de que se 
extienda por una década o más si el proyecto de reasentamiento es 
inadecuadamente diseñado e instrumentado.
Tercera Etapa: Desarrollo potencial.- Una vez que las personas han 
consolidado suficientemente sus sistemas de producción, entran en 
una fase de desarrollo potencial, la cual puede dar lugar a una mayor 
experimentación, participación e innovación en sus actividades. En 
esta situación, las personas se sienten más seguras de sí mismas y 
con más confianza para tomar nuevos riesgos o desarrollar iniciativas 
más creativas y novedosas, o nuevas formas de expresión.
Última Etapa: Incorporación.- En el modelo de Scudder y Colson, 
la incorporación es la fase final del proceso de reasentamiento. En 
ella, la comunidad ha restablecido y/o normalizado sus relaciones 
con otras comunidades, con el gobierno o con el mundo exterior. 
En este contexto, los patrones sociales, culturales y las instituciones 
configuradas o recreadas por los reubicados adquirieren suficiente 
integración en la comunidad como para ser transmitidos a las nuevas 


































6.1.2.2. Reasentar un hábitat vulnerable: teoría versus 
praxis
El Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, 
partícipes de gran número de financiaciones de proyectos de 
desalojo-desplazamiento, reasentamiento en países de su interese, 
condicionan su participación, exigiendo que los procesos no se 
limiten a los aspectos meramente físicos, sino que también abarquen 
dimensiones sociales, culturales y económicas, entre otras, en pro del 
desarrollo sostenido de la comunidad afectada a través del tiempo 
[12]. (Chardon, A. 2010).
Como puntos anexos a los parámetros ya establecidos por estos 
bancos,  algunos otros autores con intereses más orientados hacia 
la reflexión, se han manifestado frente al reasentamiento desde 
la seguridad hasta una visión compleja y multidimensional del 
concepto.
Es así como Duque Botero, considera el proceso de reasentar como 
la herramienta más efectiva para reducir el riesgo o amenaza al 
cual se enfrentan las personas vulnerables ante eventos naturales 
o problemas que afrontan las comunidades que ya han sido 
damnificadas; siendo esta una de las posiciones sin mayor descripción 
ni especificación del procedimiento, que se le puede adjudicar a 
cualquier autoridad local, que es quien define las problemáticas y 
plantea soluciones, sin detenerse en el proceso para lograr responder 
a este tipo de contingencias [13]. (Chardon, A. 2010).
También se encuentran algunos otros enfoques que contemplan el 
factor humano en los proyectos de traslado, en los que se recalcan los 
cambios que se pueden generar, justificado no solo en la protección 
de la vida, sino también en la calidad de vida, es decir, que la solución 
no se limita  simplemente a adjudicar una casa. Frente a esta posición, 
Robles Joya se fundamenta en los aspectos humanos diciendo: “Es 
preciso señalar que los procesos de reasentamiento no sólo se deben 
limitar a mitigar las condiciones físicas de los asentamientos, sino 
que deben también asumir de forma integral el mejoramiento de 
las condiciones de vida de la población y asegurar su inclusión en la 
ciudad. (...) El reasentamiento es también la recuperación del sentido 
comunitario, el valor humano, las formas culturales de producción y, 
sobre todo, de la esperanza de vida” [14].  (Chardon, A. 2010).
Con el pasar del tiempo, estas manifestaciones, han permitido 
direccionar el discurso hacia una visión teórica, alejándose de la 
realidad de un proceso de reasentamiento. Así como hacer énfasis 
en un factor indispensable como lo es el hábitat, que tiene en 
cuenta Hurtado Isaza cuando escribe “[El reasentamiento es]...
una experiencia de vida que involucra la transformación de la 
cotidianidad, a partir de un traslado poblacional definitivo, fuera del 
entorno de permanencia original, cuyo propósito es el mejoramiento 
de la calidad de vida y, por ende, la construcción o consolidación 
de un hábitat digno” [15]. (Chardon, A. 2010). Por su parte Orozco 
Bermúdez y Guerrero Carvajal afirman que las condiciones de 
hábitat de origen y la obligación de llegar a un hábitat de destino con 
mejores características, debe ser construido con el acompañamiento 
de acciones concertadas con sus pobladores.
Se podrá afirmar entonces, que los procesos de reasentamiento 
deberán estar encaminados a la reinterpretación del hábitat por 
medio de un trabajo multisectorial, evitando que se pase de una 
marginalidad a otra, por mala gestión.
6.1.2.3. Reasentar…, más allá de cuatro muros
La vulnerabilidad corresponde a la probabilidad de que un sujeto o 
elemento, expuesto a una amenaza natural, tecnológica, antrópica 
o socio-natural, sufra daños, lesiones, que implique pérdidas 
humanas y materiales en el momento de la producción del siniestro, 
circunstancias que sin duda generan dificultad en la recuperación a 
corto, mediano o largo plazo [16]. (Chardon, A. Suarez, J. 2010). Esto 
implica que la vulnerabilidad se debe considerar tanto antes, como 
durante y después del evento.
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La problemática del reasentamiento ha sido abordada principalmente 
a partir del tema de la vivienda, y más particularmente de la vivienda 
social y de la vivienda digna. Aunque el concepto de reasentamiento 
no es tema de estudio cuando se debe analizar el problema de la 
vivienda social o de interés social, sí surge el de los procesos de 
reasentamiento (Fique, 2006; Sierra, 2006; Tarchopoulos y Ceballos, 
2005 y 2003).
Se puede afirmar que el reasentamiento de poblaciones urbanas 
vulnerables a amenazas naturales va desde una operación simple 
de traslado de población es decir, un reasentamiento espacial, 
hasta el planeamiento y creación de un nuevo territorio o hábitat 
real de vida. Desde el punto de vista conceptual, este último 
planteamiento es el más interesante, puesto que promueve una 
visión integral y sistémica de la situación [17]. (Chardon, A. Suarez, 
J. 2010). Efectivamente, el proceso de reasentamiento debe lograr 
unas condiciones de hábitat óptimas, ya que su fin es mejorar el 
entorno de vida, inicialmente en relación con el contexto físico-
natural, y después, en los campos social, económico, físico-espacial, 
etc., puesto que se trata de propiciar el desarrollo sostenible de una 
comunidad. Reasentar poblaciones comprende construir con ellas 
un nuevo espacio de vida para que lo sientan como “territorio de 
vida”, es decir, un espacio habitable, amigable, confortable, donde 
cada uno reconoce y siente el lugar como suyo, donde se lo puede 
apropiar y llegar a ser un actor reconocido. (reconocimiento de la 
6.1.2.4. Reasentamiento y hábitat en zonas urbanas, una 
reflexión en Manizales.
Desde el punto de vista conceptual, el reasentamiento de poblaciones 
urbanas vulnerables a amenazas naturales se puede contemplar 
como un simple ejercicio de traslado de población; es decir, un 
reasentamiento espacial, hasta la creación de un nuevo territorio o 
hábitat de vida. Esta última acepción es la más interesante, puesto 
que demuestra una visión integral y sistémica de la situación [18]. 
(Chardon, A. 2008). Efectivamente, el proceso de reasentamiento 
debe llevar a unas condiciones de hábitat óptimas, ya que su fin 
es mejorar las condiciones de vida, inicialmente en relación con 
condiciones físico-naturales, pero también desde el punto de vista 
social, económico y físico-espacial, entre otras.
De igual manera, no se pueden desvincular los conceptos de 
hábitat y habitabilidad, del sentido de habitar, el cual corresponde 
a las formas de cómo el ser humano como habitante, se apropia, 
transforma y acondiciona el espacio que ocupa. Por supuesto, el 
habitar no solamente depende de la manera cómo el habitante suele 
utilizar los espacios, sino también de los espacios mismos, es decir, 
si éstos están conformes a las formas de habitar de sus ocupantes; 
de ahí, las fuertes interrelaciones existente entre el habitante, su 
espacio y  territorio, que llevan a la existencia de variedad de hábitat 
conformados de múltiples maneras. 
Finalmente, es importante interpretar el concepto de vulnerabilidad, 
detonador del proceso de reasentamiento. La vulnerabilidad, como 
lo comenta Chardon (2002) corresponde a: 
La probabilidad –es factible a priori, pero no seguro– de que un sujeto 
o elemento expuesto a una amenaza natural, tecnológica, antrópica 
o socionatural, sufra daños y pérdidas humanas como materiales en 
el momento del impacto del fenómeno, teniendo además dificultad 
en recuperarse de ello, a corto, mediano o largo plazo. Lo que 
significa que la vulnerabilidad se considera antes, durante y después 
del evento. Esto implica que la vulnerabilidad también expresa 
la ineptitud en anticipar, la inflexibilidad del elemento expuesto, 
su incapacidad en resistir o absorber el impacto –resistencia– y 
adaptarse a los cambios de toda índole que éste genera a fin de 
recuperarse y restablecer sus medios de vida-resiliencia.
El enfoque propuesto permite inferir que, en los procesos de 
reasentamiento el concepto de vulnerabilidad no se debe contemplar 
solamente como punto de partida, sino también como una situación 
posible a la cual se puede llegar o volver a llegar si el proceso de 
reasentamiento no se piensa ni desarrolla de manera adecuada [19]. 
(Chardon, A. 2008) 
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El proceso de urbanización en Colombia a lo largo del siglo XX es 
más evidente que para el caso de otros países latinoamericanos y del 
Caribe. En 1938, Colombia contaba con 8.701.81614 habitantes, de 
los cuales el 69,06% era rural. No se vislumbraba todavía un proceso 
de configuración urbana y menos aún la estructuración de una red de 
ciudades. El período con mayor dinamismo en cuanto al crecimiento 
urbano está entre los años 1951-1973 con tasas superiores al 4,38%, 
debidas en buena medida a los procesos de migración del campo 
a la ciudad, afectados como consecuencia de la expulsión violenta 
del campesinado en la denominada época de la violencia partidista; 
o por efectos de la búsqueda de mejores opciones de vida en las 
ciudades ante la ausencia de un proyecto agrario y de ocupación 
territorial en nuestro país [20]. (Torres Tovar, C 2009).
Gran cantidad de familias debido a sus precarios recursos o por 
ser migrantes a la ciudad, se ven compelidas a vivir en sitios de 
alquiler o inquilinatos mientras su situación económica mejora 
o finalmente se ven abocados a  construir precarias viviendas en 
asentamientos subnormales. Estas familias arrendatarias, son la 
materia prima, por cuanto integran la demanda potencial de las 
urbanizaciones informales y de los barrios ilegales, debido  a que 
están económicamente más a su alcance, en comparación con los 
lotes legales, formales, con titulación, o con la denominada vivienda 
de interés social, VIS [21]. (Torres Tovar, C 2009). Las urbanizaciones 
informales son extensiones de suelo urbano o suburbano localizado 
en zonas periféricas o centrales, dependiendo fundamentalmente de 
tres factores: topográficos, sociales y económicos. Las urbanizaciones 
informales ocupan los terrenos en condiciones topográficas menos 
favorables: las zonas áridas y erosionadas, las colinas irregulares 
y de difícil adecuación para construcción vertical, o las áreas 
6.2. ANTECEDENTES
6.2.1.  Barrios de Origen Informal
6.2.1.1. Ciudad informal Colombiana. Barrios construidos 
por la gente
comparativamente pobres y sensibles a inundaciones periódicas por 
debajo de las cotas de inundación de los cursos de agua. Son barrios 
ilegales porque surgen sin cumplir los requisitos estatales sobre la 
constitución de nuevas urbanizaciones.
Desde los años noventa aparecen claramente diferenciados dos 
tipos de asentamientos informales: los primeros, generados 
como procesos constructivos que se hacen alrededor de otros ya 
existentes, se ubican indistintamente de su localización en la ciudad, 
no necesariamente en la periferia; los segundos son completamente 
nuevos, generados por población desplazada por el conflicto 
armado en su gran mayoría, como el caso del barrio Nelson Mandela 
en la ciudad de Cartagena[22]. (Torres Tovar, C 2009). 
La autoprovisión de las conexiones de servicios públicos domiciliarios 
sigue siendo una constante en la aparición de los asentamientos. 
Desde los años noventa se encuentra que estos han aumentado 
en cobertura pero su calidad es aún deficiente, pues las empresas 
prestadoras de servicios públicos, preocupadas por eliminar las 
pérdidas económicas derivadas de las conexiones ilegales y por la 
recuperación de cartera, se ocupan de su legalización antes que de 
la calidad [23]. (Torres Tovar, C 2009). Así, los servicios se regularizan 
ahora a través de contadores comunitarios y del pago de tarifas fijas 
que eliminan las denominadas pérdidas negras. Con la privatización 
de las empresas aparece la prestación de los servicios hasta los 
puntos más lejanos de la ciudad, lo cual obedece a la racionalidad del 
mercantilismo, aspecto que favorece los procesos de urbanización 
informal y ayuda a mejorar la calidad de vida de la población que allí 
reside.
6.1.1.2. Historia barrio Santa Cecilia
A mediados de 1960, el señor Silvino Sánchez Moreno, reparte entre 
sus tres esposas y sus respectivas familias, su hacienda Santa Cecilia-
Tibabuyes de 72 hectáreas. Al cabo de poco más de 20 años de 
trámites de sucesión, la finca fue dividida en tres lotes. A la familia 
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Sánchez Vesga le tocó el lote número 1, a la familia Sánchez Lizarazo 
el número 2 y a la familia Sánchez Ríos el número 3. EL segundo lote 
(2), con una extensión de 24 hectáreas, fue heredado sin dividir a 
cinco hijos de don Silvino: Jaime, Jorge, Eduardo, Sonia y Odette 
Sánchez Lizarazo [24]. (Pinto, S. Historia de dos Barrios embargados. 
[Periódico digital]. Obtenido de: http://www.eltiempo.com/archivo/
documento/MAM-527627
Cuando uno de ellos, Jaime, murió, en 1986, sus otros cuatro 
hermanos decidieron vender el lote. El negocio que se concretó en 
diciembre de 1991, según las investigaciones de la Fiscalía, se hizo 
en forma fraudulenta porque eran necesarias las firmas de todos los 
propietarios, entre ellas la de Jaime Sánchez, quien a pesar de haber 
muerto cinco años antes, inexplicablemente apareció rubricando  la 
escritura de venta [25]. (Pinto, S. Historia de dos Barrios embargados. 
[Periódico digital]. Obtenido de: http://www.eltiempo.com/archivo/
documento/MAM-527627
El hombre que compró el terreno, José Rodrigo Peña Mateus, 
lo dividió y lo vendió por lotes a familias que hoy constituyen la 
población de los barrios que hoy se identifican como Lisboa y Santa 
Cecilia; este último objeto de estudio en esta investigación.
6.2.2.  Reasentamiento Urbano
6.2.2.1. El reasentamiento poblacional: fenómeno social, 
político y de progreso.
Algunas acciones del hombre o hechos de la naturaleza conllevan 
a consecuencias indeseadas en una población organizada y dentro 
de las más significativas desde el punto de vista de los derechos 
humanos se identifica la del reasentamiento poblacional.
Los desastres, tanto de origen natural como de origen antrópico, 
son un tema emergente en el mundo, en especial en América 
Latina y el Caribe. La ocurrencia de fenómenos físicos de gran poder 
potencialmente destructivo, como inundaciones, sequías, huracanes, 
erupciones volcánicas, ciclones, maremotos o tsunamis, terremotos, 
son eventos que producen cada vez mayores impactos en las 
condiciones de vida de las personas y en el desarrollo económico, 
social y ambiental de los países, dado que, ha aumentado la 
vulnerabilidad en las regiones donde tienen ocurrencia [26]. (Duque, 
J. 2006).
Una comunidad que a consecuencia de este tipo de fenómenos 
FIGURA N° 8. Antecedentes del barrio 
santa Cecilia(2016) Elaboración propia
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requiere ser reasentada, sufre a su vez nuevos impactos y 
consecuencias, que afectan su propio equilibrio y normal desarrollo, 
situación que compete al  Estado atender de manera diligente y 
contundente. Con el reasentamiento, la comunidad se enfrenta al 
establecimiento de nuevos tipos de relaciones sociales, formas de 
cooperación y situaciones de conflicto entre ellas que deben asumir 
y superar, proceso que de paso sea dicho les ayudará a ajustar su 
novedoso estilo de vida y de identidad.
En Colombia, y como consecuencia del alto impacto de los desastres 
naturales de Popayán, en 1983, y Armero, en 1985, mediante la Ley 46 
de 1988 se creó el Sistema Nacional para la Prevención y Atención de 
Desastres (SNPAD). Este sistema desarrolló un Plan Nacional para la 
Prevención y Atención de Desastres adoptado mediante el Decreto 
93 de 1998, que pretende incorporar el riesgo como eje transversal 
fundamental del desarrollo, con un carácter de inversión y no de 
gasto [27]. (Duque, J. 2006).
Este es el punto de partida para que Colombia sea pionera en 
Latinoamérica en el manejo y control de los desastres. La existencia 
de recursos propios para combatir la vulnerabilidad de determinados 
riesgos en zonas claramente identificadas, permite al gobierno estar 
un paso adelante. 
En materia de reasentamiento, los trabajos de investigación han 
concluido que  no sólo se originan por hechos naturales; sino 
antrópicos, ya sea por la ocurrencia de acciones violentas, por la 
construcción de un proyecto de infraestructura o por accidentes 
tecnológicos.
El reasentamiento poblacional originado por hechos violentos 
genera impactos sociales irremediables. El Estado busca compensar a 
los afectados por la ocurrencia del daño, mediante la reconstrucción 
física de la infraestructura y pago de indemnizaciones [28]. (Duque, 
J. 2006). La construcción de proyectos proporciona desarrollo y 
mejoramiento de la calidad de vida de una población y posee 
significativos requerimientos que a su vez generan impactos en la 
zona donde se localiza.
Sin importar la causa que origine el reasentamiento, el Estado debe 
garantizar los derechos de los ciudadanos, imponiendo nuevas 
cargas para lograr el equilibrio en la sociedad, crear un escenario 
de corresponsabilidad entre lo político, lo económico y lo social, 
orientado a la búsqueda de elevar su productividad y recuperación 
de la legitimidad, a través una nueva gestión  pública que trascienda 
lo estatal y enaltezca el tejido humano, esencia de cualquier sociedad.
Los desastres y sus consecuencias han tomado cada vez mayor 
importancia en la agenda de los países en desarrollo. Está 
suficientemente documentado que los desastres causan mayores 
impactos en los países latinoamericanos debido, entre otras causas, 
a la alta vulnerabilidad, especialmente económica e institucional, 
acumuladas en el tiempo.
Las consecuencias que conlleva el desastre han instado a los 
gobiernos a contemplar dentro de sus actividades el buscar la 
disminución del riesgo por desastres naturales. Lo anterior, por el 
Interés creciente de estudios provenientes de las ciencias sociales 
y de la economía durante las décadas de los ochenta y los noventa. 
Esto ha hecho que el tema de la gestión en materia de desastres se 
haya legitimado política, social y académicamente [29]. (Duque, J. 
2006).
En el caso de Colombia, se advierte que está localizada en una zona 
de alta complejidad geológica, lo que explica la frecuente ocurrencia 
de terremotos, erupciones volcánicas y tsunamis. Los sismos 
constituyen la principal amenaza natural para el país, por cuanto, 
cerca del 86% de la población está ubicada en zonas de nivel medio 
y alto de amenaza sísmica 5, y la vulnerabilidad de los asentamientos 
urbanos es destacada y con tendencia creciente [30]. (Duque, J. 
2006). Es importante resaltar la inclusión de recursos de inversión en 
este campo, y no esperar la ocurrencia de un desastre para utilizar 
recursos del gasto o imprevistos del presupuesto.
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Las condiciones climáticas, topográficas e hidrológicas el país lo 
hacen propenso al impacto de fenómenos de erosión, deslizamientos, 
avalanchas y a amenazas hidrometeorológicas, como crecientes 
torrenciales, desbordamientos, inundaciones, huracanes y 
tormentas. Es de destacar el fenómeno de El Niño, por su recurrencia 
y alteraciones climáticas asociadas que generan fuertes sequías 
e inundaciones. Así mismo, los impactos ambientales y sismos en 
Cúcuta (1875); antiguo Caldas (1979); Popayán (1983); Atrato Medio 
(1992); Tauramena, Pereira y Pasto (1995), y, el más reciente, el del Eje 
Cafetero (1999). La actividad de volcanes como el Galeras y el Ruiz. 
Aparte de lo anterior, maremotos o tsunamis afectaron a Tumaco en 
1906 y 1979, que lo hacen una de las zonas más críticas del país [31]. 
(Duque, J. 2006).
La vulnerabilidad se confirma con los daños resultantes de los 
terremotos en Popayán y en el Eje Cafetero, y el crecimiento de 
ésta obedece en gran parte al incremento de los asentamientos 
informales, que, entre otros, se agrava por el actual desplazamiento 
de población hacia las grandes ciudades. Tales asentamientos 
generan nuevos inconvenientes  [32]. (Duque, J. 2006). La falta 
de recursos de subsistencia, empleo y un lugar digno para vivir 
producen en la población descontento y falta de credibilidad en las 
actuaciones del Estado. De ahí que los asentamientos deban ser de 
carácter temporal, para lograr el reasentamiento de la población 
una vez la infraestructura esté terminada y en condiciones de uso. 
Si los asentamientos se convierten en una solución permanente y 
no transitoria, los conflictos entre la población y las autoridades se 
tornarán inmanejables, porque es de suma importancia mantener 
una continua y fluida información entre las autoridades y los líderes 
comunitarios, que tenga en cuenta la participación de todos los 
interesados y afectados.
6.2.2.2. Impactos del reasentamiento por vulnerabilidad 
en áreas de alto riesgo. Bogotá, 1991 -2005
La libertad de escoger un espacio para habitar la ciudad es un 
derecho muy relativo, una opción que no tienen las mayorías, una 
quimera tras la cual llegan soñadores, hombres y mujeres que huyen 
del hambre y de la violencia, o simplemente desposeídos, hijos e 
hijas históricas de las urbes, quienes, tras la lucha de generaciones, 
aún no encuentran un lugar para asentarse, vivir y crecer [33]. (Joya, 
S. 2009).
Bogotá no es la excepción. Aquí han llegado incesantemente, por 
más de 40 años, miles de familias que se han hecho a un terreno 
y echado raíces, no siempre en tierra firme, pues muchos de los 
asentamientos que conforman lo que se ha denominado “ciudad 
informal”, han sido construidos en lugares con alto riesgo para la 
población que llega y para el ambiente. 
Un alto porcentaje de los asentamientos de origen informal en Bogotá 
se encuentran ubicados en zonas periféricas no aptas para construir 
FIGURA N° 9. Reasentamiento por vulne-
rabilidad (2016) Elaboración propia
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por sus condiciones de alto riesgo. Esto ha puesto a las comunidades 
asentadas en dichas zonas en una situación de alta vulnerabilidad. 
A la inestabilidad de sus viviendas, el hacinamiento al que se ven 
enfrentadas, y las constantes enfermedades que adquieren niños 
y adultos, producto de las características de los lugares en que se 
ubican, se suman el deterioro del suelo y del entorno natural. Ante el 
riesgo inminente, el reasentamiento ha aparecido como una de las 
opciones ofrecidas institucionalmente para la protección ambiental.
Otra de las causas del reasentamiento está relacionada con los 
procesos de construcción de obras públicas e infraestructuras 
requeridas por la ciudad. Estos desarrollos urbanísticos implican 
cambios en los usos del suelo, los cuales en algunas ocasiones llevan 
a la movilización de comunidades de un lugar consolidado hacia 
asentamientos o territorios definidos institucionalmente como 
habitables en otras zonas de la ciudad.
El reasentamiento es un tema que conduce directamente al 
ordenamiento de la población en el territorio urbano y, por ende, 
a los derechos de todos los habitantes para desarrollar en cualquier 
zona de la ciudad los procesos y relaciones necesarias para el 
desenvolvimiento satisfactorio de una vida digna [34]. (Joya, S. 2009).
Es así como a partir de la dimensión física del reasentamiento 
debe ampliarse la mirada hacia los aspectos sociales, culturales, 
económicos y políticos, sintetizados en una serie de derechos 
significativos y constitutivos de cualquier tipo de comunidad, como 
los de primera, segunda y tercera generación.
En Bogotá estos procesos de reasentamiento inician en 1996, en 
la primera alcaldía de Antanas Mockus, en el barrio Quindío de la 
localidad de Ciudad Bolívar. La Alcaldía delegó en la DPAE la tarea 
de reasentar 1.000 familias ubicadas en una zona de alto de riesgo, 
pero al final de la gestión tan solo fueron reasentadas 400, de forma 
individual [35]. (Joya, S. 2009).
Tiempo después se gestionaron recursos de la banca extranjera 
como el Banco Interamericano de Desarrollo –BID–, el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento –BIRF–, el Kreditanstalt 
für Wiederaufbau –KFW– y el Banco Mundial –BM–, siendo esta 
última una de las primeras instituciones en formular la política de 
mitigación de los efectos adversos a los reasentamientos. Dicha 
política buscó involucrar a los afectados en la reconstrucción de redes 
sociales, económicas y culturales, a través de proyectos de desarrollo 
social (Ferranti, 2000: 9). El reasentamiento aparece, entonces, como 
alternativa a la creciente movilización de población en el país, que 
se asienta en áreas no aptas para construir por la escasez de suelo 
urbano. 
A partir del gobierno distrital de Enrique Peñalosa (1998-2001) 
se asignan funciones específicas frente al reasentamiento a la 
Dirección de Prevención y Atención de Emergencias –DPAE– y a 
la Caja de Vivienda Popular –CVP–, entidad que hasta 2003 realizó 
asesorías inmobiliarias y de adquisición de predios, y a partir 
de ese año desempeñó labores de gestión social [36].  (Joya, S. 
2009). Actualmente, la DPAE se encarga de identificar los hogares 
localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, para que la CVP, 
entidad encargada del reordenamiento y adecuación de los 
asentamientos de origen ilegal ubicados en la periferia (POT, 2000), 
oriente su atención en los procesos de reasentamiento que sea 
necesario desarrollar.
6.3. MARCO LEGAL
6.3.1.  Marco Normativo Internacional
 En los últimos tiempos la acción internacional se ha dirigido al respeto 
y la defensa de los derechos humanos, incluyendo en especial la 
protección de aquellos derechos que le corresponden a los sectores 
más vulnerables de la población por su condición de pobreza, los 
cuales son amenazados cuando se adelantan operaciones masivas 
y forzadas como el desplazamiento, la migración, y el desalojo, 
favorecidas por situaciones como la desigualdad estructural de las 
sociedades - que obligan a una gran cantidad de la población a luchar 
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diariamente por su supervivencia y sustento- [37]. (Naciones Unidas. 
[en línea]. Obtenido en: http://www.un.org/es/sections/un-charter/
chapter-i/index.html), al igual que por la persistente distinción entre 
los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales 
y culturales, que tiende a concederle una menor importancia a los 
segundos. 
La comunidad internacional considera que los fenómenos de 
desalojos forzados están directamente ligados a aquellas políticas 
de desarrollo altamente agresivas, insensibles y equivocadas, 
que ocultándose tras nombres como ´´progreso´´, ´´renovación 
urbana´´, ´´fortalecimiento de la infraestructura´´, atentan contra la 
supervivencia, la seguridad, la dignidad, la libertad y la identidad de 
las personas y de los grupos humanos, deterioran los derechos de 
acceso a los recursos sociales básicos, y aumentan la desigualdad, 
los conflictos sociales y afectan a los sectores de la población más 
débiles en lo político, ambiental, social y económico, razón por 
la cual ha prohibido el traslado involuntario que se refleja en el 
aumento de personas sin hogar y con menor calidad de vida, y le ha 
ordenado a los Estados que deben adoptar las medidas necesarias 
de protección plena contra los desalojos forzados, para que los 
que han sido privados de su hogar por causa del desarrollo, sean 
realojados en condiciones suficientes, adecuadas y coherentes con 
sus necesidades y deseos, tras la celebración de negociaciones 
satisfactorias para las personas afectadas [38]. Naciones Unidas. 
[en línea]. Obtenido en: http://www.un.org/es/sections/un-charter/
chapter-i/index.html).
El marco normativo internacional, al ser el reflejo del espíritu y de los 
ideales de las naciones, ha consagrado la voluntad de los pueblos 
expuesta en instrumentos como la Declaración de los Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, la cual dispone que: 
• Todo ser humano tendrá derecho a la protección contra 
reasentamientos arbitrarios que le alejen de su hogar o de su lugar 
de residencia habitual (Naciones Unidas. Principio 6). 
• Se encuentran prohibidos internacionalmente los reasentamientos 
arbitrarios en caso de proyectos de desarrollo en gran escala, que 
no estén justificados sobre un interés público superior o primordial 










































• Antes de decidir el desplazamiento de personas las autoridades 
competentes se asegurarán que se han explorado todas las 
alternativas viables para evitarlo. Cuando no quede ninguna 
alternativa, se tomarán todas las medidas necesarias para minimizar 
el desplazamiento y sus efectos adversos (Naciones Unidas Principio 
7). 
• Las autoridades responsables del desplazamiento se aseguran en 
la mayor medida posible de que se facilita alojamiento adecuado a 
las personas desplazadas en condiciones satisfactorias de seguridad, 
alimentación, salud e higiene y que no se separan a los miembros de 
la misma familia ( Naciones Unidas Principio 7). 
• Se buscará contar siempre con el consentimiento libre e informado 
de los desplazados (Naciones Unidas Principio 7). 
• Las autoridades competentes tratarán de involucrar a las personas 
afectadas en particular las mujeres en la planificación y gestión de su 
reasentamiento (Naciones Unidas Principio 7). 
• El desplazamiento no se llevará a cabo de tal manera que viole los 
derechos a la vida, dignidad, libertad y seguridad de los afectados 
(Naciones Unidas Principio 8). 
• Se deberán adoptar medidas adecuadas para facilitar a los 
futuros reasentados información completa sobre las razones 
y procedimientos de su desplazamiento y, en su caso, sobre la 
indemnización y reasentamiento (Naciones Unidas Principio 7).
 Igualmente, la Convención de San José de Costa Rica de la 
Organización de los Estados Americanos dispone: 
• Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 
subordinar el uso y goce al interés social. Ninguna persona puede ser 
privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización 
justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos 
y según las formas establecidas en la ley (Artículo 21).
Estas normas han sido incorporadas al derecho colombiano y en 
virtud del artículo 93 de la Constitución Nacional prevalecen en el 
orden interno al reconocer derechos humanos que no pueden ser 
limitados en los estados de excepción, y en virtud de dicha disposición 
se conforma el denominado ´´bloque de constitucionalidad´´ [39]. 
Naciones Unidas. [en línea]. Obtenido en: http://www.un.org/es/
sections/un-charter/chapter-i/index.html), lo que significa que 
los tratados y convenios internacionales que reconocen derechos 
humanos han sido normativamente integrados a la Constitución, 
por lo tanto, si una ley contradice lo dispuesto en cualquiera de 
las normas que integran el bloque de constitucionalidad la Corte 
Constitucional debe retirarlas del ordenamiento jurídico. 
La guía está dirigida a gobiernos que toman la decisión de adelantar 
programas preventivos de reasentamiento de población como 
una medida de reducción de riesgo de desastre, a las instituciones 
responsables de preparar y ejecutar estos programas, a los 
profesionales que trabajan en este campo, a las organizaciones de la 
sociedad civil que participan en estos procesos y a las comunidades 
en riesgo. (Correa, Elena. 2011)
La guía está divida en dos partes, la primera conformada por dos 
capítulos. En el primero de ellos, se muestra la ocurrencia de 
desastres en el orden global y sus impactos, así como de los marcos 
estratégicos para la reducción del riesgo de desastres. El segundo 
capítulo, analiza el reasentamiento como medida preventiva en el 
marco de una política integral de gestión de riesgo, su pertinencia 
de acuerdo con el tipo y características de la amenaza natural y los 
ahorros que se logran al promover este tipo de reasentamiento 
en comparación con los costos de la atención de una emergencia 
ocasionada por un desastre y de su recuperación. (Correa, Elena. 
2011)
El reasentamiento preventivo, se ubica en este capítulo en el ámbito 
de la política pública, por estar basado en el reconocimiento de 
derechos y responsabilidades de los actores públicos, privados y 
6.3.1.1. Guía de reasentamiento para poblaciones en 
riesgo de desastre.
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comunitarios, y orientarse bajo principios de eficiencia, equidad y 
prevalencia del bienestar general. (Correa, Elena. 2011).
La segunda parte contiene cuatro fases. La primera, describe los 
pasos para determinar si una población expuesta a los impactos 
de una amenaza natural debe ser reasentada. Para ello, se parte del 
análisis y valoración del riesgo y de sus medidas de mitigación con el 
fin de formular el plan de reducción de riesgo. En esta fase se otorga 
especial importancia a la formulación participativa del plan, como 
única forma de que sea socialmente factible y para salvaguardar a 
las comunidades de decisiones que buscan desplazarlas de su lugar 
de vivienda con el argumento de proteger sus vidas, sin que existan 
estudios técnicos que sustenten esta decisión. (Correa, Elena. 2011)
La participación también se basa en el doble papel de las personas 
en riesgo, tanto como posibles víctimas si la amenaza se manifiesta, 
como actores centrales en la gestión del riesgo. Para la formulación 
participativa del plan se utiliza el marco lógico, con una etapa 
analítica que parte de la información a la comunidad, del análisis de 
actores relevantes, de la identificación y evaluación del riesgo y de 
las medidas de mitigación, para culminar con la fase de preparación 
del plan para su reducción. Es en esta fase cuando se determina, con 
base en los estudios técnicos realizados, si el reasentamiento es la 
única opción posible para mitigar el riesgo. (Correa, Elena. 2011)
En la segunda fase, se presentan los aspectos que deben definirse 
antes de iniciar la preparación de un programa de reasentamiento 
preventivo. Para alertar a los que toman las decisiones de adelantar 
este tipo de programas, se analizan los impactos del desplazamiento 
y reasentamiento de población, los riesgos que involucran estas 
operaciones y los impactos que causa no solamente a la población por 
reasentar sino a la receptora y a aquella que continuará viviendo en el 
lugar. Se describen también las múltiples dimensiones involucradas 
en un proceso de reasentamiento: física, legal, económica, 
social, cultural, psicológica, ambiental, política, administrativa, y 
territorial. Finalmente, se relacionan los aspectos organizacionales 
y los mecanismos que deben estar disponibles antes de iniciar los 
estudios para la formulación del programa de reasentamiento, como 
son los de comunicación, atención de quejas y reclamos, resolución 
de conflictos y rendición de cuentas. (Correa, Elena. 2011)
La fase tres, se dedica a la parte analítica requerida para formular 
un programa de reasentamiento, como el censo, estudio social, 
económico y cultural de la población en riesgo, el inventario de 
predios y construcciones, el estudio de títulos para analizar el tipo 
de derechos que tienen las personas sobre las propiedades, y se 
presentan metodologías para analizar la información y determinar el 
tipo de impactos que enfrentarán las personas por el desplazamiento 
y los criterios para determinar las alternativas de reasentamiento. 
Vital importancia se brinda en todo el proceso a la información 
y comunicación, así como a la validación, consulta y concertación 
de los estudios realizados. En esta fase se presenta además una 
matriz para clasificar a la población por tipo de impactos y grado de 
vulnerabilidad y otra para definir los objetivos del reasentamiento. 
También se desarrolla el análisis de impactos sobre las poblaciones 
que continuarán residiendo en el lugar y el tipo de usos que podrán 
tener los terrenos en riesgo una vez se resiente la población. Este 
es otro de los aspectos primordiales, ya que si no se asigna un uso 
que controle nuevas ocupaciones, otra población puede localizarse 
nuevamente en el lugar en riesgo, perdiéndose de esta manera 
la inversión y esfuerzos realizados. El tipo de usos que se asigne 
también valida toda la operación. (Correa, Elena. 2011)
Finalmente, la fase cuatro, describe el proceso para la formulación 
del programa de reasentamiento. Aquí se presentan dos 
modalidades: colectivo o individual y se describen los componentes 
que conforman cada una de estas alternativas. Al igual que en 
las fases anteriores, se enfatiza la función de la comunicación, 
consulta y concertación, se aborda el programa para restablecer las 
condiciones socioeconómicas de la población que no se desplaza, 
pero que enfrenta impactos por el traslado de sus vecinos, así como 
los programas de contingencia, recuperación y rehabilitación de 
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terrenos en riesgo y los sistemas de monitoreo y evaluación. (Correa, 
Elena. 2011)
6.3.2. Marco Normativo Nacional Colombiano
La Ley 388 de 1997, que modificó la Ley 9ª de 1989, además de 
permitir al municipio, promover el ordenamiento de su territorio, el 
uso equitativo, racional y social del suelo, la preservación y defensa 
del patrimonio ecológico y cultural, la ejecución de acciones 
urbanísticas integrales y eficientes, posibilita hacer efectivos los 
derechos constitucionales a la vivienda y a los servicios públicos 
domiciliarios, proteger el medio ambiente, buscando en todas 
las acciones urbanísticas promover la participación democrática 
de los pobladores y sus organizaciones y el mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes, y la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo [40]. (II Foro Técnico 
Regional sobre Reasentamiento de Población Banco Mundial – 
Banco Interamericano de Desarrollo Bogotá DC, Colombia - Mayo 
25-27, 2005). 
Expresa que las entidades públicas, para ejecutar obras de 
infraestructura por motivos de utilidad pública, para disponer de 
los predios afectados deben adelantar un proceso de enajenación 
voluntaria o en su defecto un proceso de expropiación judicial o 
administrativa. 
La enajenación voluntaria es el mecanismo mediante el cual 
la entidad interesada impulsa un proceso de compra con el 
propietario del predio requerido por razones de utilidad pública, la 
expropiación judicial es el proceso que se tiene que adelantar ante 
un Juez competente cuando no es posible continuar la enajenación 
voluntaria y la expropiación por vía administrativa es la que se lleva a 
cabo por las mismas entidades, cuando se han declarado condiciones 
de urgencia que le otorgan la categoría de prioritarios e inaplazables 
a ciertos proyectos, definiendo que el precio de adquisición será 
igual al valor comercial determinado por una entidad pública 
especializada o por peritos privados de conformidad con las normas 
y procedimientos establecidos en el Decreto 1420 de 1998 [41]. (II 
Foro Técnico Regional sobre Reasentamiento de Población Banco 
Mundial – Banco Interamericano de Desarrollo Bogotá DC, Colombia 
- Mayo 25-27, 2005). 
Por otro lado, para ejecutar los proyectos de infraestructura la Ley 
99 de 1993 dispone que debe realizarse un Estudio de Impacto 
Ambiental el cual debe contener la información sobre la localización 
del proyecto, y los elementos abióticos, bióticos y socioeconómicos 
del medio que puedan sufrir deterioro por la respectiva obra o 
actividad, y la evaluación de los impactos que puedan producirse. 
Además debe incluir el diseño de los planes de prevención, 
mitigación, corrección y compensación de impactos y el plan 
de manejo ambiental de la obra o actividad [42]. (II Foro Técnico 
Regional sobre Reasentamiento de Población Banco Mundial – 
Banco Interamericano de Desarrollo Bogotá DC, Colombia - Mayo 
25-27, 2005). 
Con ese marco normativo nacional, Bogotá, Distrito Capital, promulgó 
En 1991 nuestro país expidió la Constitución Política vigente, 
teniendo en cuenta las tendencias internacionales y las necesidades 
de nuestra nación, incorporó diferentes conceptos que se basaron 
en la idea fundamental de que Colombia tiene un carácter de Estado 
Social de Derecho, caracterizado entre otras cosas por la primacías 
del prima el interés general sobre el particular, el respeto a la 
propiedad privada, pero declarando su función social, la promoción 
de la igualdad y el reconocimiento de los derechos individuales 
(civiles y políticos) y colectivos (económicos, sociales, culturales) 
[43]. (Gomez, F. 2010) . 
El constituyente colombiano fue categórico en la defensa y 
protección de los Derechos Humanos, ya que consideró que esta era 
la única forma de garantizar el desarrollo integral de las personas, la 
6.3.2.1. Marco constitucional Colombiano
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delimitación de la autonomía de los individuos para que el ejercicio 
de sus libertades no afecte a los demás, y la permanencia de la 
organización política y social, de la democracia, y en especial, de la 
dignidad humana, entendida por la Corte Constitucional Colombiana 
como el conjunto de condiciones espirituales y materiales que 
permiten vivir con calidad a los seres humanos, y por esa razón 
estableció que: 
• Las autoridades de la República están constituidas para proteger 
a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias, y demás derechos y libertades y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del estado y de los particulares. 
(Artículo 2 C.N.) 
• El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los 
derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como 
institución básica de la sociedad, garantizando su protección 
integral. (Artículos 5 y 42 C.N.). 
• Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. (Artículo 
51 C.N.)
Por otra parte, con el fin de velar por la protección y aplicación de 
estos derechos, dispuso que el Estado responderá patrimonialmente 
por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 
acción u omisión de las autoridades públicas (Artículo 90 C.N.)
Así, señalado el marco constitucional, se procedió en nuestro país 
a expedir las normas de carácter nacional que desarrollaron lo 
dispuesto en la Carta Política.
6.3.2.2. Ley de reasentamiento poblacional para zonas de 
muy alto riesgo no mitigable.
El objetivo de la Ley es declarar la necesidad pública e interés nacional 
por el reasentamiento poblacional de las personas ubicadas en 
zonas de alto riesgo no mitigable dentro del territorio nacional [44]. 
(Ley de Reasentamiento poblacional para zonas de muy alto riesgo 
no mitigable. [Archivo digital]) , teniendo como fines los siguientes: 
I. Proteger la vida y el bienestar público. (Artículo 2)
II. Garantizar los derechos e intereses de la población de las 
zonas declaradas de muy alto riesgo no mitigable. (Artículo 2)
III. Proteger la inversión en equipamiento y servicios dirigida a 
los centros poblados y población dispersa. (Artículo 2)
IV. Proteger el patrimonio privado de la población. (Artículo 2)
V. Contribuir a la sostenibilidad de la inversión pública en 
infraestructura social y económica. (Artículo 2)
VI. Contribuir a prevenir y disminuir los riesgos de desastre. 
(Artículo 2)
La Ley, así como sus normas complementarias y reglamentarias, 
se aplica a los procesos de reasentamiento poblacional de zonas 
de alto riesgo no mitigable y son de obligatorio cumplimiento por 
las entidades del Estado, personas naturales o jurídicas, públicas o 
privadas, que se encuentran dentro del territorio de la República 
y que participan en un reasentamiento poblacional. No están 
comprendidos los procesos de reasentamiento particular que son 
dirigidos por entidades del sector privado en coordinación con los 
gobiernos locales, correspondiendo a estas asumir la responsabilidad 
por dichos procesos [45]. (Ley de Reasentamiento poblacional para 
zonas de muy alto riesgo no mitigable. [Archivo digital]). 
La ley se fundamenta en un régimen de principios, tales como:
I. Principio de legalidad
 a. El proceso de reasentamiento poblacional se rige por la 
Constitución Política del Perú y la ley, solo procede cuando existe 
una norma expresa que lo autoriza. (Artículo 5)
II. Principio de sostenibilidad
  a. Garantiza las condiciones previas al traslado, asegurando en lo 
posible el normal desarrollo de la vida de los pobladores y de sus 
actividades productivas, considerando los aspectos económicos, 
sociales, ambientales y proporcionando un nivel aceptable de 
vivienda y servicios. (Artículo 5)
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III. Principio de igualdad
  a. Los reasentados disfrutan de los mismos derechos y libertades 
que la ley reconoce sin distinción alguna, promoviendo su inclusión 
y su participación efectiva, así como el respeto a las costumbres 
y particularidades propias de la zona donde se desarrolla el 
reasentamiento poblacional. (Artículo 5)
IV. Principio de información
  a. Los pobladores que son reasentados tienen derecho a solicitar, 
acceder y recibir información, de manera adecuada y oportuna, 
sobre el plan de reasentamiento poblacional, su cronograma y las 
medidas adoptadas para su cumplimiento. (Artículo 5)
V. Principio de subsidiariedad
   a. Las capacidades del gobierno en sus distintos niveles para atender 
problemas vinculados al reasentamiento poblacional son distintas y 
ello depende de las dimensiones y del alcance de la problemática 
que exige ser resuelta de manera eficiente. (Artículo 5)
VI. Principio de gradualidad
Aun cuando se tengan determinadas las condiciones de muy alto 
riesgo no mitigable en la población, estas pueden variar en el nivel de 
urgencia para su reasentamiento con lo cual se requiere establecer 
prioridades para su atención progresiva. (Artículo 5)
A su vez, esta ley enumera un conjunto de garantías, con el fin de 
desarrollar los procesos de reasentamiento de una manera más ágil 
y con menor impacto, estas garantías son:
• Se inicia luego de que las autoridades competentes hayan 
estudiado las alternativas viables para evitarlo. (Artículo 6)
• El Estado adopta las medidas necesarias para reducir el número 
de pobladores a reasentar, así como sus efectos adversos. 
(Artículo 6)
• Los pobladores participan de manera organizada y conjunta 
con el Estado en la planificación del reasentamiento, cuando 
las circunstancias lo permiten, asumiendo compromisos en el 
proceso a fin de alcanzar resultados apropiados, concertados y 
sostenibles. (Artículo 6)
• Se ejecuta cuando se emita norma que lo autoriza, sustentada 
únicamente en las causales establecidas por la Ley. (Artículo 6)
• Los pobladores reciben ayuda del gobierno local competente 
para el traslado al lugar de reasentamiento, el que presta especial 
atención a las necesidades de los grupos en condiciones de 
pobreza. El gobierno regional puede colaborar con el traslado. 
(Artículo 6)
• En la zona de acogida se elaboran los instrumentos de 
planificación y control que permitan su ocupación y crecimiento 
ordenado, respetando los aspectos culturales de los ámbitos 
rurales y urbanos, según las normas vigentes. (Artículo 6).
6.3.3.  Marco Normativo Distrital
Las normas distritales que versan sobre reasentamiento son las 
siguientes: 
- El Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C. - P.O.T., en su 
componente urbano consagra el programa habitacional que tiene 
por objeto impulsar el cumplimiento del derecho al acceso a una 
vivienda digna de las familias del Distrito y la Región dando prioridad 
a las familias que se encuentran en situación de pobreza, grupos 
vulnerables y desfavorecidos, el cual comprende para su ejecución el 
Subprograma de reasentamiento por alto riesgo no mitigable y por 
obra pública [46]. (II Foro Técnico Regional sobre Reasentamiento 
de Población Banco Mundial – Banco Interamericano de Desarrollo 
Bogotá DC, Colombia - Mayo 25-27, 2005). 
Ubicado en este componente del P.O.T., el reasentamiento se define 
en el Distrito Capital como el conjunto de acciones y actividades 
necesarias para lograr el traslado de las familias de estratos 1 y 2 
que se encuentran asentadas en zonas declaradas de alto riesgo 
no mitigable por deslizamiento o inundación, las zonas objeto de 
intervención por obra pública o las que se requieran para cualquier 
intervención de reordenamiento territorial [47]. (II Foro Técnico 
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Regional sobre Reasentamiento de Población Banco Mundial – 
Banco Interamericano de Desarrollo Bogotá DC, Colombia - Mayo 
25-27, 2005). 
Establece de manera general las acciones y actividades que deben 
adelantarse en todo programa de reasentamiento las cuales incluyen: 
• La identificación y evaluación de las condiciones técnicas, sociales, 
legales y económicas de las familias. (Fuentes, Lilia. 2005)
• El traslado a otro sitio de la ciudad que ofrezca viviendas dignas 
y seguras, propendiendo por la integración social y económica que 
garantice el bienestar de las familias. (Fuentes, Lilia. 2005)
• La protección y rehabilitación de las zonas intervenidas. (Fuentes, 
Lilia. 2005)
De otro lado señala particularmente como acciones estratégicas las 
siguientes:
• Información. Incluye la sensibilización y socialización de las familias 
objeto del programa; prevenir, mitigar y controlar los impactos 
socioeconómicos originados por el traslado de las familias; atender 
los principios de legalidad, integralidad, transparencia y equidad 
brindando las garantías necesarias para la relocalización; generar 
los procesos de información, control y acción que garanticen la 
protección de las zonas intervenidas y prevengan su ocupación 
ilegal. (Fuentes, Lilia. 2005)
• Operación y coordinación. Plantea el diseño de mecanismos de 
coordinación interinstitucional que permitan adelantar en forma 
eficiente los procesos de reasentamiento. (Fuentes, Lilia. 2005)
• Planeamiento y reordenamiento urbano. Busca convertir el 
reasentamiento de población en una oportunidad para impulsar el 
ordenamiento urbano y mejorar las condiciones de vida del sector. 
(Fuentes, Lilia. 2005)
También consagra tres líneas de acción fundamentales: 
reasentamiento por remoción en masa para mitigación de riesgo; 
FIGURA N° 11. Estrategias para un 
proyecto de reasentamiento(2016) 
Elaboración propia
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por recuperación de corredores ecológicos y por obra pública, 
incluyendo en este último, la obligación de incluir en los presupuestos 
de los proyectos los costos de la formulación y ejecución del plan de 
gestión social respectivo, tanto para la población trasladada como 
para la receptora y aquella que continúe residiendo en el área de 
influencia del proyecto respectivo [48].  (II Foro Técnico Regional 
sobre Reasentamiento de Población Banco Mundial – Banco 
Interamericano de Desarrollo Bogotá DC, Colombia - Mayo 25-27, 
2005). 
6.3. MARCO CONCEPTUAL
Desde la perspectiva de Chardon donde se plantea que todo 
reasentamiento tiene que contemplarse con la reconstrucción 
del hábitat, de la formación y conformación de este basados 
en las dinámicas poblacionales, las características sociales y las 
necesidades propias de la población, se debe planificar todo proceso 
de reasentamiento no como una respuesta física o espacial, sino 
como una respuesta integral, la cual se encarga de resguardar a las 
personas, su cultura y el tejido social con que han conformado su 
comunidad. 
 
Del mismo modo, se hace necesario que para tal fin, la participación 
de la comunidad sea una de las más importantes, puesto que para 
poder conocer las problemáticas reales de la población en condición 
de riesgo, es indispensable lograr que la comunidad haga parte del 
proyecto, desde el planteamiento del mismo hasta su culminación, 
donde se les proporcione la información necesaria sobre el 
reasentamiento, sus beneficios y garantías, así como el proceso 
voluntario de desalojo y reubicación.
Puede ser considerada también la opción, de que las personas 
hagan parte del proyecto, no solo con su voz y voto, sino erigiendo 
sus viviendas, previa capacitación bajo la dirección de personal 
profesional en el ramo, con el fin de promover la apropiación, valor e 
identidad con las nuevas viviendas, de manera  que la implantación 
en el nuevo territorio, no desenlace las conexiones y tensiones 
creadas con el tiempo dentro del entorno comunitario.
El reasentamiento como plan de gestión para la respuesta 
permanente de vivienda a todas aquellas familias que se encuentran 
vulnerables por riesgos no mitigables, debe contemplar dentro de 
sus parámetros la socialización periódica dentro del proceso, los 
avances, riesgos, cambios repentinos, así como las fases en las que 
se piensa llevar acabo la ejecución de la construcción y el traslado, 
junto con la población.
Las principales anomalías que ha presentado un gran número 
de reasentamientos y por las cuales las personas se abstienen 
de aceptarlo como una posible solución, está dado por la no 
comunicación del proceso, lo que lo convierte en reasentamientos 
involuntarios, proceso que no solo indispone a la población, sino que 
desconfían en que dicho proceso les brinde suficientes garantías, 
como para abandonar su parcela, terruño o terreno “propio”.
Cuando las autoridades tienen contacto directo con los afectados, 
conocen de primera mano las necesidades por las que pasa la 
población, y el permitirles involucrarse en la toma de algunas 
decisiones, posibilita un sano desarrollo del proceso, sin embargo, 
está en las autoridades, llevar a cabo las modificaciones del Plan 
de Ordenamiento Territorial y con la misma comunidad, llegar a 
acuerdos en los que se normaticen los suelos que se encuentran 
sobre las franjas de riesgo, para que estos no vuelvan a ser utilizados 
por las personas y exponiéndose a sufrir  catástrofes.
Otro de los puntos que acoge este proceso de gestión, son las mismas 
normas o leyes, con las cuales se establece lo que debe hacerse al 
momento de llevar acabo un reasentamiento, así como una guía que 
fomente, dirija y recomiende el debido proceso para su ejecución, de 
manera que no genere mayor impacto social, ambiental, económico 
y cultural. Sin embargo, gran parte de dichas recomendaciones no 
son tenidas en cuenta al momento de plantear, planificar y llevar a 
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cabo un proceso de esta índole, como tampoco se ve reflejado el 
cumplimiento de leyes como la “Ley de reasentamiento poblacional 
para zonas de alto riesgo no mitigable”, la cual habla de principios y 
garantías, pero que en el campo de acción no se cumplen con gran 
parte de ellas.
Para llevar a cabo un proceso de reasentamiento que no solo 
cumpla y garantice con un medio físico (vivienda), se debe pensar 
en el entorno inmediato, tanto en el que desarrolló la población en 
riesgo, como en el suelo de acogida, puesto que se debe pensar en 
la conexión del individuo con el lugar, su interacción y dinámicas, 
porque en muchos casos el mismo estado de las viviendas, los colores 
o sus características, los espacios abiertos y cerrados, los materiales, 
la vegetación y sus límites reales o imaginarios, dejan entrever 
como vive la población, como se relaciona entre sí, con el paisaje 
y el territorio; todo esto permite conocer el hábitat de la población 
y como ésta alimenta al proceso, en el que se rescatan los atributos 
más relevantes de la comunidad para generar un proceso paralelo a 
la construcción del reasentamiento que permita una reconstrucción 
del hábitat, uno en versiones mejoradas, que fomente la economía, 
actividades culturales y desarrolle relaciones interpersonales propias 
del tejido social y de la convivencia. 
FIGURA N° 12. Programa de reasentamiento (2016) 
Elaboración propia
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La República Argentina se encuentra en el extremo sur de América 
Latina y tiene una superficie de 3.761.274 km², de los cuales 
2.791.810 km² corresponden al continente americano y 969.464 km² 
al continente antártico. El país está conformado por 23 provincias y 
por la ciudad autónoma de Buenos Aires, su capital [49]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
7. ESTUDIOS DE CASO
7.1. ARGENTINA
7.1.1. Contexto
7.1.2. Población y Urbanización
La población total estimada para 2009 es de 40.913.584 (a julio 2009 
Cia World Factbook), cerca de seis millones más que la cifra oficial 
correspondiente al último censo de población y vivienda (Indec, 
2001).
Históricamente, el país ha tenido un proceso de urbanización 
continuo, el cual se ha incrementado en los últimos cincuenta años. 
En el año 2001 cerca del 89% de la población argentina residía 
en forma permanente en ciudades y se estima que en 2010 este 
porcentaje ascendió al 92%. Esto hace que el país sea uno con 
los mayores índices de urbanización del mundo [50]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
Los centros urbanos responden a un orden fuertemente 
primado, tanto, si se considera el sistema urbano nacional como 
los subsistemas regionales o provinciales en particular. El Área 
Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), con casi trece millones de 
habitantes es diez veces mayor que los conglomerados urbanos de 
Rosario y Córdoba y contiene quince veces los de Mendoza, que le 
sigue en importancia en una clasificación nacional por número de 
habitantes [51]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). En el ámbito provincial, 
el número de habitantes de una determinada ciudad (por lo general 
la capital) suele representar un alto porcentaje del total y superar a 
las ciudades que le siguen en tamaño poblacional. 
El proceso de urbanización no tuvo una planificación adecuada. En 
los últimos cincuenta años las ciudades duplicaron y hasta triplicaron 
su población, ocupando tierras por medio de los mercados formales 
e informales, hecho que favoreció la especulación inmobiliaria, caso 
que generó lucro con la necesidad extrema en el otro [52]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011). Esto generó un modelo de ciudad inequitativo 
y excluyente. Por lo general, la ciudad ilegal resultó adjudicataria de 
un suelo no apto y peligroso, lo que agrega mayores problemas a la 
población marginada.
7.1.3. Desastres Socio-naturales
Debido a las características topográficas e hidrológicas del país, así 
como a la localización de la población en el territorio, los principales 
desastres los causan las inundaciones, aunque se presentan también 
otro tipo de amenazas como terremotos, deslizamientos y sequías, 
pero en menores proporciones a las inundaciones [53]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
Argentina se encuentra entre los catorce países del mundo con 
mayor afectación por catástrofes de inundaciones, alcanzando 
pérdidas superiores al 1,8% del pib (Arnold, 2004). La frecuencia 
de la afectación es elevada, situándose por encima de un evento 
importante cada diez años (Banco Mundial, 2000: 17-21). Los eventos 
localizados en los valles de los grandes ríos de la cuenca del Plata 
son los de mayor importancia relativa, ya que afectan las zonas más 
desarrolladas, donde se genera el 76% del pib y se ubica el 70% de la 
población, por tener además, permanencias prolongadas que varían 
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entre dos semanas y más de dos meses (Banco Mundial, 2000: 17-
21).
Al considerar la frecuencia, extensión, permanencia y pérdidas, las 
provincias del Nea y parte de la Región Centro, resultan las más 
perjudicadas por inundaciones [54]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
Como ya se mencionó, dichas regiones son las que albergan al 
mayor número de pobres del país, lo que hace que los efectos de las 
inundaciones se potencien debido a la alta vulnerabilidad asociada 
a las condiciones existentes de pobreza.
7.1.4. Gestion de Riesgos de Desastre
7.1.4.1. Organización institucional
De 1958 a 1996, la prevención y atención de los efectos de los 
desastres naturales en el país estuvo a cargo de las autoridades 
militares. En 1958 se asignó esta función a la entonces división de 
Defensa Antiaérea Pasiva Territorial del Ejército, la cual en 1969 
cambió su nombre a Dirección de Defensa Civil. En 1996, estas 
responsabilidades pasaron al Ministerio del Interior (Secretaría 
de Seguridad Interior) y su nombre cambió de nuevo a Dirección 
Nacional de Planeamiento y Protección Civil. (Pérez, R. Zelmeister, I. 
2011).
Como consecuencia de las fuertes inundaciones provocadas por 
el fenómeno de El Niño en 1998, se creó el Sistema Federal de 
Emergencias (Sifem) en 1999, dependiente también de la Secretaría 
de Seguridad Interior, con el fin de articular a los organismos públicos 
nacionales competentes y coordinar las acciones en los ámbitos 
federal, provincial y municipal.
Además, distintos organismos aportan información, investigan o 
prestan recursos o capacidades técnicas desde distintos ámbitos 
y niveles jerárquicos de la administración nacional. Entre estos 
organismos se encuentran el Ministerio de Desarrollo Social (mds ), 
Instituto Geográfico Militar (igm), Comisión Nacional de Actividades 
Espaciales (Conae), Servicio Meteorológico Nacional (smn), 
Instituto Nacional del Agua y del Ambiente (ina), Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria (inta ), Servicio Geológico Minero 
Argentino (Segemar), Instituto Nacional de Estadísticas y Censos 
(Indec), y universidades e instituciones de investigación. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
7.1.4.2.  Disminución de la vulnerabilidad ente 
inundaciones
7.1.4.2.1. Redes de alerta hidrológica de la cuenca de 
la Plata y establecimiento de zonas de riesgo hídrico
A raíz de las inundaciones producidas en el periodo 1982-1983 se 
puso en funcionamiento un Centro Operativo de Alerta Hidrológico 
(COAH), cuya operación fue asignada al Instituto Nacional de Ciencia 
y Técnica Hídricas (hoy Instituto Nacional del Agua y el Ambiente, 
INA). Este sistema efectúa pronósticos de inundaciones y de estiaje, 
estos últimos muy importantes para la navegación fluvial y la 
actividad portuaria. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
Existe también legislación en las provincias integrantes de la cuenca 
del Plata, orientada al establecimiento de franjas de riesgo hídrico 
y la restricción de la ocupación de las mismas en función de su 
uso, todo ello basado en el estudio de regulación del valle de los 
ríos Paraná, Paraguay y Uruguay y, para el control de inundaciones 
(Halcrow, 1994).
7.1.4.2.2. Programas de reducción del riesgo hídrico.
• Programa de rehabilitación por la emergencia de las inundaciones 
(PREI). Préstamo de emergencia de carácter multisectorial para 
reconstruir obras de infraestructura y viviendas para población 
de bajos recursos afectadas por la emergencia hídrica. Se ejecutó 
en siete provincias entre 1993 y 1998. (Pérez, R. Zelmeister, I. 
2011).
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• Programa de protección contra las inundaciones (PPI). 
Constituye una continuidad de las acciones implementadas 
por el PREI con el fin de proteger la vida y propiedad de 5,5 
millones de personas, garantizar el normal y pleno desarrollo de 
las actividades productivas en el área de influencia de los ríos 
Paraná, Paraguay y Uruguay, y el funcionamiento ininterrumpido 
de las vías de comunicación y transporte. El programa se ejecutó 
en las provincias de Buenos Aires, Chaco, Corrientes, Entre 
Ríos, Formosa, Misiones y Santa Fe entre 1997 y 2006. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
• Programa de emergencia por las inundaciones de El Niño. El 
objetivo fue contribuir a financiar el desarrollo y la ejecución de 
acciones físicas e institucionales para hacer frente al fenómeno 
de El Niño. Se diseñó en dos fases de operación: una de defensa 
y una de rehabilitación, las cuales se implementaron entre 1998 
y 2004. Las actividades específicas del proyecto incluyeron 
asistencia para reducir al mínimo las pérdidas o daños por medio 
de medidas de defensa y la rehabilitación de infraestructura y 


































servicios. También se construyeron 455 viviendas para familias 
afectadas por las inundaciones mediante las mismas prácticas de 
autoconstrucción asistida y ayuda mutua. (Pérez, R. Zelmeister, I. 
2011).
• Programa de emergencia para la recuperación de las zonas 
afectadas por las inundaciones. Fue desarrollado entre 1998 
y 2008 para apoyar la recuperación económica y social de las 
zonas afectadas por las inundaciones mediante la realización 
de actividades de mitigación de sus efectos y reconstrucción y 
rehabilitación de la infraestructura económica y social. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
• Programa de prevención de inundaciones y drenaje urbano 
(PIDU). Se empezó a ejecutar en 2008 y culminará en 2011. Su 
objetivo es la reducción de la vulnerabilidad de las provincias 
participantes frente a las inundaciones y apoyarlas en la 
implementación de planes de contingencia, el fortalecimiento 
de la protección contra las inundaciones en áreas con importante 
actividad económica, la promulgación de reglamentaciones 
de la ley de uso de tierras, formulación de planes urbanos de 
gestión ambiental y campañas de educación. También incluye 
un subcomponente de vivienda complementario a las obras 
estructurales para familias que habitan en zonas de riesgo 
hídrico. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
7.1.5. Reasentamiento de Habitantes en Zonas de Riesgo 
Hídrico.
7.1.5.1. Subprogramas de vivienda (SPV)
De los diferentes programas de reducción del riesgo hídrico 
desarrollados por el gobierno federal ya descritos, tres de ellos 
contemplaron un subprograma de vivienda y está en ejecución una 
cuarta etapa. Si bien este estudio de caso se centra en el programa 
de protección contra las inundaciones (PPI) [55]. (Pérez, R. Zelmeister, 
I. 2011), también reseña la experiencia desarrollada durante quince 
años de trabajo continúo en las tres etapas del subprograma de 
vivienda dirigido a población de bajos recursos, afectada por 
inundaciones recurrentes.
7.1.5.2. Entidades participantes
Los diferentes programas de reducción de riesgo hídrico, de los 
cuales forman parte los subprogramas de vivienda, han sido 
promovidos, coordinados y supervisados por la Subunidad Central 
de Coordinación para la Emergencia (SUCCE), dependiente de 
la Unidad Ejecutora Central de la Unidad de Coordinación de 
Programas y Proyectos con Financiamiento Externo del Ministerio 
de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios  [56]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011) 
Las provincias participaron por medio de sus unidades ejecutoras 
provinciales (UEP), las subunidades provinciales de coordinación 
para la emergencia (SUPCE), y los institutos provinciales de vivienda.
7.1.5.3. Autoconstrucción asistida: estrategia elegida.
La estrategia que se eligió para la construcción de las viviendas fue 
la de autoconstrucción asistida, dado el bajo nivel de ingreso de 
las familias beneficiarias quienes no tenían recursos económicos ni 
posibilidad de acceder a créditos, pero sí podían aportar su mano de 
obra. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). Esto imponía retos educativos y 
de capacitación, dada la poca o ninguna experiencia de las familias 
en el tema.
Se propuso diseñar prototipos de vivienda flexibles, respondiendo a 
la idiosincrasia y pautas culturales de los pobladores y al número de 
integrantes de cada familia, así como el uso de materiales propios de 
cada localidad. 
Por medio de la autoconstrucción asistida, se buscó promover la 
participación de los pobladores afectados, capacitarlos en el oficio 
de construcción, reducir los costos de las viviendas, fortalecer las 
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capacidades de la comunidad y promover la solidaridad comunitaria 
y el espíritu cooperativo [57]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).  Se desistió 
del concepto de asistencialismo, reconociendo y valorizando la 
capacidad de organización y participación de las familias en el 
proceso de construcción de las viviendas, constituyéndose en 
sujetos activos en la transformación de la realidad, aprendiendo un 
oficio, y compartiendo logros y dificultades para alcanzar la solución 
habitacional.
La concertación de esta estrategia tanto con los organismos 
financiadores como con las provincias fue difícil y prolongada, 
dado que no existía en el país experiencia en la práctica de la 
autoconstrucción asistida de la magnitud propuesta, ni de la 
amplitud geográfica donde se debía implementar el subprograma 
7.1.5.4. Costos y financiadores de PPI
El monto inicial del programa de protección contra inundaciones fue 
de 420 millones de dólares, pero por la crisis económica que vivió 
el país a partir de 2001, este monto se redujo a 224,25 millones, los 
cuales fueron financiados en gran parte mediante un crédito con el 
Banco Mundial. Pese a la reducción del préstamo, el valor asignado 
al subprograma de vivienda solo tuvo una leve reducción, de 31 a 
29,2 millones de dólares. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
7.1.5.5. Perfil de la poblacion atendida
Las familias eran numerosas, con un promedio de cinco personas, 
aunque en algunas provincias alcanzaba a ocho. El 55,5% de las 
viviendas disponían de una sola habitación, lo que hacía que el 
índice de hacinamiento fuera muy alto.
El 100% de los hogares se encontraba bajo la línea de pobreza y el 
85% bajo el nivel de indigencia. Cerca del 34% de los hogares tenían 
un ingreso mensual entre 1 y 100 dólares. Ninguna de las familias 
tenía título de propiedad de sus viviendas. (Pérez, R. Zelmeister, I. 
2011).
7.1.5.6. Criterios de elegibilidad de los beneficiarios.
Para poder ingresar, cada participante dio su acuerdo por escrito, 
firmó una declaración jurada y un convenio de adhesión al 
subprograma y cumplió con los criterios de elegibilidad.
• Habitar en terrenos afectados por las inundaciones. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
• Ser poseedores de la vivienda dañada o destruida. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011).
• Ser su única vivienda o propiedad. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
• Demostrar que sus ingresos eran insuficientes para la construcción 
o reparación. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
• Demostrar tres años de haber vivido en la vivienda afectada. 
(Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
• Aportar la mano de obra y utilizar los materiales respetando las 
indicaciones de los responsables técnicos y sociales de la obra. 
(Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
7.1.5.7. Acuerdos de localización, traslado y prototipos de 
vivienda
En cuanto a la localización de la nueva vivienda, el traslado y los 
prototipos de vivienda, cada beneficiario debió presentar su acuerdo 
por escrito en relación con el traslado al nuevo lugar, especificando 
que este traslado no afectaba en forma negativa sus medios de vida, 
ni sus redes sociales por cuanto el nuevo terreno se encontraba 
cercano a su ubicación original [58]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). En el 
acuerdo se especificó también la conformidad sobre el prototipo de 
vivienda, la urbanización, el diseño y el sistema de autoconstrucción 
asistida.
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7.1.5.8. Características y costos de las nuevas viviendas.
Los prototipos de vivienda fueron proyectados por las subunidades 
provinciales de coordinación para la emergencia (SUPCE), adaptados 
a la idiosincrasia y diversidad cultural de los beneficiarios, teniendo en 
cuenta los diferentes recursos físicos económicos de cada localidad y 
supervisados y aprobados por la Subunidad Central de Coordinación 
para la Emergencia (SUCCE) [59]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). A 
manera de ejemplo en esta página se muestra uno de los planos de 
las viviendas. Las viviendas fueron diferentes en cada provincia y se 
privilegió el uso de sistemas tradicionales que permitían acabados 
sencillos y la ampliación posterior de las mismas. Al inicio del SPV 
el costo de cada vivienda era de 6.200 dólares equivalentes a igual 
cantidad de pesos argentinos. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). Estos 
costos no incluyen el valor de la tierra, ni de la infraestructura urbana 
que era construida y entregada por la provincia o la municipalidad, 
ni de la mano de obra que era aportada por los beneficiarios.
Los diseños de las viviendas fueron flexibles y respetaron los 
siguientes requisitos:
• Costo máximo: 6.200 dólares.
• Superficie mínima: 42 m2.
• Localización en zona segura.
• Uso de materiales tradicionales, provistos por proveedores 
locales.
• Estándares aceptables de durabilidad y habitabilidad.
• Técnicas sencillas de construcción.
Las casas fueron construidas con dos dormitorios, comedor, cocina, 
baño, lavadero y un área exterior semicubierta. 
Las casas se entregaron en forma gratuita en propiedad y con 
carácter de subsidio a los beneficiarios, quienes estaban obligados 
a habitarlas con su familia de manera inmediata. Las escrituras 
fueron entregadas por los municipios o el Instituto de Vivienda sin 
costo para los beneficiarios. Las casas no podían ser vendidas hasta 
después de cinco o diez años. El número de años variaba de acuerdo 
con cada provincia, pero el mínimo fue de cinco años.
POBLACIÓN CONSTRUYENDO SUS VIVIENDAS, ARGENTINA 
[FOTOGRAFÍA 9]. Recuperado de REASENTAMIENTO PRE-
VENTIVO DE POBLACIONES EN RIESGO DE DESASTRE
VIVIENDAS CONSTRUIDAS POR LA POBLACIÓN, ARGENTI-
NA [FOTOGRAFÍA 10]. Recuperado de REASENTAMIENTO 
PREVENTIVO DE POBLACIONES EN RIESGO DE DESASTRE
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Brasil tiene una extensión de 8.514.877 km2 y está situado al este de 
Suramérica. El territorio brasileño está dividido en cinco regiones: 
norte, nordeste, sur, sudeste y centro-oeste y está conformado por 
26 estados divididos a su vez en 5.556 municipios y un distrito federal 
que alberga la capital del país. [60] (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2. BRASIL
7.2.1. Contexto
7.2.2. Urbanización y disparidades regionales
El proceso de desarrollo y crecimiento económico del país han 
generado condiciones extremas de desigualdad geográfica y social, 
las cuales se manifiestan de manera diferente en las cinco regiones 
del país. Es así como el 86% de los municipios con mayor índice de 
exclusión social pertenecen a las regiones norte y nordeste (Atlas de 
exclusión social de la Universidad Estatal de Campinas y la Pontificia 
Católica de Sao Paulo, 2006).
En 2007, la población estaba compuesta por 183.987.291 habitantes, 
según el último censo del Instituto Brasileiro de Geografía e 
Estadística, lo cual contrasta con los 93 millones que había en 1970. 
A 2007, el 84% reside en las ciudades. (Márquez, R. Scombatti, M. 
2011).
Las regiones con los mayores índices de urbanización están ubicadas 
en el sudeste, centro-oeste y sur (92, 86 y 82% de habitantes en 
las zonas urbanas, respectivamente); mientras que las del norte 
y nordeste tienen un índice de urbanización del 73,5 y 71,5% 
respectivamente. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.3. Desastres Socio-naturales
7.2.3.1. Inundaciones
Si bien los desastres ocasionados por las inundaciones afectan a 
todas las regiones, tienen mayor frecuencia e intensidad en las zonas 
urbanas, donde el modelo de ocupación del territorio relacionado 
con el precio de los terrenos y viviendas obliga a la población de 
bajos recursos a establecerse en zonas de riesgo, con la consiguiente 
exposición a los daños mencionados, en especial en época de lluvias 
intensas [61]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
Según los datos del censo de saneamiento básico realizado en 2002 
en todo el territorio nacional, el 24% del total de municipios del 
FIGURA N° 15.Localización de Brasil(2016) 
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país (1.340 ciudades) presentan áreas de riesgo en zonas urbanas. 
Estas zonas están concentradas en la región sur y sureste, donde se 
encuentran 878 ciudades con zonas de riesgo del total de las 1.340 
ciudades del país. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
Otros factores que incrementan el riesgo ante las inundaciones están 
asociados con la fragilidad de la infraestructura de drenaje urbano, la 
disposición inadecuada de residuos sólidos y la impermeabilización 
del suelo urbano [62]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.3.2. Sequias
El fenómeno de la sequía se produce en una región conocida 
como el Polígono de las Sequías. Esta zona abarca un territorio de 
950.000 km2 e incluye a nueve estados del nordeste del país, zona 
marcada también por la pobreza donde aproximadamente el 30% 
de las familias poseen un ingreso mensual inferior a 200 dólares [63]. 
(Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
Históricamente, la sequía suele manifestarse cada diez años y puede 
prolongarse por periodos de tres, cuatro y, de manera excepcional, 
hasta cinco años. Este fenómeno se debe a la combinación de 
diversos factores, entre los que se encuentran: la temperatura de 
la región, que en determinadas épocas del año alcanza registros 
superiores a 40ºC (Márquez, R. Scombatti, M. 2011), un régimen 
hídrico desfavorable, expresado en cantidades y en frecuencias 
mínimas de lluvias; el relieve y la topografía, caracterizados por 
suelos con poca profundidad que favorecen la rápida evaporación 
de las aguas de superficie; y la acción antrópica, que ocasiona la 
destrucción de la vegetación natural y favorece así la expansión del 
clima semiárido [64]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.3.3. Terremotos 
La actividad sísmica es modesta si se compara con otros países de 
América Latina. En los últimos cincuenta años se han producido 
ocho terremotos en el país, de los cuales cuatro tuvieron lugar en la 
región sudeste. En la región sur no existen registros de sismos en el 
periodo de 1955 a 2008. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4. Gestión de Riesgo
La prevención y el control de los desastres naturales son 
responsabilidad de dos ministerios: el de la Integración Nacional, 
por intermedio del Sistema Nacional de Defensa Civil (Sindec) y el 
del Medio Ambiente, por medio de la Agencia Nacional de las Aguas 
(ANA) [ 65]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
La organización sistemática de la defensa civil se materializó en la 
creación del Sindec, en 1988. Este sistema lleva a la práctica la política 
nacional de defensa civil, cuyos objetivos son:
• Promover la defensa permanente contra los desastres naturales 
o provocados por el hombre. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• Prevenir o minimizar los daños, socorrer y asistir a las poblaciones 
afectadas, rehabilitar y recuperar áreas deterioradas por los 
desastres. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• Actuar ante la inminencia de desastres, o una vez que estos se 
han producido. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• Promover la organización y la coordinación del Sindec en el 
territorio nacional. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
Este sistema está conformado por una estructura operativa basada 
en varios órganos con distintas competencias a escalas nacional, 
regional, estatal, municipal y sectorial. El Sindec opera con recursos 
procedentes del Fondo Especial para Calamidades Públicas 
(Funcap). Este fondo constituye el instrumento financiero previsto 
para la atención en caso de emergencia, y también puede contar 
con préstamos obligatorios para atender calamidades de carácter 
público de conformidad con la Constitución Federal [66]. (Márquez, 
R. Scombatti, M. 2011).
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El sistema integra datos hidrometeorológicos y otra información 
complementaria necesaria para el análisis y la definición de 
alertas. El funcionamiento del Sismaden, que tiene una política de 
utilización libre y puede descargarse en forma gratuita de internet, 
facilita el acceso a datos actualizados de observación y previsión 
climatológica, además de generar modelos matemáticos para 
la elaboración de mapas de riesgo de las áreas observadas [67]. 
(Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4.1.  Prevención y control del riesgo 
7.2.4.1.1. Organización institucional
La Defensa Civil del municipio de Sao Paulo depende de la Secretaría 
Municipal de la Seguridad Urbana y su actuación se ajusta a lo 
dispuesto por el Ministerio de Integración Nacional en el marco del 
Sistema Nacional de Defensa Civil (Sindec). (Márquez, R. Scombatti, 
M. 2011).
En la actualidad, el Sistema Municipal de Defensa Civil está formado 
por los órganos y entidades de la administración pública municipal 
directa e indirecta, por entidades privadas y la comunidad, bajo la 
orientación del coordinador general de la Coordinación Municipal 
de Defensa Civil (Comdec) [68]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011). En 
cada una de las 31 subalcaldías del municipio hay una Coordinación 
de Distrito de Defensa Civil (Coddec), cuyas acciones dependen de 
la Comdec. 
La Comdec elabora planes específicos en los que se describen los 
cursos de acción y se determina quiénes deben realizar las tareas. 
Los planes son, entre otros: operación lluvias de verano, operación 
invierno, operación humedad baja y operación productos peligrosos 
[69]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4.1.2. Plan preventivo de defensa civil
Uno de los principales instrumentos para la reducción de riesgos 
en los municipios es el plan preventivo de defensa civil (PPDC) que 
pone en marcha cada alcaldía. 
La función del PPDC se enmarca en el contexto de convivencia 
con los riesgos presentes en las zonas de ocupación de las laderas 
y los márgenes de los arroyos, dependiendo de la gravedad del 
problema y de la imposibilidad de eliminar a corto plazo los riesgos 
identificados.
El concepto del PPDC se basa en la posibilidad de tomar medidas 
antes de que se produzcan los deslizamientos. La metodología 
adoptada para el desarrollo de la labor del PPDC consiste en mantener 
actualizados los datos de las zonas de riesgo, vigilar la adecuación de 
los criterios y los parámetros técnicos del plan a las características 
específicas de cada municipio, y fomentar la capacitación de los 
equipos técnicos municipales[70]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
El PPDC es un sistema estructurado en cuatro niveles –observación, 
atención, alerta y alerta máxima–, cada uno de los cuales dispone de 
procedimientos diferenciados.
7.2.4.1.3. Programas de control de inundaciones
7.2.4.1.3.1.Obras de infraestructura para control 
de inundaciones en la cuenca del Tietê
El río Tietê está considerado el más importante del Estado de Sao 
Paulo, dado que atraviesa prácticamente todo el territorio estatal. 
Tiene una longitud aproximada de 1.150 km. (Márquez, R. Scombatti, 
M. 2011), registra un alto índice de contaminación y sedimentos, 
situación que contribuía en un alto porcentaje a la presencia de 
inundaciones. 
A partir de 1995, el Estado y la ciudad de Sao Paulo adelantaron obras 
conjuntas en la cuenca de este río para controlar las inundaciones y 
mejorar la calidad del agua [71]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011). 
Estas obras contemplaron la ampliación del lecho del río Tietê, con un 
aumento medio de profundidad de 2,5 metros y el ensanchamiento 
de la base hasta 45 metros, así como construcción de embalses y 
presas de retención, canalización de arroyos y la urbanización de sus 
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márgenes. Este programa finalizó en 2008 y tuvo una inversión de 
aproximadamente 1.350 millones de dólares. (Márquez, R. Scombatti, 
7.2.4.1.3.2. Programa de intervenciones en áreas 
de riesgo geológico
La Asesoría Técnica de Obras y Servicios de la Secretaría Municipal 
de Coordinación de las Subalcaldías ejecuta obras de control de 
deslizamientos de laderas de colinas y de márgenes de arroyos. 
(Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
En el periodo 2005 - 2008, el programa ejecutó 202 obras en 562 
lugares, localizados en 20 subalcaldías, considerados áreas de riesgo 
geológico. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4.1.3.3. Programa de canalización de arroyos
La ocupación indebida de los márgenes de los arroyos en el 
municipio de Sao Paulo, por parte de los grupos de población menos 
favorecidos en busca de soluciones habitacionales, colocó a esta 
población en situaciones de riesgo y causó además contaminación 
de las aguas por vertimientos de aguas residuales y sedimentación 
de los arroyos por el depósito de residuos sólidos [72]. (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).  Todo lo anterior, incrementó las inundaciones 
y los desastres asociados a las mismas.
Uno de los programas para mitigar y revertir esta situación fue la 
canalización de arroyos (Procav), que se inició a finales de la década 
de 1980. Este programa comprendía una serie de obras múltiples 
realizadas en las cuencas hidrográficas de la región metropolitana 
[73]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011). Se ejecutó entre 1987 y 2007 
en dos etapas, la primera entre 1987 y 1994 y la segunda entre 1995 
y 2007. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
La ejecución de un programa de esta magnitud implicó el 

































entre 1995 y 2007, quienes ocupaban las zonas donde se llevarían a 
cabo las obras, las cuales también enfrentaban riesgos recurrentes 
de inundaciones. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
Las soluciones de reubicación que se aplicaron para estas familias 
fueron:
• • Traslado a tres conjuntos residenciales, solución que benefició 
a 5.288 familias: 1.590 en la primera fase y 3.876 en la segunda 
fase de ejecución del proyecto. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• • Reubicación en las zonas remanentes del barrio, lo que benefició 
a 634 familias. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• • Indemnización monetaria, aplicada a los casos de inmuebles 
regularizados, con títulos de propiedad. Este tipo de solución se 
aplicó a 1.622 familias: 995 en la primera fase y 627 en la segunda 
fase del proyecto, respectivamente. (Márquez, R. Scombatti, M. 
2011).
7.2.4.2.  Organización 
El diseño y la ejecución del programa de canalización de arroyos 
(Procav) se llevó a cabo mediante la creación de un organismo 
denominado Geprocav (Unidad de Gerenciamiento de Procav), 
fundado el 16 de febrero de 1987, con el fin de tener mayor autonomía 
dentro del Ayuntamiento. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011). El 
Geprocav, vinculado a la Secretaría Municipal de Infraestructura 
Urbana, en calidad de unidad administradora del presupuesto, 
se componía de una estructura organizativa que involucraba 
varias instancias del Ayuntamiento de Sao Paulo (secretarías de 
Infraestructura, Finanzas, Jurídica, Vivienda y Ecología, y Medio 
Ambiente) [74]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4.3. Modalidades de Reasentamiento
Se diseñaron cuatro modalidades de reasentamiento para las 5.137 
familias localizadas en zonas de riesgo o requeridas para las obras de 
infraestructura. 
Estas alternativas fueron:
• Reasentamiento en conjuntos residenciales de apartamentos 
(3.876 familias). (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• Reasentamiento en nuevas casas construidas dentro de las 
mismas favelas las cuales fueron urbanizadas y mejoradas (634 
familias). (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
• Reasentamiento en viviendas que no estaban afectadas por 
inundaciones en las mismas favelas (630 familias de las 3.876 
reasentadas en los conjuntos residenciales). (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).
• Indemnización económica a propietarios de inmuebles (627 
familias). (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4.3.1. Reasentamiento en conjuntos residenciales 
de apartamentos
Se construyeron tres nuevos conjuntos residenciales de apartamentos, 
para las 3.786 familias que seleccionaron esta alternativa, los 
cuales también contemplaron soluciones habitacionales para otras 
familias de Sao Paulo. En esta alternativa, las familias debían pagar 
un porcentaje del valor de los apartamentos, bajo un esquema de 
préstamo subsidiado para ser pagado en veinte años [75]. (Márquez, 
R. Scombatti, M. 2011).
Se establecieron dos criterios que se consideraron fundamentales:
• La ubicación de los conjuntos residenciales no debía romper 
los lazos socioculturales establecidos en las comunidades o, al 
menos, debía minimizar eventuales rupturas. De esta manera, 
los conjuntos debían situarse preferentemente a una distancia 
óptima, para lo cual debía tenerse en cuenta la disposición de 
las viviendas en el momento de la reubicación. (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).
• El valor a ser pagado por las familias mensualmente por la 
vivienda no debía sobrepasar 10% del monto total del ingreso 
familiar. En la actualidad, el valor mensual pagado por una 
unidad habitacional alcanza cerca de veinte dólares. (Márquez, 
R. Scombatti, M. 2011).
063
7.2.4.3.2. Reasentamiento en nuevas casas construidas 
dentro de las mismas favelas
CCuando la favela no estaba afectada en su totalidad, se aplicaba el 
programa denominado “Urbanización de favela”, el cual forma parte 
de la política de vivienda de la Sehab. Por medio de este programa 
se mejora la calidad de las viviendas, de la infraestructura y del 
saneamiento del barrio, así como la regularización de la titularidad 
de los habitantes, convirtiéndolos en propietarios [76]. (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011). Este programa pudo aplicarse en tres favelas, el 
cual permitió que 634 familias se reasentaran en viviendas nuevas 
construidas dentro de los mismos barrios. 
La aplicación de esta modalidad implicó el análisis, selección y 
jerarquización de las favelas, teniendo en cuenta los grados y tipos de 
riesgos, la viabilidad de la ejecución de los tipos de obras requeridas 
y la disposición de las familias hacia el programa [77]. (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011). Los terrenos para la construcción de las nuevas 
viviendas eran municipales en algunos casos, motivo por el cual 
fue necesario cambiarles el uso para vivienda, y en otros casos se 
trataba de terrenos privados por lo que fue necesario adquirirlos. 
Se elaboraron entonces los respectivos proyectos arquitectónicos 
y urbanísticos, tanto para la construcción de las nuevas viviendas 
como para el mejoramiento integral de la favela [78]. (Márquez, R. 
7.2.4.3.3. Reasentamiento en viviendas que no 
estaban afectadas por inundaciones en las mismas 
favelas, o “juego de ajedrez”
Para las familias que no aceptaban el traslado a los conjuntos 
residenciales, ya fuera porque el tipo de vivienda no respondía a sus 
necesidades o por no poder asumir el pago de las mismas aunque 
fuese subsidiado, se creó una solución conocida como la permuta 
o “juego de ajedrez”. Esta solución consistía en un intercambio, 
entre familias de las mismas favelas, del derecho de trasladarse a 
APARTAMENTOS PARA REASENTAR POBLACIÓN, BRASIL [FOTOGRAFÍA 11]. 
Recuperado de REASENTAMIENTO PREVENTIVO DE POBLACIONES EN RIESGO 
DE DESASTRE
COMPLEJO DE APARTAMENTOS PARA REASENTAR POBLACIÓN, BRASIL [FOTO-
GRAFÍA 12]. Recuperado de REASENTAMIENTO PREVENTIVO DE POBLACIONES 
EN RIESGO DE DESASTRE
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un conjunto residencial [79]. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011). La 
familia que no quería dejar la favela podía mudarse a la casa de otra 
familia fuera de la zona afectada y esta otra familia pasaba a formar 
parte del proyecto urbanístico de los conjuntos residenciales.
Se organizaron reuniones abiertas para los habitantes de las 
favelas en las que se explicó el “juego de ajedrez”. Se procedía a la 
identificación de las familias que no se encontraban en zonas de 
riesgo o afectadas por las obras de infraestructura, que estuviesen 
interesadas en el traslado a los conjuntos residenciales, y así 
disponer de su vivienda para otra familia que se debería desplazar 
pero que quisiera continuar residiendo en la favela [80]. (Márquez, 
R. Scombatti, M. 2011). De esta manera, las familias que no querían 
trasladarse a los conjuntos residenciales podían escoger entre las 
viviendas de sus vecinos no afectados para reasentarse en ellas. De 
las 3.786 familias que se trasladaron a los conjuntos habitacionales, 
630 participaron en el “juego de ajedrez”. (Márquez, R. Scombatti, M. 
2011).
7.2.4.3.4. Indemnización económica a propietarios de 
inmuebles
Para las 627 familias con títulos de propiedad, Procav no contempló 
el reasentamiento sino la indemnización por sus inmuebles para que 
las personas se reubicaran por sus propios medios, por considerar 
que el valor recibido por el inmueble expropiado era suficiente para 
que la familia realizara todos los trámites necesarios para encontrar 
y comprar otro inmueble con el dinero recibido por la expropiación. 
Se trata, en rigor, de un “autorreasentamiento”. [81].  (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).
El proceso de indemnización económica fue ejecutado por medio 
del Sector Jurídico (División de Expropiación) y de la Secretaría de 
Finanzas del Ayuntamiento de Sao Paulo. (Márquez, R. Scombatti, M. 
2011).
7.2.4.4. Gestión social
La gestión social se desarrolló en estrecha relación con los órganos 
encargados de la ejecución de las obras de canalización de los 
arroyos, de la construcción de las unidades residenciales para el 
reasentamiento de la población, y de las entidades encargadas 
de prestar los servicios sociales (secretarías de Educación, Salud, 
Transporte, Ecología y Medio Ambiente, y Cultura) [82].  (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).
SSe creó un Consejo Consultivo de Reasentamiento, formado por 
técnicos de la Sehab, de las secretarías que participaban en el proceso 
de reasentamiento y representantes de la comunidad. Este consejo 
permitió la coordinación de acciones y participó activamente en 
el seguimiento del proceso de reasentamiento [83].  (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011). Se contó también con la participación directa de 
los líderes y los representantes locales, así como de las organizaciones 
no gubernamentales (ONG), que actuaban en las zonas.
Para las familias que se iban a reasentar en los conjuntos residenciales, 
se inició una primera actividad de actualización del censo, cuyo 
objetivo se centraba en determinar la demanda que generaría esta 
población en servicios de educación y salud, el número total de 
familias elegibles para esta alternativa y el inicio de la preparación 
de la población para las etapas posteriores y las nuevas condiciones 
de vivienda. (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
7.2.4.5. Perfil poblacional
Las favelas estaban ubicadas en terrenos públicos y el 80% de las 
viviendas habían sido construidas por sus propios habitantes con 
diferentes materiales, especialmente madera. La gran mayoría no 
poseían títulos de propiedad [84].  (Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
Un estudio socioeconómico realizado por la Fundación del Instituto 
de Investigaciones Económicas (FIPE) de la Universidad de Sao 
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Paulo en 1994, sobre las 3.876 familias que fueron reasentadas 
en conjuntos habitacionales, mostró que cerca del 41% de las 
familias formaba parte del mercado laboral informal y el 23% vivía 
situaciones de subempleo o desempleo. (Márquez, R. Scombatti, M. 
2011). El rango de ingreso más frecuente era de uno a tres salarios 
mínimos; no obstante, el 20% vivía en lo que se consideraba como 
la miseria absoluta, con un ingreso mensual familiar inferior a un 
salario mínimo [85].  (Márquez, R. Scombatti, M. 2011). 
El estudio mencionado mostró también que el tiempo de 
desplazamiento para acceder a las escuelas y centros de salud era, 
como máximo, de 30 minutos, lo cual fue considerado en el momento 
de diseñar las alternativas de reasentamiento [86].  (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).
Perú está ubicado en la parte occidental de América del Sur. Su 
territorio limita con Ecuador, Colombia, Brasil, Bolivia y Chile. Está 
asentado con soberanía sobre 1’285,215 km2 de terreno y 200 millas 
marinas del Océano Pacífico, así como 60 millones de hectáreas en la 






La población del Perú de acuerdo con estimaciones y proyecciones 
del Instituto Nacional de Estadística e Informática hasta el 30 de 
junio de 2014, ascendía a 30’814.175 habitantes con una densidad 
promedio de 24 habitantes por km² y su tasa de crecimiento anual es 
de 1,1 %. El 52,6 % de la población peruana vive en la costa, el 38 % 
en la sierra, y el 9,4 % en la selva [88].  (Wikipedia. [Biblioteca digital]. 
Obtenido en:  https://es.wikipedia.org/wiki/Demograf%C3%ADa_
del_Per%C3%BA).
La población económicamente activa equivale al 73,57 % del 
total de la población, es decir 22’668.626 habitantes. Las personas 
mayores de 65 años representan el 6,4 %. La esperanza de vida para 
los hombres es de 72 años, mientras que para las mujeres es de 
77 años. El país tiene un índice de alfabetización del 87,73 % [89]. 
(Wikipedia. [Biblioteca digital]. Obtenido en:  https://es.wikipedia.
org/wiki/Demograf%C3%ADa_del_Per%C3%BA).
A pesar de su acelerado crecimiento económico, Perú sigue 
registrando índices socio-laborales problemáticos. La tasa de 
mortalidad infantil es del 17,96 %, muy por encima de otros 
FIGURA N° 17.Localización de Perú (2016) 
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7.3.3. Gestión de riesgos
Perú se encuentra en la zona intertropical de Sudamérica 
comprendida entre la línea del Ecuador y el Trópico de Capricornio, 
cubre un área de 1’285,215 km², que lo convierte en el vigésimo país 
más grande en tamaño del globo terráqueo  y el tercero de América 
del Sur, posee la mayoría de micro climas del mundo, lo que le da la 
oportunidad de contar con gran diversidad de recursos naturales. La 
existencia de condiciones geográficas y climáticas diversas, como su 
ubicación en el Cinturón de Fuego del Pacifico, y la presencia de la 
Cordillera de los Andes y el Anticiclón del Pacifico, entre otros, hace 
que el territorio peruano sea muy complejo para la implementación 
de la Gestión del Riesgo de Desastres - GRD [92]. (Gestión Del Riesgo 
De Desastres Planagerd 2014-2021. Perú).
El Plan Nacional de Gestión de Riesgos de Desastres - PLANAGERD 
2014 - 2021, se formula en el marco de las Políticas de Estado N° 
32 de la Gestión del Riesgo de Desastres y N° 34 de Ordenamiento 
y Gestión Territorial de la Ley Nº 29664, Ley que crea el Sistema 
países de América Latina. La tasa de pobreza total e indigencia 
(pobreza extrema) son del 23,9 % y 4,7 % respectivamente [90]. 
(Wikipedia. [Biblioteca digital]. Obtenido en:  https://es.wikipedia.
org/wiki/Demograf%C3%ADa_del_Per%C3%BA).  El Perú es un país 
multiétnico, multiracial y pluricultural, el Estado reconoce setenta 
y dos grupos etnolingüísticos agrupados en dieciséis familias 
lingüísticas.
Con relación al componente étnico, el grupo mayoritario lo 
constituyen los amerindios con un 45 %; principalmente de la 
etnia quechua; luego, el segmento mestizo con alrededor del 37 %, 
fundamentalmente descendientes de la mezcla de sangre española y 
quechua; seguidamente, la población  blanca con 15% y la población 
negra, junto con el segmento asiático de origen chino y japonés con 
el 3 % [91].  (Wikipedia. [Biblioteca digital]. Obtenido en:  https://
es.wikipedia.org/wiki/Demograf%C3%ADa_del_Per%C3%BA).
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres - SINAGERD, de su 
reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 048- 2011-PCM, 
así como de la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres 
aprobada como una política nacional de obligatorio cumplimiento 
para las entidades del Gobierno Nacional mediante el Decreto 
Supremo N° 111-2012-PCM. Con el fin de avanzar estratégicamente 
en la implementación de los procesos de la GRD en los planes de 
desarrollo, ordenamiento territorial y acondicionamiento territorial, 
se ha considerado incluir en el presente PLANAGERD 2014 - 2021, 
acciones estratégicas que viabilicen su incorporación transversal 
en los instrumentos de planificación y presupuesto de los sectores, 
gobiernos regionales y locales [93]. (Gestión Del Riesgo De Desastres 
Planagerd 2014-2021. Perú). 
El PLANAGERD 2014-2021 tiene las siguientes orientaciones: 
• Implementar la Política Nacional de GRD, mediante la 
articulación y ejecución de los procesos de la GRD. (Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres – SINAGERD 2014)
• Establecer las líneas, objetivos y acciones estratégicas 
necesarias en materia de GRD. (Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres – SINAGERD 2014)
• Enfatizar que la GRD constituye una de las guías de acción 
básica a seguir para el desarrollo sostenible del país. (Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres – SINAGERD 2014)
• Considerar a la GRD como una acción transversal en todos 
los estamentos organizativos y de planificación en los tres niveles 
de gobierno, y concordar el PLANAGERD 2014 - 2021 con el proceso 
de descentralización del Estado. (Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres – SINAGERD 2014)
• Fortalecer, fomentar y mejorar permanentemente la cultura 
de prevención y el incremento de la resiliencia, con el fin de 
identificar, prevenir, reducir, prepararse, responder y recuperarse de 
las emergencias o desastres. (Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres – SINAGERD 2014)
• Coadyuvar con la integración de las acciones del SINAGERD 
a los nuevos planteamientos, estrategias y mecanismos de la GRD, 
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generados en el contexto internacional. (Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres – SINAGERD 2014)
7.3.4. Reasentamiento
Plan de acción para el reasentamiento de Morococha:
a) La primera premisa del trabajo parte del cuerpo mineralizado que 
se encuentra debajo de la ciudad de Morococha, razón por la cual 
es necesario el reasentamiento de la ciudad. Cabe indicar, que el 
reasentamiento resulta necesario a efecto de mejorar las condiciones 
de salubridad y servicios básicos de la comunidad. (Caseres, J. 2012)
b) La nueva ciudad de Morococha, de acuerdo a la propuesta de 
Chinalco, contaría con casas de material noble, con servicios de 
agua potable, desague, energía eléctrica y alumbrado público. 
Igualmente se garantizarían los servicios de salud, educación y un 
sistema de comercialización para el abastecimiento de bienes y 
servicios. (Caseres, J. 2012)
Desde el año 2006 el proyecto minero ha venido informando a 
la población potencialmente afectada que en dicho proceso de 
reasentamiento se recogió la opinión de la población local. En 
marzo del 2009 la empresa Graña y Montero inició los trabajos, 
el diseño del proyecto de habilitación urbana y vivienda de la 
nueva ciudad de Morococha sobre lo que antaño se conoció 
como la  Hacienda Pucara. La ciudad de Nueva Morococha tiene 
habilitadas 1050 viviendas por la empresa Chinalco [94]. Caseres, 
J. Apuntes sobre el Reasentamiento de la Ciudad de Morococha. 
[Biblioteca digital]. Obtenido en: http://blog.pucp.edu.pe/blog/
mineriagobernanzaderechojlcn/2012/11/26/apuntes-sobre-el-
reasentamiento-de-la-ciudad-de-morococha/
En la actualidad el Estado peruano está forzando el desplazamiento 
de la población, valiéndose de la necesidad de educación de la niñez 
de los pobladores de Morococha, situación que ha obligado a los 
ciudadanos a constituir el “Frente amplio de defensa y desarrollo 
de los intereses del distrito de Morococha”, organismo que está 
solicitando la intervención de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, debido a que existen asuntos importantes aún 
por resolver o que no están resueltos adecuadamente [95]. Caseres, 
J. Apuntes sobre el Reasentamiento de la Ciudad de Morococha. 
[Biblioteca digital]. Obtenido en: http://blog.pucp.edu.pe/blog/
mineriagobernanzaderechojlcn/2012/11/26/apuntes-sobre-el-
reasentamiento-de-la-ciudad-de-morococha/
Como contrapropuesta la población elaboró su propio programa de 
reasentamiento autogestionario.
7.3.5. Perfil poblacional
El Distrito de Morococha tiene 10,000 habitantes distribuidos en 2,000 
familias, cuyos integrantes en su mayoría son trabajadores mineros 
que arriendan espacios en las construcciones que forman el distrito, 
compuestas entre viejos campamentos mineros y construcciones 
particulares antiguas y recientes [96].  (Wikipedia. [Biblioteca digital]. 
Obtenido en:  https://es.wikipedia.org/wiki/Distrito_de_Morococha.
7.3.6. Características del reasentamiento
Vista desde la carretera central, las viviendas y locales institucionales 
construidas por Chinalco se ven imponentes. Un color rojizo domina 
sus techos y de noche, la iluminación perfila una ciudad moderna.
En total, además de calles y avenidas enteras, se construyeron 
1050 viviendas, 25 edificios públicos (escuelas, centros de salud, 
comisarías, coliseos, centros de entretenimiento, infraestructura 
para las instituciones sociales), plantas de tratamiento de residuos 
y de agua potable, y relleno sanitario en la “Nueva Morococha”. En 
esta ciudad, serán reasentadas de 40 familias por día [97]. Caseres, 
J. Apuntes sobre el Reasentamiento de la Ciudad de Morococha. 




ROJAS, F. REASENTAMIENTO DE MOROCOCHA, PERÚ 
[FOTOGRAFÍA 13]. Recuperado de http://mapio.ne-
t/a/7790718/
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I. La nueva ciudad de [Carhuacoto] está asentada justo en el 
cauce del río Carhuacoto que aparte de ser un Bofedal, existe una 
Laguna ácida Huascacocha, con peligro constante de desembalse 
debido a que la zona es declarada por Indeci, Peru como de alto 
grado de sismicidad. (Caseres, J. 2012)
II. El material de las casas no logra darles condiciones mínimas 
de abrigo y salud a la población. (Caseres, J. 2012)
III. Actualmente, más de 500 personas entre niños y jóvenes no 
están recibiendo clases escolares en los diferentes niveles educativos 
y tampoco se cuenta con la asistencia de salud de parte del gobierno. 
(Caseres, J. 2012)
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Colombia está localizada en la esquina noroccidental de Suramérica. 
Su extensión territorial es de 1.141.748 km2,  dividida en 32 
departamentos, conformados por 1.122 municipios y un distrito 
capital. Existen seis regiones naturales a saber: Andina, Caribe, 




Colombia tiene una población de 45.324.305 habitantes con base en 
las proyecciones del Departamento Nacional de Estadísticas (DANE ) 
a 2010. El 76% vive en las áreas urbanas y el 24% en las zonas rurales. 
El 70% de los habitantes está localizado en la cordillera de los Andes, 
la que al entrar al país, se divide en tres ramas que ocupan casi la 
mitad del territorio [98]. (Poveda, N. 2011). Los conflictos sociales y 
armados durante el siglo XX y parte de éste, exacerbaron la migración 
rural y urbana. 
Colombia en medio siglo mutó de un país rural a uno urbano 
de acuerdo con el censo de población de 2005, el 19,6% de los 
habitantes urbanos y el 53,5% de las zonas rurales no pueden 
satisfacer sus necesidades básicas (índice NBI), lo que refleja las 
grandes disparidades entre estos dos sectores [99]. (Poveda, N. 2011). 
7.4.3. Gestión de riesgo
Dada la localización y características geográficas del país, Colombia 
enfrenta amenazas por las condiciones geológicas, geomorfológicas 
e hidrometeorológicas.
El país está ubicado en una zona de alta complejidad geológica 
como producto de los movimientos de tres placas tectónicas que 
generan actividad sísmica y volcánica, con trece volcanes activos. 
Estas características explican la ocurrencia de fenómenos como los 
sismos y tsunamis, hechos registrados desde el año 1557 a 2008 
(Contraloría General de la Nación, 2005: 209), con un balance de 
nueve terremotos de gran magnitud ocurridos en las zonas Pacífica 
y Andina, dos tsunamis en el sur de la costa Pacífica, uno de ellos 
con una intensidad de 9.2 Mw y varias erupciones de volcanes con 
avalanchas posteriores, como el causado por el deshielo del nevado 
del Ruiz en 1985. Los sismos constituyen la principal amenaza natural 
debido a que cerca del 86% de la población está ubicada en zonas 
de nivel medio y alto de amenaza sísmica (DNP., 2001: 4).
Por otra parte, las condiciones geomorfológicas generan amenazas 
de deslizamientos y remociones en masa. Desde 1983, se han 
FIGURA N° 18.Localización de Colombia (2016) 
Elaboración propia
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presentado diferentes eventos, cinco de ellos de gran magnitud a lo 
largo de la cordillera de los Andes. (Poveda, N. 2011).
Además, las características hidrometeorológicas del país y los patrones 
de ocupación, hacen que se presenten inundaciones causadas por 
temporadas de fuertes lluvias entre las cuales se han registrado 
cuatro de gran magnitud de 1972 a 2008, impactando grandes 
extensiones. Colombia también está expuesta a los fenómenos de El 
Niño y La Niña, así como a otras amenazas:  huracanes, tormentas y 
eventos asociados con las condiciones climáticas, como los incendios 
forestales [100]. (Poveda, N. 2011).
7.4.4. Sistema nacional de atención y prevención de desastres
Con antecedentes de desastres como los reseñados, que era 
necesario que Colombia contara con un sistema integral para la 
prevención y atención de emergencias. Es por ello que se cuenta 
con un marco legal e institucional que hace posible una gestión 
integral de prevención y atención de riesgos de desastres y que 
se ha venido consolidando desde mediados de la década de 1980. 
Entre los desarrollos más importantes se encuentra la creación de un 
Sistema Nacional de Atención y Prevención de Desastres (SNPAD), 
la Dirección de Gestión de Riesgo para la Prevención y Atención de 
Desastres (en 1988), la asignación de funciones para la elaboración de 
estudios de riesgo a instituciones específicas (Instituto Colombiano 
de Minería y Geología), Ingeominas y el (Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales), la inclusión de la prevención 
y disminución de riesgos en los planes de ordenamiento territorial y 
la creación de mecanismos financieros para la prevención y atención 
de emergencias (Fondo Nacional de Calamidades y subsidios de 
vivienda para familias que habitan en zonas de riesgo o afectadas 
por desastres) [101] . (Poveda, N. 2011).
El SNPAD está dirigido por el comité nacional, en el cual participa el 
presidente de la República y la Dirección Nacional de Prevención y 
Atención de Desastres, dependencia del Ministerio del Interior y de 
Justicia. (Poveda, N. 2011).
Este sistema se caracteriza por ser interinstitucional, intersectorial, 
descentralizado y participativo. Está conformado por los comités 
nacional, técnico y operativo y por comisiones sectoriales. El sistema 
articula también los niveles, nacional, departamental y municipal, 
por medio de los comités regionales de prevención y atención de 
desastres (CREPADS) y los comités locales de prevención y atención 
de desastres (CLOPADS). El SNPAD, ha venido diseñando también 
un sistema integrado de información, que permite conocer y ubicar 
en lo territorial los riesgos existentes en el país y los niveles de 
vulnerabilidad [102] . (Poveda, N. 2011).
Entre los instrumentos de planificación del sistema se encuentran el 
Plan Nacional de Prevención y Atención de Emergencias, los planes 
sectoriales y los planes empresariales.
7.4.5. Financiamiento de la gestión de riesgo
Colombia cuenta con una estructura financiera para atender la 
prevención y atención de desastres, conformada por el Fondo 
Nacional de Calamidades, que recibe recursos de regalías de la 
nación, y del Fondo Nacional de Vivienda. (Poveda, N. 2011).
La financiación de los costos de prevención y atención de desastres 
continúa dependiendo de los recursos de la nación, con excepción 
de Bogotá, que creó el Fondo para la Prevención y Atención de 
Emergencias (FOPAE).
Por otra parte, a partir de 2005 el Fondo Nacional de Vivienda brinda 
subsidios familiares de vivienda urbanos para la población de bajos 
ingresos, afectadas por desastres o que se encuentre en alto riesgo; 
a nivel rural, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural es el 
encargado de otorgar estos subsidios. El gobierno también recurre 
a créditos con la banca multilateral, como el suscrito en 2005 con 
el Banco Mundial por 260 millones de dólares, con destino a la 
financiación del programa de reducción de la vulnerabilidad fiscal 
del Estado frente a los desastres naturales, además recibe donaciones 
de organismos internacionales [103] . (Poveda, N. 2011).
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7.4.6. El reasentamiento de población: una estrategia para la 
prevención y reducción del riesgo.
Entre las diferentes estrategias de prevención de riesgo que se 
adelantan en el país, se encuentra el reasentamiento de poblaciones 
localizadas en áreas de riesgo no mitigable, es decir, aquellos que no 
pueden reducirse con ninguna otra medida o que su costo resulta 
tan alto, que es más económico reasentar a la población.
Entre los reasentamientos preventivos que se han llevado a cabo, 
se destacan los del municipio San Cayetano en Cundinamarca, 
con 10.000 personas, los reasentamientos en la ciudad de 
Medellín, de 45.000 personas, y los de Bogotá, de 65.000 personas, 
aproximadamente. (Poveda, N. 2011).
Un estudio sobre las experiencias y prácticas de reasentamiento 
elaborado por el Departamento Nacional de Planeación (DNP) en 
2005 (DNP, acci, 2005) mostró que entre los años 1994 y 2004 se 
desplazaron aproximadamente 130.00 personas (28.555 hogares), 
en 192 municipios, por desastres naturales. Este estudio también 
encontró en una muestra realizada en 137 municipios (9,6% del 
total del país), que tenían previstos 158 planes de reasentamiento 
para 95.340 familias, que habitaban en zonas de riesgo, los cuales se 
debían ejecutar hasta el año 2011, 81% de ellas en la región Andina, 
13% en la pacífica y 6% en las otras regiones [104]. (Poveda, N. 2011). 
Infortunadamente no existen datos consolidados de los avances en 
la ejecución de estos planes de reasentamiento, ni un sistema de 
información nacional sobre el tema, sino solamente datos dispersos 
en cada uno de los municipios.
7.4.7. Bogotá. D.C.
Bogotá es la capital del país y está ubicada en el centro geográfico 
del territorio nacional, sobre una meseta de la cordillera Oriental, en 
el altiplano denominado Sabana de Bogotá, a 2.630 metros sobre 
el nivel del mar. Tiene una extensión de 177.598 hectáreas, 17% 
destinadas al uso urbano, 10% suburbanas y 73% rurales. (Poveda, 
N. 2011).
El área urbana se encuentra constituida por veinte localidades, 
divididas en 114 unidades de planeación zonal (upz), integradas cada 
una de ellas por un conjunto de barrios. El área rural está organizada 
por las unidades de planeamiento rural (upz), conformadas a su 
vez por un conjunto de veredas que son las unidades mínimas de 
organización territorial a nivel rural [105]. (Poveda, N. 2011)..
7.4.7.1. Crecimiento poblacional y ocupación del territorio
Bogotá pasó de 96.605 habitantes a comienzos del siglo XX 
(Montezuna, 1999: 192) a 7’000.000 a finales del mismo siglo. Para 
2009, de acuerdo con las proyecciones de población elaboradas por 
el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, con base 
en el censo de 2005, el Distrito Capital tenía 7.259.597 habitantes 
(correspondiente al 14,3% del total de la población nacional), de los 
cuales el 99,7% habitaban en el área urbana [106]. (Poveda, N. 2011). 
El porcentaje de población con necesidades básicas insatisfechas es 
de 15,9%, de acuerdo con un estudio realizado por el DANE en 2007.
El proceso de poblamiento se realizó de manera desorganizada, 
sin un adecuado control sobre el uso del suelo, generándose 
asentamientos humanos en áreas de preservación ambiental, 
humedales, rondas de quebradas y montañas. 
La ocupación y tenencia del suelo en zonas periféricas se ha 
caracterizado por la subdivisión ilegal de la tierra, la falta de servicios 
públicos, ausencia de títulos de propiedad, dificultades de acceso, 
carencia de espacio público y equipamiento comunitario.
7.4.7.2. Principales amenazas
La presión del poblamiento en suelos de alta sensibilidad ambiental, 
unido a los periodos de lluvias, incrementa el riesgo de inundaciones 
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y deslizamientos de tierra. En efecto, durante el periodo comprendido 
entre 1943 y 2006, el 56,34% de los fenómenos de riesgo correspondió 
a remoción en masa, el 43,59% a inundaciones y el 0,07% a sismos 
(Capitales Andinas, 2007: 15). Otro tipo de amenazas son los incendios 
forestales en épocas de estiaje en los cerros que circundan la ciudad.
7.4.7.3. La gestión de riesgos y el sistema distrital de 
prevención y atención de emergencias de Bogotá
Bogotá tiene el sistema distrital para la prevención y atención 
de emergencias (SDPAE). Este sistema, al igual que el del orden 
nacional –SNPAD –, está concebido como una red multisectorial 
e interinstitucional de entidades públicas y privadas. Su objetivo 
principal es la gestión integral para la prevención frente al riesgo 
y, en consecuencia, su organización institucional refleja un 
esquema intersectorial en donde participan, según sus funciones 
y competencias, entidades tanto del sector público como privado 
bajo la coordinación del alcalde mayor  [107]. (Poveda, N. 2011).
El SDPAE es coordinado por la Dirección de Prevención y Atención de 
Emergencias (DPAE), oficina gubernamental adscrita a la Secretaría 
de Gobierno de la Alcaldía Mayor de Bogotá, que define las políticas 
e integra las acciones de prevención de riesgos y atención de 
desastres de las diferentes entidades que conforman este sistema 
[108]. (Poveda, N. 2011).. El sistema, a su vez, está constituido por 
un comité distrital conformado por todas las entidades que tienen 
un papel relevante en la prevención y gestión de riesgos, comités 
locales de emergencia, los cuales se encargan de la prevención y 
atención de emergencias, comisiones técnicas en temas específicos. 
(Poveda, N. 2011). Como fuente de financiación el SDPAE dispone 
del Fondo para la Atención y Prevención de Emergencias (Fopae).
7.4.7.4. Reasentamiento de población
7.4.7.4.1. Reasentamiento por alto riesgo
Este programa plantea que el traslado debe ser a otro sitio de la 
ciudad, a viviendas dignas y seguras, propendiendo por la integración 
social y económica para garantizar el bienestar de los hogares.
El marco de la política y la metodología para el reasentamiento de 
hogares en alto riesgo no mitigable fue elaborado por la Caja de la 
Vivienda Popular en el año 2002, en desarrollo del proyecto de Bogotá 
Servicios Urbanos, financiado por el Banco Mundial [109]. (Poveda, N. 
2011). Este marco y metodología consolidó la experiencia de la CVP 
en este tema durante la década de 1990 y se ha actualizado desde 
entonces, con base en las experiencias obtenidas en estos años.
A partir de los estudios de microzonificación efectuados por la 
DPAE, entidad que tenía registrados en el Sistema de Información 
de Riesgos y Emergencias (SIRE) a septiembre de 2008, cerca de 
9.154 hogares para el programa de reasentamiento. De estos, 5.179 
ya habían sido reasentados y 2.357 se encontraban en proceso, lo 
cual muestra un cubrimiento del 82,3% [110]. (Poveda, N. 2011). Sin 
embargo, como las amenazas son fenómenos dinámicos, de acuerdo 
con los resultados de los monitoreos de la DPAE, nuevas familias 
ingresan anualmente al SIRE. 
7.4.7.4.2. Subsidio de vivienda para viabilizar el 
reasentamiento de población en alto riesgo.
Bajo el marco del POT, se creó en 2003 el subsidio especial de vivienda 
llamado “Valor Único de Reconocimiento” (VUR), (Poveda, N. 2011), 
como un instrumento económico que posibilita el reasentamiento 
de las familias de más bajos recursos, que habitan predios ubicados 
en áreas declaradas en alto riesgo no mitigable.
El VUR está compuesto por:
a. El valor del avalúo de la tierra y mejoras, el cual se realiza de 
acuerdo con un avalúo comercial especial, y se reconoce de acuerdo 
con los derechos reales de dominio o posesión. (Poveda, N. 2011).
074
b. Un reconocimiento adicional por vulnerabilidad económica para 
aquellas familias que les corresponda un valor de avalúo inferior al 
costo mínimo del valor de una vivienda típica de los programas de 
vivienda de interés social. (Poveda, N. 2011).
Inicialmente, el valor del reconocimiento por vulnerabilidad 
económica era hasta de 24 s.m.l.m.v. (6.441 dólares de 2008), pero 
este subsidio aún era insuficiente para adquirir una vivienda de 
reposición, teniendo en cuenta que  las familias debían postularse 
para acceder a un subsidio de vivienda del orden nacional, distrital 
o aplicar a créditos otorgados por la banca privada para completar 
el monto necesario para adquirir la vivienda. Con el fin de facilitar el 
proceso de reasentamiento, en 2006 el monto del VUR se incrementó 
hasta 50 salarios mínimos legales vigentes (s.m.l.vm.), (13.000 dólares 
aproximadamente) [111]. (Poveda, N. 2011), lo que significa para un 
hogar, adquirir una vivienda legal y segura, sin necesidad de solicitar 
otros subsidios o créditos adicionales.
7.4.7.4.3. Reasentamiento la Nueva Esperanza
El barrio Nueva Esperanza se encontraba ubicado en la localidad 
Rafael Uribe Uribe, al suroriente de la ciudad, en la microcuenca de 
la quebrada Hoya del Güaira y en las cercanías del Parque Ecológico 
Distrital Entre Nubes (Peden), el cual pertenece a las reservas 
naturales del Distrito Capital. 
Por ser una zona declarada de fragilidad ambiental por el POT en 
2000 y por tener asentamientos humanos, en 2002 el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) en coordinación con la DPAE contrató 
los estudios y diseños de intervención física para recuperar la zona 
de alto riesgo y evitar nuevas ocupaciones, en el marco del proyecto 
reducción de la vulnerabilidad del Estado ante desastres naturales 
financiado por el Banco Mundial. A partir de los resultados de estos 
estudios, la DPAE declaró la zona de alto riesgo no mitigable [112]. 
(Poveda, N. 2011). 
POBLADORES DE LA ANTIGUA ESPERANZA, BOGOTÁ [FOTOGRAFÍA 14]. Recu-
perado de REASENTAMIENTO PREVENTIVO DE POBLACIONES EN RIESGO DE 
DESASTRE
VISTA DE LA ANTIGUA ESPERANZA, BOGOTÁ [FOTOGRAFÍA 
15]. Recuperado de REASENTAMIENTO PREVENTIVO DE 
POBLACIONES EN RIESGO DE DESASTRE
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7.4.7.4.4. Organización institucional
La CVP, es la encargada del reasentamiento. En este proceso también 
intervienen otras entidades  que desarrollan funciones pertinentes 
para  el mismo, como la evaluación y gestión del riesgo,  atención en 
educación y salud, organización  comunitaria y proyectos productivos 
[113]. (Poveda, N. 2011). También  participan las autoridades locales 
y los comités  de emergencia donde la población se encuentra 
ubicada. 
Para la coordinación de las diferentes instituciones, en el caso de 
Nueva Esperanza, se creó una mesa técnico social, que se reunía 
mensualmente. Esta mesa fue presidida por la CVP y la DPAE,  y 
participaban todas las entidades involucradas así como líderes 
elegidos por la comunidad y entidades de control [114]. (Poveda, N. 
2011). 
También se establecieron mecanismos de rendición de cuentas 
sobre el avance en el desarrollo del reasentamiento de la población 
y de los demás programas del plan de rehabilitación.
7.4.7.4.5. Criterios de elegibilidad
La CVP, de acuerdo con el marco normativo para el reasentamiento 
de hogares por alto riesgo no mitigable, aplicó como criterios de 
elegibilidad los siguientes:
• Haber sido identificado y priorizado el predio y la vivienda como 
de alto riesgo no mitigable por parte de la DPAE. (Poveda, N. 
2011).
• Ser residente en la zona declarada en alto riesgo no mitigable. 
(Poveda, N. 2011).
• No poseer otro predio habitable dentro de la ciudad ni fuera de 
ella. (Poveda, N. 2011).
• No haber sido reasentado en otro proyecto de la ciudad. (Poveda, 
N. 2011).
• Ser poseedor de acuerdo con el estudio de títulos. (Poveda, N. 
2011).
Teniendo en cuenta la aplicación de estos criterios, de 1.099 
hogares identificados, 1.074 fueron incluidos en el programa de 
reasentamiento, diez familias tenían otras viviendas en condiciones 
de habitabilidad, seis eran arrendatarios y nueve se negaron a 
participar (CVP, 2010b: 3-4). Estas últimas familias fueron remitidas a 
la instancia de gobierno competente para definir una solución [115]. 
(Poveda, N. 2011). 
BARRIO NUEVA ESPERANZA, BOGOTÁ [FOTOGRAFÍA 16]. 
Recuperado de REASENTAMIENTO PREVENTIVO DE POBLA-
CIONES EN RIESGO DE DESASTRE
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7.4.7.4.6. Alternativas de Reasentamiento
De acuerdo con la oferta inmobiliaria y las expectativas de la 
población, se identificaron las siguientes alternativas para el 
reasentamiento:
• Vivienda nueva disponible en el mercado.
Esta alternativa consistía en la identificación de proyectos de 
vivienda de interés social desarrollados por el sector privado o por 
organizaciones populares de vivienda, y en su evaluación técnica y 
legal. (Poveda, N. 2011).
• Vivienda usada
Consistía en la búsqueda y evaluación de viviendas usadas, en 
los rangos de valores de los montos que recibirían las familias. 
Por ser esta una alternativa interesante para los hogares, la CVP, 
con su equipo de arquitectos e ingenieros, analizaba el mercado 
inmobiliario, estudiaban jurídica y técnicamente las viviendas, con 
el fin de producir un portafolio para presentar a los hogares quienes 
elegían las viviendas que les interesaban. Las familias también 
presentaban viviendas al equipo de la CVP para que realizaran los 
estudios pertinentes para su aprobación.
• Construcción de viviendas
Dada la escasez de oferta de vivienda nueva o usada en el segmento 
del mercado que respondía a las características de los beneficiarios 
del programa de reasentamiento, la CVP promovió dos proyectos 
de vivienda: El Caracol (402 viviendas de 38,56 m2) y Arborizadora 
Alta (98 viviendas de 42 m2). (Poveda, N. 2011). Las viviendas 
construidas en estas urbanizaciones eran de desarrollo progresivo, 
lo que permitía a las familias su ampliación y tenían una licencia 
de construcción vigente por dos años. Todas las urbanizaciones 
contaban con equipamientos comunitarios (jardines infantiles, 
salones comunitarios, parques, canchas deportivas) y con acceso 
a centros educativos y de salud, así como al servicio de transporte 
[116]. (Poveda, N. 2011). 
• Traslado a su lugar de origen
Esta modalidad de reasentamiento se dirigía a la población que 
deseaba volver a su territorio. En esta alternativa el hogar recibe el 
acompañamiento y asesoría para la adquisición de una vivienda o 
finca en su lugar de origen y para el acceso a los servicios sociales. 
(Poveda, N. 2011).
La República de Guatemala se encuentra localizada en la parte norte 
del istmo centroamericano. Su extensión territorial es de 108.889 




7.5.2. Población, diversidad cultural y exclusión.
Guatemala en la actualidad tiene una población cercana a los trece 
millones de habitantes, según las proyecciones del Instituto Nacional 
de Estadística (INE), de los cuales el 47% vive en la zona urbana y 
el 53% en la rural. El 68% es población indígena y el 32% restante 
ladina. En el país cohabitan cuatro culturas -maya, garífuna, xinka y 
ladino o mestizo-, 25 etnias y se hablan 25 idiomas [117]. (Poveda, N. 
2011).
El 51% de la población es pobre, el 11,7% extremadamente pobre 
(Banco Mundial, 2006). La población indígena está sobrerrepresentada 
en estos porcentajes, encontrándose el 74% en condiciones de 
pobreza y el 24% en extrema pobreza (Hall y Patrinos, 2004). 
El país enfrentó un conflicto armado por más de tres décadas el cual 
culminó con la firma de acuerdos de paz entre los grupos guerrilleros 
y el gobierno el 26 de diciembre de 1996. La búsqueda de una 
solución política a los conflictos históricos del país ha generado 
nuevos espacios de diálogo y entendimiento, y se cuenta con una 
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agenda integral orientada a superar las causas del enfrentamiento y 
sentar las bases de un nuevo desarrollo [118]. (Poveda, N. 2011).
7.5.3. Amenazas, vulnerabilidad y riesgo.
La posición geográfica de Guatemala en el istmo centroamericano, 
entre dos océanos, en una zona de convergencia intertropical causa 
eventos de origen hidrometeorológico como huracanes, lluvias 
intensas y temporales que, a su vez, ocasionan inundaciones y 
deslizamientos (Universidad Rafael Landívar, 2005). Esta situación 
se agrava por la presencia del fenómeno de El Niño que incide 
significativamente en el régimen de lluvias y sequías [119]. (Poveda, 
N. 2011). 
Además, el país está localizado sobre tres placas tectónicas cuya 
interacción y reacomodo originan frecuentes sismos y dan origen al 
cinturón volcánico que atraviesa el país de oeste a este, constituido 
por 37 volcanes, 11 de los cuales están clasificados como activos 
y tres de ellos han registrado erupciones en los últimos diez años 
(Universidad Rafael Landívar, 2005; Bohnenberger, 1969: 23 24).
Dadas estas características, las principales amenazas que enfrenta 
el país son geológicas (sismos, vulcanismo, colapso de suelos, 
hundimiento, maremotos, flujos de lodo) e hidrometeorológicas 
(huracanes, inundaciones, sequías, granizadas) [120]. (Poveda, N. 
2011).
El fenómeno natural cuya amenaza tiene la mayor área de influencia 
en el país es el terremoto, seguido por las tormentas tropicales y 
huracanes, también pueden llegar a ser importantes las erupciones 
volcánicas; sin embargo, los fenómenos más recurrentes y puntuales 
son las inundaciones y los deslizamientos (BID, Universidad Nacional 
de Colombia, 2004), que causan efectos continuos en el nivel local 
sin que sean muy visibles, cuyos efectos acumulativos pueden ser 
muy importantes.
7.5.4.Desastres Socio-naturales
Una investigación de fuentes documentales realizada por Unepar-
Unicef (2001), sobre desastres ocurridos entre 1530 y 1999, encontró 
que en ese periodo se registraron 21.447 eventos, 68% de origen 
hidrometeorológico y 32% geodinámica. (Aguirre, E. 2011).
El estudio del Banco Mundial (2009) sobre gestión de riesgo para 
países prioritarios señala que durante 1902 y 2005 se presentaron 62 
desastres naturales que afectaron aproximadamente a seis millones 
de personas. El mismo estudio posiciona a Guatemala como el quinto 
país con el riesgo más alto a la exposición de desastres naturales, 
debido a que el 83% del PIB se genera en áreas con exposición a 



































El estudio sobre amenazas y vulnerabilidad social de Guatemala 
(Universidad Rafael Landívar, 2005) señala que existen en el país 
1.733 poblados con cerca de 210.000 habitantes expuestos a 
inundaciones; que el 7% del territorio nacional tiene una probabilidad 
anual superior al 50% de sufrir heladas, lo que puede afectar a 16.500 
personas y que el 5%, donde residen cerca de 485.000 personas, se 
encuentra en situación de amenaza muy alta y extrema por sequías 
[122]. (Poveda, N. 2011). 
Respecto a la población expuesta a sismos por los movimientos de 
las placas tectónicas, el estudio anterior (Universidad Rafael Landívar, 
2005) indica que cerca de las grandes fallas se ubican 641 poblados y 
84.000 personas que podrían ser afectadas en caso de producirse el 
evento. Durante el siglo XX se presentaron doce terremotos, con un 
promedio de un sismo cada ocho años (BID, Universidad Nacional de 
Colombia, 2004).
7.5.5. Gestión de riesgo
La preocupación e interés de las autoridades nacionales sobre el tema 
de vulnerabilidad, y por establecer procedimientos que disminuyan 
el impacto de los desastres en la población, se incrementó como 
consecuencia de los tres grandes desastres ya mencionados. Sin 
embargo, los modelos de atención fueron diferentes en cada uno de 
estos desastres, reflejando el momento histórico y sus circunstancias 
particulares. 
El modelo de gestión en la década de 1970 se caracterizó por la 
verticalidad en la toma de decisiones y la acción militar marcó el estilo 
de actuación, sin existir ningún tipo de participación de la población 
(terremoto 1976). Para finales del siglo XX, se aplicó un modelo de 
actuación centrado en la reconstrucción de la infraestructura física, 
también con verticalidad en la toma de decisiones, con participación 
del sector privado pero sin participación de la comunidad (huracán 
Mitch); y, finalmente, para la primera década del siglo XXI, se 
identifica el modelo actual de reconstrucción con transformación, 
el cual no solo abre la participación de la sociedad en la toma de 
decisiones con enfoque cultural y de género, sino que enfatiza 
la reconstrucción del tejido social, el respeto por los derechos 
humanos y la inclusión de la gestión de riesgo en el desarrollo 
sostenible, aplicando el principio de subsidiariedad y solidaridad 
[123]. (Poveda, N. 2011). 
Los cambios históricos en el país y los efectos acumulativos de 
los desastres estimularon el desarrollo de una visión de más 
largo plazo para la prevención y la gestión de riesgo, así como el 
fortalecimiento del marco legal e institucional en estos aspectos. 
Aunque aún queda mucho camino por recorrer, las bases para un 
enfoque sólido y estratégico de gestión de riesgo ya están sentadas.
7.5.6. Marco legal e institucional
En 1996, mediante un decreto legislativo se creó la Coordinadora 
Nacional para la Reducción de Desastres (CONRED), la cual forma 
parte de la red centroamericana denominada Coordinación 
para la Prevención de los Desastres Naturales en Centroamérica 
(CEPREDENAC), creada en 1993. 
CONRED, está conformada por el Consejo Nacional para la Reducción 
de Desastres, integrado por el sector público, entidades autónomas 
y sector privado; una junta y secretaría ejecutiva, así como las 
coordinadoras regionales, departamentales, municipales y locales. 
(Aguirre, E. 2011).
En el nivel preventivo, CONRED impulsa la realización de estudios 
para el conocimiento de los riesgos, formula y coordina programas 
para su reducción, brinda capacitación en el tema y es la responsable 
de declarar las zonas de alto riesgo. 
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Cuando se presenta una emergencia, CONRED activa el Centro 
de Operaciones de Emergencia (CODE), el Sistema de Enlaces 
Interinstitucionales, asesora a la Presidencia de la República para 
la declaratoria de desastres, coordina y supervisa la atención de 
emergencias e informa al público de la situación. En la fase de 
reconstrucción, coordina los programas de reconstrucción y la 
distribución de la ayuda de la cooperación internacional. (Aguirre, 
E. 2011).
7.5.7. Modelo de gestión de riesgo
La estrategia global de atención a la población en el manejo 
del tema de vulnerabilidad está concentrada actualmente en el 
funcionamiento y programas gestionados por la CONRED, por medio 
de herramientas de coordinación como el plan nacional de respuesta, 
el Sistema de Enlace Interinstitucional, el Centro de Operaciones de 
Emergencia (COE), el Sistema de Manejo de la Información en caso 
de desastre (SISMICEDE), el Manual de Operaciones Nacional y el 
Sistema Integrado de Manejo de Emergencias (SIME) [124]. (Poveda, 
N. 2011)..
La estrategia incluye también la incorporación del tema de gestión 
de riesgo en los planes estratégicos territoriales (PET), elaborados 
por la Secretaria de Planificación y Programación de la Presidencia 
(SEGEPLAN), y el fortalecimiento a la coordinación local en áreas de 
alto riesgo promovido por CEPREDENAC- SECONRED. 
La adopción de esta estrategia integral supone un cambio fundamental 
pasando de un enfoque centrado en la respuesta y la reconstrucción, 
a uno en el que la prevención tiene un papel fundamental. El nuevo 
modelo supera también la visión de la protección civil, al establecer 
responsabilidades en todas las instancias del Estado, según sus 
competencias y funciones correspondientes, con el fin de modificar 
las causas del riesgo y actuar intersectorialmente [125]. (Poveda, N. 
2011).
7.5.8. Panabaj y T´zanchaj
7.5.8.1. Departamento de Sololá, municipio de Santiago 
Atitlán
Este departamento se encuentra situado en la región suroccidental 
del país. La cabecera departamental está a una distancia de 140 
kilómetros de Ciudad de Guatemala.
De acuerdo con las proyecciones del Instituto Nacional de Estadística 
(INE), en 2000 tenía cerca de 307.791 habitantes. Sololá es uno de los 
departamentos del país con más proporción de población indígena, 
que corresponde al 94% del total de habitantes, compuesta por los 
grupos Cakchikel, Kiché y Tz’utujil. Los habitantes rurales representan 
el 66% del total. En 1998 la tasa de analfabetismo era del 62%. El 
porcentaje de pobreza calculado con base en necesidades básicas 
insatisfechas (NBI), niveles de ingreso y de consumo asciende al 
INDIGENAS, GUATEMALA [FOTOGRAFÍA 17]. Recuperado 
de REASENTAMIENTO PREVENTIVO DE POBLACIONES EN 
RIESGO DE DESASTRE
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76,36%, y en extrema pobreza se sitúa en 32,62%. Estas características 
hacen que esta región sea una de las más pobres del país, muy por 
encima del promedio nacional.
7.5.8.2. Caracterización de Panabaj y T’zanchaj
Estos son cantones rurales, con una extensión aproximada de 13 
y 11 km2, respectivamente. En el censo del Instituto Nacional de 
Estadística (INE) 2002 se registraron 2.797 habitantes en Panabaj y 
1.263 en T’zanchaj. Las actividades económicas son la agricultura 
y las artesanías, y ambos tienen elevados índices de pobreza. La 
mayoría de la población pertenece a la etnia tz´utujiil, una de las 
descendientes de los Mayas. El 95% de los habitantes de Panabaj y el 
90% T´zanchaj hablan el idioma tz’utujil (60% de las mujeres y 30% 
de los hombres no tienen un buen dominio del castellano; Cordillera 
S.A. y Conred, 2006) [126]. (Poveda, N. 2011).
La capital de este grupo étnico se encontraba a la llegada de los 
españoles (1524) al lado poniente de la entrada a la bahía de 
Santiago, sobre un promontorio rocoso (Cordillera S.A. y Conred, 
2006: 63), en el lugar conocido actualmente como Chuitinamit, 
Chuicinivit o Chuk Muk, este último término significa “plataformas 
o gradas entre piedras”, que hace referencia a la forma del terreno 
[127]. (Poveda, N. 2011). Este aspecto toma relevancia en el proceso 
de reasentamiento como se verá posteriormente.
El nombre del cantón Panabaj deriva de los vocablos Pan´ que se 
traduce entre y, y Abaj, piedra, palabras que se interpretan como 
“lugar entre piedras”. Otro nombre con el que se conoce a la 
comunidad es el de Prw´a´ch´ba´k, vocablos que se interpretan como 
“lleno de lodos” o “cabeza de lodo”. Esto se debe, según referencias, 
a los deslaves que suceden cada cierto tiempo en el lugar desde 
tiempos de los abuelos (Cordillera S.A. y Conred, 2006). (Aguirre, E. 
2011) .
Esa toponimia muestra el conocimiento del riesgo por parte de los 
pobladores ancestrales.
Por su parte, el nombre del cantón T’zanchaj deriva de los vocablos 
T´zan´ que se traduce en la punta y, y chaj, pino. Palabras que se 
interpretan como “en la punta del pueblo hay muchos pinos”, de 
donde su nombre lo deriva del bosque de pinos y otros árboles que 
en otra época abundaban en el lugar (Cordillera S.A. y Conred, 2006). 
(Aguirre, E. 2011).
7.5.8.3. Proceso de reasentamiento
La comisión de reconstrucción de Santiago Atitlán, negoció 
un modelo de reconstrucción y reasentamiento respetando y 
fortaleciendo la organización tradicional comunitaria del municipio, 
la que se estructura sobre la base de una red de actores e instituciones, 
con elementos ancestrales integrados al sistema de dominio 
occidental. El punto fundamental de estas instituciones lo propicia 
la cosmovisión, la historia y la concepción de la vida espiritual del 
pueblo tz’utujil en Santiago Atitlán [128]. (Poveda, N. 2011).. 
La participación en el proceso de planificación y ejecución de los 
planes de reconstrucción y reasentamiento se dio por intermedio del 
Consejo Municipal de Desarrollo (COMUDE), instancia que autorizó 
la Comisión de Reconstrucción Municipal. 
Si bien el proceso se inició en atención a la población que perdió su 
vivienda por causa de la tormenta Stan, el gobierno después amplió 
los criterios de elegibilidad e incluyó a las familias que estaban en 
zonas de riesgo para prevenir de esta manera futuros desastres [129]. 
(Poveda, N. 2011). En ese sentido, se puede mostrar cómo un caso de 
reasentamiento posdesastre se convirtió, posteriormente, en uno de 
prevención de riesgos de nuevos desastre.
7.5.8.4. Organización institucional
Se inició el proceso de reconstrucción con transformación en el 
que se articularon el Comité Municipal de Desarrollo (COMUDE) de 
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Santiago Atitlán, la Comisión de Reconstrucción, Vivienda y Servicios 
Básicos, y por su intermedio se aseguró la participación activa de 
los líderes, autoridades municipales, autoridades Mayas de las 
comunidades afectadas y ONG.
Dada la integralidad del modelo, se hizo necesaria una estrecha 
coordinación institucional entre todas las entidades que debían 
desempeñar un papel en el proceso de planificación y ejecución del 
reasentamiento. 
7.5.8.5. Selección del sitio para el reasentamiento y compra 
de terrenos
Luego de un diagnóstico integral de riesgos por deslizamientos y 
flujo de detritos del municipio de Santiago Atitlán, con particular 
énfasis en las comunidades Panabaj y T’zachaj, contratado por la 
CONRED (Cordillera S.A. y CONRED, 2006), se concluyó, que el área 
de la municipalidad de Santiago, en especial Panabaj y T’zanchaj, 
corrían alto riesgo de inundación o de deslizamiento, por lo que se 
tomó la decisión de declarar esta área como “zona de emergencia 
e inhabitable”. Estos resultados permitieron concluir que el terreno 
donado por la Iglesia Católica, en donde se estaban construyendo 
las viviendas también estaba situado en zona de alto riesgo [130]. 
(Poveda, N. 2011). 
Como resultado de la asamblea comunitaria abierta con las 230 
familias que estaban en albergues, se creó la Comisión de Negociación 
representada por los cuatro líderes de los diferentes grupos de 
damnificados, la Gerencia de Reconstrucción, la municipalidad, 
algunas ONG invitadas, instituciones del gobierno y personas que 
no estaban en albergues, pero que tenían que ser reasentadas por 
la declaratoria de zona inhabitable [131]. (Poveda, N. 2011). En este 
punto el programa de reasentamiento de familias damnificadas se 
convirtió en uno de prevención por alto riesgo, y por eso el número 
se incrementó de 230 a 915. 
A partir de este proceso, se creó la Comisión de Compra de Tierras, 
como parte de los criterios de selección de las alternativas de sitios 
para el reasentamiento; se evaluó la tendencia urbana del municipio 
y se buscó un terreno donde la vocación urbana fuese la vivienda, 
que contase con un buen acceso, camino con buen mantenimiento, 
servicios, equipamiento urbano y cercanía a la cabecera municipal. 
Además se buscó coincidir con la municipalidad de Santiago Atitlán, 
para desarrollar proyectos habitacionales en el sector [132]. (Poveda, 
N. 2011). Del mismo modo se buscó una ubicación que desde sus 
características físicas fuese estratégica con relación a su topografía y 
que no estuviera expuesta a amenazas naturales. 
La búsqueda de tierras se volvió muy compleja dado que el área 
definida como segura por CONRED era de microparcelas, cuyos 
propietarios solo tenían derechos históricos de ocupación durante 
varias generaciones, pero no tenían títulos de propiedad, y el 
fideicomiso creado para la reconstrucción no podía comprar tierras 
sin escrituras jurídicas formales, además, a muchos parcelarios no 
les interesaba vender o pedían precios tan altos entre cinco y diez 
veces más del costo autorizado por la Dirección de Catastro y Avalúo 
de Bienes Inmuebles (Dicabi), lo que hacía imposible su compra. 
(Aguirre, E. 2011).
Por esta razón se creó un mecanismo especial de compra de tierras 
integrado por la municipalidad, el Fondo Nacional de la Paz y una 
representación de comunitarios, para asegurar la transparencia 
y la justicia de los precios en la compra de las tierras, así como la 
legitimidad de los derechos de propiedad. 
Para la compra de terrenos se suscribió un convenio entre la 
municipalidad y Fonapaz, y este trasladó un millón de dólares para 
los fondos de la municipalidad para comprar directamente las tierras. 
(Aguirre, E. 2011).
Una vez identificados los terrenos necesarios, la Comisión de Compra 
de Tierras procedió a hacer las negociaciones con los dueños para 
poder hacer su adquisición y posterior legalización. De esta forma se 
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inició la compra de tierras a setenta microparcelarios, proceso que 
duró ocho meses, logrando de esa forma ir comprando los terrenos 
para el reasentamiento e ir armando un “rompecabezas” con las 
microparcelas que se iban adquiriendo. Cuando se tuvo el 50% de 
la tierra comprada se inició la discusión con la comunidad sobre el 
tipo de urbanización que se quería diseñar  [133]. (Poveda, N. 2011).
7.5.8.6. El reasentamiento de Chuk Muk
El lugar seleccionado para el reasentamiento de la nueva ciudad 
T’zutujil, tenía una característica especialmente significativa, ya 
que era Chuk Muk, el sitio donde originalmente los ancestros Maya 
habitaban antes de la Conquista, como se corroboró mediante el 
hallazgo de evidencias en sitios de vivienda T’zutujil del siglo XI. 
Esta situación le dio un significado especial a este reasentamiento, al 
fortalecer la identidad cultural y el sentimiento de recuperación de 
su patrimonio [134]. (Poveda, N. 2011).
7.5.8.7. Caracteristicas del nuevo asentamiento
• Organización de la comunidad: se reconoce la forma de 
organización comunal existente de familias mancomunadas. Así, 
en el diseño de los espacios se realizó una disposición de grupos 
de viviendas, equivalentes al número de familias mancomunadas. 
Las viviendas quedaron distribuidas alrededor de una pequeña 
plaza o patio, con árbol en su centro y un área destinada para las 
diversas actividades del conjunto de familias. (Aguirre, E. 2011).
• Tamaño de los lotes: el lote básico tiene un área de 150 m2, de 
7,5 por 20 m de largo. Los lotes en forma de polígono irregular, 
también debían mantener la misma área. La distribución del 
lote contemplaba el área para la vivienda (56 m2), granja (35 
m2), temazcal3 (3,5 m2), huerto familiar (40 m2), leña (2,5 m2), 
almacén (3 m2) y área de secado (10 m2). (Aguirre, E. 2011).
POBLADORES INDIGENAS DE CHUK MUK, GUATEMALA [FOTOGRAFÍA 18]. 
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• Viviendas: el aspecto sociocultural de la población se incorporó 
al diseño y construcción de las viviendas, contemplando áreas 
específicas para actividades diarias muy particulares. Se elaboró 
un diseño de vivienda con el concepto de vivienda digna, 
modular, progresiva y mejorable; lo que permitió adecuar el 
diseño a las posibilidades de financiamiento, la cultura y el 
entorno natural. Esto requirió un proceso de sensibilización, 
información y acompañamiento para que la comunidad pudiese 
tomar decisiones, generar propuestas y negociar las soluciones 
definitivas. Se articularon en este proceso los aportes del 
personal técnico profesional, que generó insumos para la toma 
de decisiones con los aportes de la comunidad. (Aguirre, E. 2011).
• Generación de ingresos: el reasentamiento se concibió como 
un “hábitat productivo” para la reactivación económica de las 
comunidades y mejorar así sus niveles de ingreso que eran muy 
bajos antes del desastre. Se contemplaron entonces espacios 
para la exposición y venta de productos de primera necesidad, 
y de artesanías y tejidos propios del lugar. Se tuvo en cuenta 
también un área destinada para restaurantes y comedores, con 
las características propias, no solo de los sabores y los olores, sino 
para gozar de vistas espectaculares y de actividades sociales y 
culturales en los alrededores. (Aguirre, E. 2011).
• Áreas comunes: las áreas comunes y de servicios se integraron 
a la arquitectura y el arte propio de la región. El espacio público 
abierto se diseñó de tal manera que, se pudiera utilizar para 
muchas actividades como comercio, mercado, plaza cívica, 
deportes, plazas culturales y teatro al aire libre (con capacidad 
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El subprograma de vivienda constituyó un modelo de actuación 
institucional, en el que participaron en forma coordinada la nación, 
las provincias, los municipios y las familias afectadas promoviendo 
la ejecución en forma descentralizada así como las prácticas locales, 
el fortalecimiento institucional y el desarrollo comunitario [135]. 
(Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). 
Las nuevas viviendas en sitio seguro y con condiciones sanitarias 
adecuadas mejoraron la salud de las familias y evitaron las pérdidas 
frecuentes de bienes que tenían cada vez que enfrentaban 
inundaciones. 
Además de las viviendas en sitios seguros, uno de los logros 
importantes fue generar un sentimiento de autoestima en los 
participantes y en la credibilidad respecto a sus propias capacidades, 
promoviendo su participación activa en la solución del problema; 
superando los conceptos de beneficencia y asistencialismo. Otro 
logro destacable fue la participación y el protagonismo de las 
mujeres en términos de igualdad con los hombres en la tarea 
de autoconstrucción de las viviendas, proceso desarrollado con 
transparencia y equidad [136]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). 
La organización comunitaria para la autoconstrucción generó un 
espíritu cooperativo, promovió la solidaridad comunitaria y mejoró 
las oportunidades laborales de los participantes. 
8. LINEAMIENTOS DE PROYECCIÓN PARA RE-
ASENTAMIENTOS URBANOS INTEGRALES
8.1. EVALUACIÓN DE LOS ESTUDIOS DE CASO
8.1.1. Argentina
Las nuevas urbanizaciones dentro de la trama urbana de las 
ciudades permitió la integración a la sociedad y a la ciudad formal de 
familias de bajos recursos, superando su aislamiento y marginalidad. 
La ejecución del subprograma de vivienda constituyó una rica 
experiencia para cada uno de los actores involucrados: beneficiarios, 
municipio, provincia y nación. La CCE llevó adelante las tareas de 
desarrollo, supervisión y monitoreo, trabajando en forma coordinada 
con los equipos provinciales y los municipios [137]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011)..   
Para muchos de los municipios significó la apropiación de una 
metodología de construcción que hasta el momento no se había 
experimentado. A esto se sumaron los recursos físicos y humanos 
aportados por la nación. La contribución de las SUPCE, en las 
diferentes actividades desempeñadas en el proceso, constituyó un 
aspecto clave y oportuno.
Se dejó atrás el concepto de “asistencialismo” en pro de la promoción 
AUTOCONSTRUCCIÓN DE VIVIENDA, ARGENTINA [FOTOGRA-
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El programa pasó por cuatro gobiernos municipales, lo que implicó 
modificaciones en la composición de la unidad de ejecución, así 
como el retraso en el calendario de ejecución de algunas obras 
debido a la suspensión de contratos con el fin de ser analizados por 
parte de las nuevas administraciones [139]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 
2011).
La complejidad de las intervenciones en las zonas urbanas donde 
se preveía el reasentamiento de comunidades, la urbanización de 
las favelas, y las acciones de expropiación fueron subestimadas. 
(Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
La inexistencia de un contrato específico en apoyo de las acciones de 
expropiación como los levantamientos topográficos de los inmuebles 
a adquirir, la identificación de los registros inmobiliarios para la 
identificación de los propietarios, las demoliciones, y la ejecución 
de obras de adecuación del inmueble en caso de expropiaciones 
parciales [140]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
Los conflictos suscitados con los propietarios de los inmuebles por 
la oferta de un valor único para todos independientemente de las 
características de sus viviendas, aspecto que fue necesario modificar. 
(Márquez, R. Scombatti, M. 2011).
La elaboración de un plan de reasentamiento en 1994 hizo posible 
que esta modalidad para familias en conjuntos residenciales 
garantizara la ejecución de acciones previas al traslado, con una 
8.1.2. Brasil
y el fortalecimiento de la organización comunitaria, así como el hecho 
de que el beneficiario se pudiera transformar en sujeto activo en la 
solución del problema [138]. (Pérez, R. Zelmeister, I. 2011). Otro de 
los aprendizajes consistió en propiciar la igualdad de oportunidades 
para las familias de escasos recursos afectadas por las inundaciones, 
evitando posibles discriminaciones. 
coordinación multidisciplinaria compuesta por los distintos órganos 
e instituciones que participaban en el proceso [141]. (Pérez, R. 
Zelmeister, I. 2011). Gracias a la labor conjunta de las secretarías, se 
desarrolló el plan de reasentamiento, el cual se ajustó al calendario 
de las obras, y consideró todas las acciones que tendrían impactos 
socioeconómicos en la comunidad. 
La puesta en marcha de instrumentos y mecanismos de seguimiento 
(informes semestrales de seguimiento y evaluaciones a mediano 
plazo y ex post), conforme a las disposiciones especiales del contrato 
del préstamo con el BID, permitió al menos, sin llegar a una atención 
de calidad excelente, la identificación de aspectos que podrían 
poner trabas al proceso de reubicación de la población [142]. (Pérez, 
R. Zelmeister, I. 2011).
La participación de la comunidad en el proceso de reasentamiento 
constituyó uno de los mayores aciertos, gracias en gran medida a 
la creación del Consejo Consultivo de Reasentamiento. (Márquez, R. 
Scombatti, M. 2011).
La previsión de zonas y unidades de instalación de comercios en el 
proyecto de los conjuntos residenciales hizo posible que las familias 
que llevaban a cabo actividades de subsistencia en sus viviendas de 
origen pudiesen mantener el ingreso familiar. 
La falta de coordinación entre las secretarías y las empresas 
contratadas para la puesta en marcha de los equipamientos y servicios 
sociales (escuelas, centros de salud), en un plazo que cumpliera 
con lo previsto para la instalación de los conjuntos residenciales y 
el traslado de las familias, se observó también entre las secretarías 
municipales que participaron en la ejecución del programa en lo 
relativo al calendario físico financiero, dado que cada una de ellas 
contaba con su propio plan anual de trabajo e inversiones [143]. 
(Pérez, R. Zelmeister, I. 2011).
Desfase temporal entre la realización del censo y estudio 
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socioeconómico, en 1994, y el traslado de las familias, llevó a que se 
incrementara la densidad poblacional en la zona, lo que dificultó el 
proceso y generó desconfianza hacia el reasentamiento. (Márquez, 
R. Scombatti, M. 2011).
Incompatibilidad entre los diferentes niveles de ingreso familiar 
y los costos de las nuevas viviendas, situación que generó costos 
adicionales para el presupuesto familiar y dificultó el reasentamiento 
de las familias en los conjuntos residenciales. (Márquez, R. Scombatti, 
M. 2011).
El hecho generador de reasentamiento en este caso, tuvo origen en 
que parte del cuerpo mineralizado que existe en Perú se encuentra 
debajo de la ciudad de Morococha, razón por la cual era necesario el 
reasentamiento de la ciudad.
Cabe indicar, que el reasentamiento resulta necesario a efectos de 
8.1.3. Perú
mejorar las condiciones de salubridad y servicios básicos.
La nueva ciudad de Morococha, de acuerdo a la propuesta de 
Chinalco, contaría con casas de material noble, con servicios de agua 
potable, desagüe, energía eléctrica y alumbrado público. Igualmente 
se garantizaría con servicios de salud, educación, así como un sistema 
de comercialización para el abastecimiento de bienes y servicios 
[144]. Caseres, J. Apuntes sobre el Reasentamiento de la Ciudad 
de Morococha. [Biblioteca digital]. Obtenido en: http://blog.pucp.
edu.pe/blog/mineriagobernanzaderechojlcn/2012/11/26/apuntes-
sobre-el-reasentamiento-de-la-ciudad-de-morococha/
De otro lado, desde el 2006 el proyecto minero ha venido informando 
a la población potencialmente afectada por el reasentamiento. Se 
informa que en dicho proceso se recogió la opinión de la población 
local sobre el reasentamiento. En marzo del 2009 la empresa Graña 
y Montero inició los trabajos el diseño del proyecto de habilitación 
urbana y vivienda de la nueva ciudad de Morococha sobre lo que 
fue la antaño se conoció como Hacienda Pucara [145]. Caseres, 
J. Apuntes sobre el Reasentamiento de la Ciudad de Morococha. 
[Biblioteca digital]. Obtenido en: http://blog.pucp.edu.pe/blog/
mineriagobernanzaderechojlcn/2012/11/26/apuntes-sobre-el-
reasentamiento-de-la-ciudad-de-morococha/
A la fecha, ya son más de 36 familias de Morococha que han sido 
trasladadas a la nueva ciudad. Los peligros naturales identificados 
en la futura zona de reasentamiento, básicamente se pueden 
identificar tres: probabilidad de licuación de suelo, inundación 
y ocurrencia de sismo…”. Cabe señalar, que dicho informe ha 
sido puesto en conocimiento de la Municipalidad Distrital de 
Morococha, recomendando que tanto el gobierno regional como 
local apliquen los instrumentos de gestión del territorio (plan 
de acondicionamiento territorial y plan de desarrollo urbano y/o 
esquemas de ordenamiento urbano) a fin de reducir los riesgos en 
el reasentamiento de los pobladores de Morococha [146]. Caseres, 
J. Apuntes sobre el Reasentamiento de la Ciudad de Morococha. 
APARTAMENTOS EN SAO PAULO, BRASIL [FOTOGRAFÍA 23]. 
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[Biblioteca digital]. Obtenido en: http://blog.pucp.edu.pe/blog/
mineriagobernanzaderechojlcn/2012/11/26/apuntes-sobre-el-
reasentamiento-de-la-ciudad-de-morococha/Otro problema que 
enfrenta la nueva Morococha es la existencia de desechos mineros 
metálicos en toda la zona, a nombre de una persona natural, y se 
presentan en prácticamente toda la quebrada del Río Pucara.
En vista que el programa de reasentamiento estaba aún en proceso 
cuando se terminó este estudio, y que el plan de rehabilitación, 
reconstrucción y desarrollo sostenible de Nueva Esperanza se 
espera culminar en 2015, no se dispone de una evaluación que 
permita comparar los resultados de las diferentes alternativas de 
reasentamiento, como tampoco el nivel de restablecimiento o 
mejoramiento de las condiciones socioeconómicas de las familias 
(Poveda, N. 2011). No obstante, se considera que este caso brinda 
lecciones importantes en relación con:
8.1.4. Colombia
• La incorporación de los programas de reasentamiento preventivo 
en planes integrales de reducción de riesgo inscritos en planes 
de ordenamiento territorial. (Poveda, N. 2011).
• La participación y coordinación de las entidades gubernamentales 
para responder a las múltiples dimensiones de un proceso 
de reasentamiento de población y de restablecimiento de 
condiciones de vida. (Poveda, N. 2011).
• Las ventajas de disponer de una entidad encargada 
exclusivamente del reasentamiento de la población en riesgo. 
(Poveda, N. 2011).
• El control de asentamiento en zonas de riesgo para prevenir que 
el problema aumente. (Poveda, N. 2011).
• Las novedosas fuentes de financiación de los planes de reducción 
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• El tipo de subsidios para facilitar a las familias de bajos recursos 
la adquisición de una vivienda legal y segura. (Poveda, N. 2011).
• La participación de la población en el proceso. (Poveda, N. 2011).
• La formación de cultura de la prevención de riesgos que 
acompaña todo el programa. (Poveda, N. 2011).
• La recuperación y devolución de los suelos en riesgo, a la 
estructura ecológica del Distrito. (Poveda, N. 2011).
El alto grado de vulnerabilidad ante la ocurrencia de desastres 
naturales de los subsectores de vivienda, transporte, vías de 
comunicación e infraestructura educativa. 
• La fragilidad ambiental del país agravada por la deforestación 
y los usos inadecuados del suelo lo que ha aumentado 
significativamente la vulnerabilidad del país. (Aguirre, E. 2011).
• La escasa apropiación del tema de manejo de riesgos y 
atención de emergencias por parte de las autoridades locales y 
municipales. (Aguirre, E. 2011).
• La falta de presencia regional por parte de CONRED. En el momento 
del desastre solo había ocho delegaciones departamentales. En 
la actualidad los 22 departamentos cuentan con su delegado. 
(Aguirre, E. 2011).
• Escasez de recursos humanos, técnicos y financieros del Fondo 
Nacional de Emergencias y de CONRED. (Aguirre, E. 2011).
• La debilidad de las instituciones en el tema relacionado con la 
vivienda. La magnitud de la pérdida de viviendas fue el principal 
y más problemático desafío enfrentado por el gobierno. Esto 
8.1.5. Guatemala
provocó un desfase en la planeación y ejecución de las obras, 
llevando a varias de las instituciones involucradas a improvisar 
en sus funciones conforme iban surgiendo necesidades [148].
(Aguirre, E. 2011).
• La falta de maquinaria e insumos por parte del gobierno. (Aguirre, 
E. 2011).
• La poca flexibilidad de la Ley de Compras y Contrataciones del 
Estado para operar en situaciones de emergencia lo que generó 
atrasos significativos. (Aguirre, E. 2011).
• La necesidad de diseñar los planes de mitigación desde lo 
local, con fuerte apropiación comunitaria, organización y 
fortalecimiento de estos actores para implementarlo a partir de 
sus tradiciones y costumbres. (Aguirre, E. 2011).
• El desarrollo de esta experiencia también demostró que para 
la gestión de riesgo y el proceso de reconstrucción, no es 
necesario crear organismos o instancias nuevas. Para países con 
serias limitaciones financieras, es mejor generar estructuras de 
coordinación interinstitucional, que permitan una verdadera 
colaboración entre los diferentes ministerios y secretarías las que 
deben tener un respaldo político alto, y venir  de la Presidencia 
de la República directamente [148].(Aguirre, E. 2011).
• El papel del reasentamiento como herramienta de prevención 
en lugar de mecanismo de reacción ante emergencias.
• La importancia de contar con recursos financieros para ejecutar 
en los tiempos previstos los planes de reasentamiento. Los 
recursos del gobierno nacional no fueron suficientes y fue 
necesario gestionar fondos complementarios con agencias 
de cooperación y organizaciones no gubernamentales 
internacionales. Sin embargo, por la falta de recursos oportunos, 
el reasentamiento no se pudo culminar en las fechas previstas. 
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Estas demoras afectan las condiciones de vida de las familias y 
deterioran la confianza en las instituciones gubernamentales 
que se había logrado recuperar en el proceso  [149]. (Aguirre, E. 
2011).
• La articulación de los niveles nacional, departamental, municipal 
y local en el diseño y ejecución de los planes de reasentamiento. 
(Aguirre, E. 2011).
• La articulación de los planes de reasentamiento con los planes 
estratégicos territoriales para garantizar su sostenibilidad. 
(Aguirre, E. 2011).
• La pertinencia de la inclusión de los aspectos étnicos, 
sociales y culturales en el diseño y ejecución de los planes de 
reasentamiento, tales como el patrón ancestral de asentamiento, 
las formas tradicionales de organización social, la cosmovisión, 
la ética y la concepción indígena frente a la naturaleza y los 
desastres, estos aspectos que constituyeron un verdadero reto, 
se transformaron en beneficios para todo el proceso [150].
(Aguirre, E. 2011).
• El diálogo intercultural y del reconocimiento y respeto de las 
otras culturas durante todo el proceso. (Aguirre, E. 2011).
• El diseño participativo del nuevo asentamiento poblacional y de 
las viviendas, el cual permitió recuperar el diseño habitacional de 
la población tz´utujil, a partir de su concepto de familia ampliada, 
incorporando en la distribución espacial  las actividades no solo 
domésticas, sino también productivas, sociales y culturales.
• El fortalecimiento del tejido social como herramienta fundamental 
en los procesos de reconstrucción con transformación. (Aguirre, 
E. 2011).
• El fortalecimiento de la organización comunitaria posibilitó 
que los actores comunitarios se constituyeran en interlocutores 
representativos y legítimos, frente a la institucionalidad pública 
nacional y municipal; así como ante la cooperación internacional. 
Creó condiciones para canalizar el aporte comunitario al proceso 
de reconstrucción y promovió la auditoría social y el manejo 
de los conflictos que podrían surgir por medio del proceso de 
reconstrucción [151].(Aguirre, E. 2011).
• El papel importante de las mujeres en la organización comunitaria 
y durante el proceso. (Aguirre, E. 2011).
• La superación de los conceptos de vivienda básica o techo 
mínimo proponiendo el concepto de vivienda digna, modular, 
progresiva y mejorable. (Aguirre, E. 2011).
• Los mecanismos de transparencia que se acordaron con las 
comunidades jugaron un papel importante en el restablecimiento 












































































A manera de conclusión se puede resaltar que el reasentamiento 
bien concebido, planificado y ejecutado, basado en la participación 
activa de todos los actores e incorporando y respetando los 
aspectos étnicos y culturales, se convierte en una oportunidad, no 
solo para reconstruir viviendas sino para reconstruir la confianza de 
las comunidades en el Estado, fortalecer el tejido social, propiciar 
mayor cohesión en las comunidades, mejorar sus condiciones de 
vida, reforzar su identidad cultural y generar espacios de inclusión 
económica, social y cultural para grupos que han sido históricamente 
excluidos, como lo ilustró este caso. Así, además de aumentar 
la resistencia de las comunidades a las amenazas naturales, se 
contribuyó al proceso de la reconciliación nacional.
Para la declaración del reasentamiento, la población debe encontrarse 
en zonas de riesgo no mitigable, ya sea este riesgo natural, socio 
natural o humano, donde se dé conocimiento a las autoridades y 
estas mediante un consejo a cargo, evalúen el riesgo, asuman su 
responsabilidad frente a la búsqueda de una pronta respuesta de 
mitigación o contingencia, donde se priorice el bienestar, derechos 
e integridad de las personas.
8.2. LINEAMIENTOS DE APLICACIÓN PARA EL REASENTAMIENTO
8.2.1. Fases del Proceso de Reasentamiento
8.2.1.1. Causal de asentamiento poblacional
Para poder realizar la solicitud de un reasentamiento, primero, debe 
ser solicitado por una autoridad local, zonal o municipal, y segundo, 
debe estar fundamentada en hechos físicos, esto con el fin que se 
declare el riesgo y se debata prontamente por el suelo de acogida, 
todo esto dentro de un marco de gestión que evaluara la magnitud 
y costos estimados para la identificación y clasificación tanto de 
las personas como de las viviendas en riesgo o afectadas, para que 
con ello se establezca un documento de gestión estable donde 
se evidencia la evaluación, el plazo estimado para su respuesta, el 
8.2.1.2. Solicitud de reasentamiento poblacional
proceso de ejecución, el saneamiento a la población, el suelo de 
acogida y el traslado y ocupación de las personas. 
El riesgo al que se encuentre expuesta la población, debe ser 
categorizada en su margen de inminencia o magnitud, para de 
este modo articular las diferentes competencias y lograr generar un 
organizado proceso de reasentamiento.
Algunos criterios a tener en cuenta son:
• Se debe tener en cuenta la edad de las personas que se localizan 
sobre la franja de riesgo.
• Evaluar la magnitud y posibles secuelas frente a una catástrofe.
• Se debe presupuestar tanto un proceso de mitigación y/o 
reasentamiento, como de respuesta frente a la inminencia.
• Se debe evaluar y clasificar el suelo para conocer los puntos más 
susceptibles a una catástrofe.
• Se debe conocer de aquellos factores externos que puedan 
alterar o modificar las instancias de riesgo.
8.2.1.3. Criterios de priorización del reasentamiento
El principal actor al momento de dar una respuesta permanente 
a población vulnerada físico-espacialemente, es el gobierno, por 
tanto este, ya sea regional o nacional, está en la obligación de 
generar planes y programas de prevención, asistencia y reducción 
del riesgo; uno de los mecanismo que más utilizan las entidades es 
la del reasentamiento, donde la responsabilidad de los actores se 
hace prioritaria al momento de evaluar la gestión, el financiamiento, 
la viabilidad y las acciones, con el fin de desarrollar el proyecto, 




Todo proceso proyectual presenta un sin número de sugerencias y 
enfoques para el cumplimiento de un objetivo base, sin embargo 
es la incorporación de la población dentro del proceso, quienes no 
permiten que se pierda de vista el objetivo principal, pero sí que se 
dé respuesta real a las necesidades de la población, respuesta que 
garantice un bienestar y seguridad, sin embargo, no solo se le puede 
vincular mediante su voz y voto a un proceso de esta índole, sino que 
también capacitándolos y permitiéndoles erigir sus nuevas viviendas 
como estrategia de apropiación e identidad con el territorio y su 
nuevo hábitat.
8.2.1.5. Participación ciudadana
La nueva vivienda que va ser otorgada a una familia, debe garantizar 
que se encuentra localizada en una zona que permita su fácil acceso, 
tener una cobertura total de servicios públicos, seguridad en su 
entorno y en especial el hábitat, todo esto con el fin que no se 
presenten alteraciones en el tejido social y comunal, sino que, por el 
contrario, genere lazos con el territorio y con las personas.
Dentro del proceso de reasentamiento, es necesaria que aquellas 
viviendas que serán evacuadas por su vulnerabilidad a riesgos no 
mitigables, sean demolidas, mediante la normatización del espacio 
y el suelo, que se prohíba el uso del mismo para la reconstrucción 
de nuevas viviendas o la invasión  de estos predios, y se busque la 
recuperación del territorio mediante un tratamiento paisajístico, en 
el que se vean involucrados procesos de espacio público para el ocio 
y la recreación, así como de espacios comunales tales como huertos 
urbanos, en los que acoja a toda la población.
8.2.1.6. Nueva vivienda
Los recursos para la ejecución de procesos de respuesta ante una 
situación de vulnerabilidad se encuentran dados por el CANON 
y SOBRECANON, los cuales están asignados estrictamente para 
8.2.1.7. Financiamiento del reasentamiento
el financiamiento y ejecución de obras de inversión pública, 
encaminados a proyectar  “Zonas de acogida”, para implantar 
vivienda con fines sociales y de protección, mediante mecanismos 
de gestión a favor de la población. 
Los actores fundamentales en esta fase del desarrollo de un proceso 
de reasentamiento urbano, son las entidades gestoras, puesto que 
son ellas quienes evalúan la magnitud del riesgo, gestionan, analizan 
y dan respuesta a los pobladores frente a su exposición al riesgo.
Luego de realizar la evaluación de los estudios de caso, y analizar 
los lineamientos que tuvieron en cuenta para el desarrollo de 
procesos de reasentamiento, se pudo concluir que varias de estas 
estrategias utilizadas en los diferentes entornos, son característica 
general en todos los casos, por lo cual algunas de dichas filiales 
pueden ser tenidas en cuenta y aplicadas en todo caso, siempre y 
cuando se complementen con los lineamientos propios del sector 
y la población a intervenir, teniendo en cuenta sus necesidades y 
características particulares.
Los Lineamientos de aplicación al reasentamiento son: 
• Realizar una minuciosa evaluación de la magnitud del riesgo al 
que se encuentra expuesta la población.
• Conocer la historia y creación del barrio o el sector en el que se 
encuentran asentadas las personas.
• Tener acercamiento y comunicación con los líderes comunales.
• Convocar a una asamblea, donde se permita contarle a la 
población sobre el proceso de reasentamiento, teniendo en 
cuenta las garantías y beneficios de la misma, así como las 
inquietudes y/o aportes de la población.
• Iniciar con el proceso de planificación del reasentamiento 
acompañado de un representante de la población, con el fin 
de garantizar el atender a las necesidades en común que se 
presenten en la comunidad.
8.2.2. Lineamientos Generales de Aplicación para el 
Reasentamiento
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• Socializar el proceso, sus avances o demoras, para que la 
comunidad pueda evaluar la seriedad y compromiso del 
proyecto.
• Hacer a la comunidad participe del proyecto, mediante la 
vinculación de  aportes  como la  mano de obra, con el fin de 
promover la apropiación, cuidado e identidad con el nuevo sitio 
de alojamiento permanente. 
• Capacitar a la población en procesos constructivos con dos fines: 
primero, permitirles la autoconstrucción guiada por técnicos 
profesionales de sus propias viviendas, y dos, como herramienta 
para obtener un ingreso económico.
• Gestionar los recursos de manera transparente para que las 
necesidades de la población sean solucionadas lo mejor y más 
pronto posible.
• Comprar los predios para reasentar la población vulnerable, 
promoviendo el plan de reasentamiento, incluyendo a los 
dueños de dichas parcelas.
• Apoyarse en la ley y el plan de ordenamiento territorial (POT), para 
crear normas que controlen y prohíban el uso de las viviendas en 
riesgo, una vez sean desalojadas.
• Las nuevas viviendas deben localizarse lejos de la zona de riesgo, 
sin ir a los extramuros del barrio.
• Desarrollar el proyecto de reasentamiento, donde las viviendas 
interactúen con el entorno, mediante vacíos, puertas urbanas o 
parques de bolsillo.
• Generar diseños articuladores con los barrios o sectores en los 
que se implanta, así como también con la ciudad.
• Las viviendas deben tener un enfoque sostenible, con el fin de 
generar el menor impacto posible al ambiente.
• El proyecto debe crear alternativas de accesibilidad y planes de 
movilidad, que aporten al proyecto sin perjudicar el entorno y 
dinámicas preexistentes.
• Todo proyecto de reasentamiento debe estar enfocado a la 
generación del hábitat mediante la reinterpretación de las 
dinámicas sociales y tensiones espaciales.
093
Siendo Bogotá la capital de Colombia y del departamento de 
Cundinamarca, este es considerado como epicentro en política, 
economía, administración, industria, arte, cultura, y turismo de 
Colombia; además es una entidad territorial de primer orden, 
con las atribuciones administrativas que la ley le confiere a los 
departamentos. Está conformada por 20 localidades y cada localidad 
se encuentra dividida en Unidades de Planeamiento Zonal (UPZ). En 
este caso se tomó como principal estudio la UPZ de San Cristóbal 
Norte ubicada entre la localidad 10 de Bogotá que corresponde a 
Usaquén la cual fue fundada en 1539 como pueblo indígena, luego 
fue considerado como municipio en 1846 y como localidad en 1991. 
Actualmente la localidad tiene una extensión de 6.531 hectáreas 
Su población está conformada por 449.621 habitantes, ubicada 
en el extremo nororiente de la capital siendo dividida en 9 UPZ las 
cuales son: Paseo Los Libertadores, Verbenal, La Uribe, Toberín, Los 
Cedros, Usaquén, Country Club, Santa Bárbara y San Cristóbal Norte. 
Esta localidad cuenta con diferentes entidades ambientales, entre 
ellas están: Sistema Ambiental del DC (SIAC), Secretaría Distrital de 
Ambiente (SDA), Jardín Botánico de Bogotá (JBB) [153]. (ecobluestefa. 
2014)
De la población de la localidad de Usaquén 74.001 personas 
pertenecen a la UPZ de San Cristobal Norte, teniendo en cuenta 
que solo el 0,15% pertenece a estrato alto, en cuanto a Medio-Bajo 
equivale a un 65,3%, en Bajo es de un 6,9%, Bajo-Bajo de un 23,6% 
y sin estrato de un 4,13%. Esta localidad tiene varias problematicas 
tanto de aspecto economico e industrial viendose reflejada en: 
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actividad comercial y el desplazamiento continuo de la población 
en una localidad de gran influencia empresarial, cultural y turística, 
transformación de sectores residenciales en zonas comerciales sin 
procesos urbanísticos, crecimiento desordenado, la congestión 
vehicular, ruido por fuentes fijas y móviles, la insuficiencia de zonas 
de parqueo tráfico automotor en las vías principales, desarrollo 
económico productivo sin tener en cuenta los lineamientos de 
desarrollo sostenible, instalación de la nueva infraestructura de 
telecomunicaciones, actividad comercial y el desplazamiento 
continuo de la población en una localidad de gran influencia 
empresarial, cultural y turística; como ambientales: Desarticulación 
institucional alrededor de los temas ambientales, vertimiento 
de residuos comerciales en los recursos hídricos, remoción en 
masa de cerros, deterioro de ecosistemas, influencia antrópica y 
contaminación del aire por desarrollos urbanísticos y de producción, 
los gases contaminantes, el dióxido de azufre presenta aumento 
junto al dióxido de nitrógeno presenta aumento hasta con 12ppb. 
[154]. (ecobluestefa. 2014). A partir de esto, ocasiona cambios en la 
localidad, actualmente su estado es: dimensión natural Parques y 
zonas verdes: San Cristóbal Norte 1,41 m2 que son considerablemente 
inferiores al promedio de la localidad y el distrito, la concentración 
de indicadores de Necesidades Básicas Insatisfechas se relaciona 
con la UPZ San Cristóbal, el 43.6% de su arbolado se encuentra en 
buen estado sanitario, paisaje urbano de la localidad se ve afectado 
por la alta contaminación visual originada en todo este espectro 
de vehículos, invasión del espacio público, múltiples negocios 
con avisos, indigentes y población desplazada pidiendo; donde se 
debe apoyar los procesos de producción ecológica que satisfagan 
necesidades biológicas y contribuyan a su desarrollo sostenible 
especialmente en los nacimientos de cuerpos de agua y en las zonas 
declaradas como de alto riesgo no mitigable y/o de amenaza alta del 
sector oriental. [155]. (ecobluestefa. 2014)
Perteneciente a esta UPZ, encontramos el barrio Santa Cecilia, al 
cual llegaron la mayoría de sus habitantes después de 1991; este 
tuvo su origen en un proceso de urbanización pirata en terrenos 
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pertenecientes a un particular (en Planeación figuran estos terrenos 
como una finca), y su fundador fue un urbanizador ilegal. El barrio 
está conformado por lotes con un tamaño promedio de los 72 m² 
(ancho: 6 m, largo: 12 m), con un valor inicial de referencia que 
fluctúa entre $500.000 y $1’000.000 y algunos con un valor superior. 
El barrio está conformado por familias que cuenta en promedio 
con cinco personas. En el proceso de consolidación del barrio y las 
viviendas, el incremento y mejora de la construcción se ha dado con la 
instalación y estabilización de los servicios públicos, asimismo, cada 
vez que cada uno de los hogares ha podido efectuar una inversión 
económica dependiendo de sus propios niveles de ingresos, lo ha 
hecho. 
El 77% de la Población del barrio Santa Cecilia, se encuentran 
clasificados en Estrato 1, es decir nivel bajo - bajo y un 23% se 
encuentra clasificado en estrato 2, es decir en nivel bajo. La población 
infantil en edad educativa, presenta una cobertura superior al 100%, 
sin embargo en básica secundaria se reduce a un 90.2% y en media 
vocacional un 11.2%
El barrio Santa Cecilia, cuenta con dos centros de salud de atención 
básica, distribuidos en Santa Cecilia Baja y Santa Cecilia Centro, 
sus pobladores  cuentan con cobertura plena de alcantarillado 
y recolección de basuras, sin embargo, un 2% no tiene servicio 
eléctrico, un 1% no cuenta con acueducto y un 14% no tiene gas 
natural. Santa Cecilia cuenta con un reducido porcentaje de espacio 
público, pese a encontrarse en límite con los Cerros Orientales, 
las zonas abiertas en algunos casos son privadas y otras no están 
condicionadas para el ocio o esparcimiento de la población.
FIGURA N° 20. Planos base Extraidos de intert Intervenido y 







































El barrio Santa Cecilia se encuentra 
localizado sobre los Cerros Orientales, 
por tanto, se implanta sobre una fuerte 
pendiente, causal que ocasiona vías 
de poco y nulo acceso para peatones y 
vehículos, del mismo modo las viviendas 
se ubican aleatoriamente, a manera de 

















































Los predios del barrio se caracterizan 
por tener un frente de 6m por 12 m de 
profundidad, pese a que la topografía 
es bastante elevada, por lo mismo un 
gran número de estos presentan limites 
sinusoides e irregulares, siempre en 














































9.1.3. Llenos y Vacios
El sector se caracteriza por presentar un 
elevado porcentaje de subutilización 
del suelo, por tener algunas viviendas 
de dimensiones minimas y carecer de 
espacio publico, recreativo y de ocio, sin 
embargo la gran mayoria de viviendas 
consolidan el sector, aunque las que se 
localizan en el borde se encuentren en 
















































Debido a la conformación del barrio, 
de origen informal, donde el poblador 
busca su ubicación permanente y de 
acogida, dado por la vivienda, este se 
ha desarrollado casi que exclusivamente 
para uso residencial, aunque cuenta con 





















































El barrio ha sido construido con viviendas 
entre 1 y 3 niveles, aunque muchas de 
ellas no cuentan con estructura; tanto la 
altura como los mecanismos o procesos 
constructivos son dependientes a las 
posibilidades e ingresos de las familias, 



























































El espacio urbano de la movilidad es el espacio público. La relación intrínseca 
entre espacio urbano y movilidad ocurre en el ámbito público, para lo cual es 
imprescindible la accesibilidad. El espacio público, caballo de batalla de la ciencia 
urbana de los últimos 50 años y del debate histórico entre la visiones culturalistas 
y progresistas de la ciudad, adquiere hoy una importancia mayor, pues reclama 
el dejar de ser “lo residual”, para ratificarse como el elemento aglutinador de la 
interacción de las capas dinámicas entre los sistemas y redes de la ciudad.
El territorio donde los usos del suelo agrupados y sus dinámicas forman unidades 
geológico - ambientales y unidades de paisaje.
Su función se enmarca en el proceso que se produce en la estructura territorial con 
su identidad propia, la actividad principal o actividades que cumple, vocación o
Especificidad.
CARÁCTER - POTENCIAL - TENDENCIA
El Sistema Urbano de una ciudad se compone de:
El Paisaje Urbano y la Estructura Urbana, que en mutua relación dan las 
características a una ciudad (identidad propia) y la que en mutua relación dan las 
características a una ciudad (identidad propia) y la distinguen de otras.
El Paisaje Urbano resulta de la interacción de tres variables: El Territorio, el Uso del 
Suelo y la Edificación; las tres varían con independencia entre sí dando lugar a una 
variedad infinita de escenarios urbanos, es decir paisajes urbanos. 
La ciudad es la protagonista de la actividad económica: se efectúan las principales 
actividades financieras y comerciales.
La densidad demográfica condiciona el Paisaje urbano dando lugar a la 
construcción de grandes edificios y a una forma de vida diferente a la de hace 
algunas décadas. La ciudad ha ido unida a la vida del hombre desde que éste se 
organizó en sociedad, sin embargo, es difícil definir con precisión a qué le podemos 
llamar ciudad y determinar sus límites.
FIGURA N° 27. Planos base del Agustin Codazzi. Intervenido 




sueloZonas de Riesgo Inaccesibilidad
Desarticulación con el 
Entorno inmediato
Debido a que el suelo es bastante inestable, 
por presentar caracteristicas de terreno suelto, 
en especial en el borde nororiental del barrio, 
un gran numero de viviendas y por ende de 
personas, se encuentran localizadas sobre la 
franja de riesgo por remoción en masa, riesgo 
que se activa con la lluvia, con los sismos o 
con el paso del tiempo.
Ya que la topografía es bastante pendiente 
e irregular por la naturaleza del Cerro, las 
personas han adapatado, de la mejor manera, 
sus viviendas al terreno, sin embargo, por la 
dificultad y costo de remoción de tierra para 
la implantación de las viviendas, muchos 
predios se encuentran subutilizados, con un 
bajo porcentaje construido.
El barrio se localiza en el costado mas 
pendiente del sector, por lo cual imposibilita 
el acceso de vehiculos, a tal punto que algunos 
sectores del barrio no tienen transporte 
alguno y deben trasladarse a sus viviendas a 
pie.
Por las mismas razones que el barrio presenta 
un dificil acceso, hace que este se encuentre 
desarticulado con su entorno inmediato, 
es decir el barrio Cerro Norte, pese a que 
presentan pocas vias de interconección, pero 
fisico y espacialmente, el barrio se aisla, gracias 
a falta de vias e infraestructura comunicante y 
accesible.
FIGURA N° 28. Planos base de fotografía aerea de google 
maps. Intervenido y modificado por el autor (2016) 
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9.3. APLICACIÓN DE LINEAMIENTOS
9.3.1. Lineamientos Especificos
Normatización y recuperación 
del territorio, mediante 
programas medioambientales.
Aprovechamiento y 
desarrollo del suelo, mediante 
construccion planificada,  
tecnificada y sostenible.
Mejoramiento y trazo de vias 
de comunicación y acceso a 
las viviendas del barrio Santa 
























































PANORAMICAS SANTA CECILIA, BOGOTÁ [FOTOGRA-
FÍA 27]. Recuperado de REASENTAMIENTO PREVENTI-
























































9.3.2.1.1.  Zona de recuperacion 1
PARQUE
Demolición de las viviendas en zona perimetral del barrio que se encuentran sobre 
la franja de riesgo no mitigable, para luego desarrollar un proyecto de recuperación 
basado en senderos que recorran el borde, al igual que espacios de permanencia y 
ocio dedicados a grandes y pequeños.
El parque contará con un Huerto Urbano, el cual servirá de despensa de primera mano 
en hortalizas para la comunidad, así como de plan educativo en el cuidado de las 


































































































































































Recuperación del borde limite directo con el Cerro, mediante la 
reforestación con arboles nativos.
La reforestación aporta una serie de beneficios y servicios 
ambientales. Al restablecer o incrementar la cobertura arbórea, se 
aumenta la fertilidad del suelo, y se mejora su retención de humedad, 
estructura, y contenido de alimentos (reduciendo la lixiviación, 
proporcionando abono verde, y agregando nitrógeno, en el caso de 




















































































1. Aprovechamiento de la radiación y horas solares 
en fachadas de cristal, para mantener iluminado 
y claro el interior de las viviendas, evitando el uso 
de lámparas o luces eléctricas durante la mayor 
parte del día; del mismo modo debe generarse 
ventilaciones que permitan expulsar el aire cálido 
en la parte superior de la casa y el ingreso de aire 
frio que refrigere y ventile todas las áreas, en la parte 
baja de los muros, evitando el uso de abanicos u 
otro mecanismo de refrigeración no natural.
2. Recolección de aguas lluvias y utilizacion de estas 
en regaderas y lavanderia, asi como tambien el uso 
de paneles solares para la generacion de energía en 
la casa.
3. Reutilizar las aguas grises, mediante tratamiento 




Diseños de vivienda de poca cobertura 
de suelo, con zonas blandas para 
permitir el filtrado de agua.
FIGURA N° 32. Implantación en el Terreno. (2016) 
E{aboración propia
FIGURA N° 34. Esquema basico de volumenes de 
vivienda (2016)  E{aboración propia
FIGURA N° 35. Ilustración extraidos de base de datos y pla-




1. El problema de los reasentamientos poblacionales en América 
Latina, tienen su origen en multiplicidad de factores, de los que vale 
la pena destacar: desorganización institucional, falta de compromiso 
estatal,  corrupción gubernamental, oferta insuficiente de vivienda 
de interés social para la población de más bajos recursos económicos, 
ausencia de control y vigilancia por parte de las autoridades locales, 
municipales y departamentales sobre áreas de riesgo o protegidas 
ambientalmente y la falta de recuperación de las zonas que fueron 
objeto de migración por reasentamientos pretéritos.
2. La formación de barrios subnormales tienen su génesis en la 
subdivisión ilegal de la tierra, la invasión, la migración de población 
rural a las grandes urbes en búsqueda de mejor calidad de vida, el 
desplazamiento forzado y la necesidad de las familias por conseguir 
un techo donde refugiarse y guarecerse de las inclemencias 
climáticas, en otras, identificándose por una serie de características 
que constituyen su perfil permanente como: ubicación en zona 
de riesgo o de protección ecológica, falta de servicios públicos, 
ausencia de títulos de propiedad, dificultad de accesibilidad por la 
topografía del terreno o la falta de vías pavimentadas, carencia de 
espacio público y equipamiento comunitario.
3. En las grandes ciudades como Bogotá es necesario y además 
urgente, que las alcaldías locales junto con sus secretarios de 
planeación y obras públicas, efectúen un estudio acompañado de 
trabajo de campo a las unidades de planeación zonal (upz), de cada 
localidad, en especial de aquellas que ya tienen identificados riesgos 
naturales, antrópicos, tecnológicos o socioculturales, para que 
10. CONCLUSIONES
comiencen a trabajar de la mano de la comunidad para la mitigación 
de los mismos.
4. Un reasentamiento poblacional va mucho más allá de un 
simple traslado de personas de un lugar a otro, por cuanto que, para 
que funcione como una verdadera solución tanto para la ciudad 
como para la comunidad, es preciso que a ésta se le involucre 
desde el comienzo mismo de la planeación del proyecto y se le 
haga partícipe en la toma de decisiones, para que cuando se pase 
de la parte teórica a la de ejecución, no se genere resistencia entre 
los pobladores y los entes gubernamentales, sino que sea toda una 
labor concertada.
5. Para que se pueda hablar de un reasentamiento integral, es 
preciso cumplir con unos lineamientos o protocolos específicos, 
comenzando por dejar tener como únicos aspectos relevantes 
el factor económico o el simple traslado de la población para 
ponerla a salvo de los riesgos a los cuales se exponía; el nuevo 
modelo, supera la visión de la protección civil, al paso que establece 
responsabilidades en todas las instancias del Estado según sus 
competencias y funciones, se trata ahora de una estrategia integral 
que supone un cambio fundamental, ya no solo basado en la 
respuesta y la reconstrucción, sino en adelantar un proceso de 
sensibilización, información y acompañamiento a la comunidad 
para que pueda tomar decisiones, generar propuestas y negociar 
soluciones definitivas, desde el diseño de sus viviendas bajo  el 
concepto de vivienda digna, modular, progresiva y mejorable, hasta 
el planeamiento y participación en el proceso de equipamientos 
comunitarios (jardines infantiles, salones comunitarios, parques, 
canchas deportivas) con acceso a transporte, centros educativos y de 
salud de acuerdo con sus necesidades, de manera que encuentren 
en el nuevo barrio o asentamiento una verdadera esperanza de 
vida, que les brinde la forma de tener capacidad productiva y de 
auto sostenimiento, así como de estabilidad emocional e identidad 
sociocultural.
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